La efectividad de los procedimientos conciliatorio y sancionatorio para la protección del empleado público en materia de acoso laboral en Colombia a partir de la constitución política de 1991 y la ley 1010 de 2006 by Castillo Valero, Luis Carlos
  
 
 
LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO 
PÚBLICO EN MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A 
PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 
1010 DE 2006. 
 
 
 
 
 
 
 
Luis Carlos Castillo Valero 
 
 
 
 
 
 
 
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho Ciencias Políticas y Sociales, Departamento de Derecho 
Bogotá, Colombia 
2014 
 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO 
PÚBLICO EN MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A 
PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 
1010 DE 2006. 
 
 
 
 
Luis Carlos Castillo Valero 
 
 
 
 
Trabajo de Investigación presentado como requisito parcial para optar al título de: 
Magister en Derecho 
 
 
 
 
Director (a): 
Ph.D., Carlos Luis Ayala Cáceres 
 
 
 
 
Línea de Investigación: 
Derecho del Trabajo y Seguridad Social 
 
 
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho Ciencias Políticas y Sociales, Departamento de Derecho 
Bogotá, Colombia 
2014 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
A Lina, Gabriela y Martina mis Lelecitas, y mi 
mami y mi papi, sin ellas y él no habría 
podido lograrlo.  
 
 
El fin de todo el discurso oído es este: Teme 
a Dios, y guarda sus mandamientos; porque 
esto es el todo del hombre. 
 
Eclesiastés. 
 
 
 Agradecimientos 
A Dios quién me realizó la promesa de obtener el título de Maestría y me cumplió; a mi 
esposa, por su apoyo incondicional, a mis hijas mi motivación, y mi mami y mi papi los 
cuales siempre me ha impulsado a capacitarme. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Resumen y Abstract IX 
 
Resumen 
Se realiza el análisis de los mecanismos de protección en el ordenamiento jurídico 
colombiano y de manera específica en la Ley 1010 de 2006 contra las conductas de 
acoso laboral en las entidades públicas, en los casos que la víctima es un empleado 
público. Realizando una reconstrucción Normativa y Jurisprudencial en Colombia a 
través de la revisión de los la Constitución Política Colombiana, las Leyes expedidas por 
el Congreso de la República y los Decretos y Resoluciones expedidos por el ejecutivo 
auscultando los procedimiento conciliatorio y sancionatorio en Colombia, revisando el 
Bien jurídico a proteger, los Sujetos procesales, la valoración probatoria y la 
Jurisprudencia existente entre otros. En segundo término es factible realizar una 
reconstrucción de derecho comparado, Para posteriormente realizar una reconstrucción 
teórico-conceptual a través de las concepciones de justicia y virtud en MacIntyre. 
Palabras clave: 1) Acoso Laboral. 2) Mobbing. 3) Empleados Públicos. 4) Derechos 
Inespecíficos. 5) Paradigmas Jurídicos.  
 
Abstract 
Analysis of the protection mechanisms in the Colombian legal system and specifically the 
1010 Act 2006 against bullying behaviors in public institutions, where the victim is a public 
employee is performed. Performing a reconstruction Regulations and Jurisprudencial in 
Colombia through the review of the Colombian Constitution, the Laws enacted by the 
Congress and the decrees and resolutions issued by the executive auscultation the 
grievance procedure and penalty Colombia, checking Well protect legal, procedural 
subjects, evidence assessment and existing jurisprudence among others. Second is 
feasible reconstruction of comparative law, to subsequently perform a theoretical and 
conceptual reconstruction through conceptions of justice and virtue in MacIntyre. 
Keywords: 1) Workplace Bullying. 2) Mobbing. 3) Public Employees. 4) Nonspecific 
Rights. 5) Legal Paradigms. 
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Introducción 
En El presente trabajo busca analizar los mecanismos de protección en el ordenamiento 
jurídico colombiano y de manera específica en la Ley 1010 de 2006 contra las conductas 
de acoso laboral en las entidades públicas, en los casos que la víctima es un empleado 
público. 
 
En trabajos y análisis realizados a la conducta de acoso laboral y a los procedimientos 
frente a esta problemática, existe limitación en cuanto a la revisión meramente legal 
obviando los componentes social y administrativo, en ese sentido, es preciso observar los 
aspectos que apoyan el componente jurídico, es decir, indagar en el marco teórico y 
social para buscar respuestas que brinde solución al problema de investigación en aras 
de amparar la dignidad y el ambiente de trabajo sano a los empleados públicos víctimas 
de mobbing.  
 
Así las cosas, es evidente que las situaciones presentadas dentro de las relaciones 
laborales y sociales al interior de la administración pública, de manera específica entre el 
empleado público y el representante de la administración o jefe inmediato, en los eventos 
que existe intención de causar un daño deliberado, complejo, continuo y sistemático de a 
través de la agresión; el cual se pueden presentar de forma ascendente, descendente u 
horizontal; siendo la primera de las modalidades la que nos interesa en el presente 
trabajo; que comúnmente se realiza de manera recurrente o sistemática en el presente 
caso contra un empleado público, mediante actos de violencia psicológica, que incluso 
pueden llegar a ser físicos, encaminados a acabar con su reputación profesional o 
autoestima, agresiones que pueden generar enfermedades profesionales, en especial, 
“estrés laboral”, y que en muchos casos inducen al empleado público a presentar su 
renuncia. 
 
2 Introducción 
 
Constituyéndose este hecho en un fenómeno tan antiguo mismo al concepto de 
trabajo, como lo es el “acoso laboral, “conocido como mobbing, o acoso moral 
laboral”1, revelado en actuaciones presentes dentro del trabajo, tales como actos de  
importunación usuales, degradantes, humillantes, ignominioso, contrarios a la 
dignidad humana por parte del empleador o compañeros de trabajo.”. 
 
De esta manera el acoso laboral hace referencia al concepto mobbing, a pesar de 
las múltiples definiciones que se le puedan dar, causa gran preocupación en el 
derecho toda vez que existen graves efectos en los empleados públicos, además 
que no siendo esto suficiente, es delicada la tolerancia de estas actuaciones en los 
ambientes laborales, acciones poco estudiadas y analizadas en lo que se refiere a 
Colombia. 
 
Inicialmente el concepto mobbing2 se ha utilizado en disciplinas como la biología y 
la psicología laboral. Su antecedente biológico se remonta al comportamiento hostil 
de un grupo de animales ante la presencia de otro en su territorio.  
 
De la biología a la psicología laboral, resulta coincídete la persecución animal con el 
ambiente hostil en la comunicación del acosado y el resto del grupo del que hace 
parte, al menos una vez por semana, durante seis meses, con el efecto de una 
lesión psicológica en la victima. Es preciso ver en la definición por parte de estas 
disciplinas un concepto grupal que se antepone en el desenlace al desarrollo de un 
concepto jurídico.  
 
Ahora bien, es factible que muchos trabajos y estudios que se han realizado en 
torno al acoso laboral o a los procedimientos frente a esta conducta, se 
circunscriban a detallar exclusivamente el marco legal que define jurídicamente el 
llamado mobbing.  
 
                                               
 
1
 Cruz Caicedo, M (2012). El daño extra patrimonial en el acoso laboral. Colombia: Digiprint Editores EU, Universidad 
Externado de Colombia. Pág. 11.  
2
 ZARZALEJO CARBAJO (2007:10 y 11) aclara que  “el neologismo (mobbing) inventado por el psicólogo alemán 
(LEYMAN) no existe en la lengua inglesa y proviene del verbo tomob cuyo significado puede equivaler a asediar, hostigar o 
acosar”. 
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Sin embargo, dichos trabajos únicamente se limitan a abordar los aspectos normativos, 
labor ésta que si bien es relevante, no extiende el campo de estudio a los enfoques 
sociales, políticos-administrativos que explican y dan forma a la estructura jurídica.  
 
En ese orden de ideas, el análisis que se propone, busca indagar sobre la efectividad del 
procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo para superar las presuntas 
acciones de acoso laboral descendente que ocurran en el lugar de trabajo, de acuerdo a 
los reglamentos de trabajo y el posterior y posible procedimiento sancionatorio 
competencia del Ministerio Público para el caso que nos atañe, el cual se circunscribe 
únicamente a los empleados públicos.  
 
A su vez, debido a la corta bibliografía existente en el país, es preciso recurrir al derecho 
comparado y a los diferentes procedimientos en caso de situación de acoso laboral que 
se han determinado en otros países buscando el grado de efectividad del procedimiento 
conciliatorio inicial y el eventual procedimiento sancionatorio verificando en qué medida 
ofrece herramientas de garantía de derechos y protección al empleado público víctima. 
 
Para lo cual es preciso realizar una reconstrucción Normativa y Jurisprudencial en 
Colombia a través de la revisión de los la Constitución Política Colombiana, las Leyes 
expedidas por el Congreso de la República y los Decretos y Resoluciones expedidos por 
el ejecutivo auscultando los procedimiento conciliatorio y sancionatorio en Colombia, 
revisando el Bien jurídico a proteger, los Sujetos procesales, la valoración probatoria y la 
Jurisprudencia existente entre otros. 
 
En segundo término es factible realizar una reconstrucción de derecho comparado, 
observando la regulación de los Instrumentos Internacionales de Protección y 
experiencias en otras latitudes. 
 
Para posteriormente realizar una reconstrucción teórico-conceptual a través de diversos 
paradigmas jurídicos y realizar una validación de la información que permita herramientas 
para la protección de los empleados públicos víctimas de acoso laboral en Colombia.  
 
 
 
4 Introducción 
 
Planteamiento del problema 
 
Con base en lo anterior, se propone el siguiente problema de investigación:   
 
En el ámbito de los empleados públicos en Colombia, al presentarse conductas que 
puedan suponer acoso laboral descendente, en los casos que el sujeto activo del 
acoso laboral es el empleador o sus delegados y representantes y el sujeto pasivo 
es un empleado público sin funciones de confianza y manejo: ¿Los procedimientos 
conciliatorio y sancionatorio pueden ser mecanismos suficientes e integrales que 
permiten la protección de las víctimas de esta conducta para el resarcimiento 
efectivo de sus derechos y de esta manera propiciar un ambiente de trabajo sano?       
 
Con el planteamiento de este problema, la investigación intenta escapar de lo 
meramente normativo, aportando respuestas desde un enfoque dinámico, en donde 
se establezcan los elementos constitucionales, teóricos y político-administrativos 
que configuraron la regulación del acoso laboral en Colombia. 
 
Objetivo General  
 
Inquirir sobre los procedimientos que otorga la Ley 1010 de 2006 como mecanismos 
de defensa de los empleados públicos víctimas de acoso laboral en Colombia, con 
la finalidad de buscar alternativas de protección que permitan reparar el daño 
generado a la víctima, amparar sus derechos y a la vez propiciar un ambiente de 
trabajo sano alejándose de la concepción autopoiética del positivismo jurídico 
evitando el gigantismo jurídico ocasionado por la explosión normativa que padece el 
sistema jurídico colombiano.   
 
Objetivos Específicos  
1. Examinar la funcionalidad del procedimiento conciliatorio para proteger los 
derechos de los empleados públicos en Colombia frente a conductas 
consideradas como acoso laboral. 
2. Evaluar la eficacia del procedimiento sancionatorio como una alternativa real 
y célere de protección para la víctima de acoso laboral con la finalidad de 
reparar el posible daño generado. 
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3. Observar herramientas de protección de los derechos de los empleados 
públicos víctimas de acoso laboral en otras latitudes. 
 
Hipótesis 
 
Los empleados públicos sin funciones de confianza y manejo víctimas de la conducta de 
acoso laboral descendente, de conformidad con lo establecido por el ordenamiento 
jurídico constitucional y legal pueden acudir a la sede administrativa para buscar amparo 
de sus derechos fundamentales a través de un procedimiento conciliatorio inicial regulado 
por la entidad pública a la cual pertenecen, teniendo la posibilidad de acudir ante el 
Ministerio Público e iniciar un procedimiento sancionatorio disciplinario al resultar fallido el 
primero; sin embargo los mecanismos administrativos que determina el ordenamiento 
jurídico colombiano para proteger a la víctima (empleados públicos) y resarcir los daños 
generados no son suficientes, debido a que no son mecanismos judiciales de protección 
de los derechos fundamentales de la víctima, sino que son simplemente mecanismos de 
carácter administrativo que no brindan una protección eficaz tanto para la permanencia en 
el puesto de trabajo al empleado público como para la protección de su salud y ambiente 
de trabajo sano. 
 
En este contexto, el problema del acoso laboral tiene muchas aristas y puede presentarse 
tanto en el sector privado como en el público, en ese sentido, es mi interés revisar 
únicamente los procedimientos conciliatorio y sancionatorio observando la especial 
protección que ofrece la Constitución Política, la Ley 1010 de 2006 y los mecanismos 
internacionales de protección como la  Declaración Universal de Derechos Humanos y el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales PIDESC, observando 
la regulación especial que se ha realizado en la universidad Nacional de Colombia sobre 
el específico a manera de ejemplo. 
 
Con posterioridad se revisará lo preceptuado en fallos y conceptos por la Procuraduría 
General de la Nación como operador disciplinario en el procedimiento sancionatorio 
administrativo para observar el desarrollo administrativo al respecto; también se 
analizaran las sentencias de la Corte Constitucional sobre exequibilidad de la Ley 1010 
de 2006 y el devenir jurisprudencial en materia de acoso laboral y de manera específica 
los procedimientos materia de estudio. 
6 Introducción 
 
 
Con la finalidad de evidenciar otras experiencias en diferentes países se realizará 
una apreciación de derecho comparado con normatividad y alguna jurisprudencia de 
países como Chile, Argentina, España y Brasil. 
 
Continuando con el análisis a realizar se revisarán varios paradigmas jurídicos 
como el positivismo normativo de Kelsen, el paradigma consensual-discursivo de 
Rawls y Habermas, los argumentos endilgados por el iusnaturalismo actual desde 
Finnis y el neoconstitucionalismo en Dworkin y Vigo; propiciando soluciones a la 
problemática de la falta de protección de los empleados públicos víctimas de acoso 
laboral con los procedimientos jurídico-administrativos disponibles actualmente en 
Colombia. 
 
Finalmente se realizará una validación del marco teórico a la luz del pensamiento 
del profesor Alasdair MacIntyre para buscar respuestas que superen no solamente 
el paradigma positivista, si no el modelo de sociedad que plantea la modernidad 
liberal. 
 
 
 
 
  
 
1. LA REGULACIÓN DEL ACOSO LABORAL Y 
SUS AVANCES EN COLOMBIA Y OTRAS 
LATITUDES. 
Con base en el problema de investigación es preciso realizar una reconstrucción 
normativa y jurisprudencial de la regulación colombiana sobre acoso laboral a los 
empleados públicos, de manera específica en lo que hace referencia a los 
procedimientos conciliatorio y sancionatorio, para posteriormente observar regulaciones 
en otras latitudes que nos permitan evidenciar otros desarrollos normativos y 
jurisprudenciales que brinden luces sobre el tratamiento procedimental a partir de 
experiencias en otros países, para finalmente explorar la doctrina, teorías y paradigmas 
expuestos desde el punto de vista jurídico, filosófico, político y social por autores 
nacionales y extranjeros. 
 
Lo anterior tiene como finalidad evidenciar la posible desprotección jurídica que padecen 
los empleados públicos en Colombia respecto de sus derechos fundamentales a la salud, 
al trabajo, al libre acceso a cargos públicos y por conexidad a la vida digna. 
1.1 Reconstrucción Normativa y Jurisprudencial del 
Acoso Laboral.  
1.1.1 Constitución Política Leyes, Decretos y Resoluciones. 
De la cuarta subdivisión en adelante, La protección contra el acoso laboral en Colombia 
tiene su fundamento aún antes de la constitución Política, al respecto el Decreto 614 de 
1984 “por el cual se determinan las bases para la organización y administración de Salud 
Ocupacional en el país.”, en su artículo segundo establece que el objeto de la salud 
ocupacional es:  
  
“Proteger a la persona contra los riesgos  
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Relacionados con agentes físicos, químicos, biológicos, psicosociales, mecánicos, 
eléctricos y otros derivados de la organización laboral  que puedan afectar la salud en los 
lugares de  trabajo”.  
 
De igual manera, la Resolución Conjunta 1016 de 1989 de los Ministro de Trabajo, 
Seguridad social y salud, “Por la cual se reglamenta la organización, funcionamiento y 
forma de los Programas de Salud Ocupacional que deben desarrollar los patronos o 
empleadores en el país.”, en el artículo décimo crea el Subprograma  de medicina 
preventiva y del trabajo con la finalidad de:  
  
 “diseñar y ejecutar programas para la prevención y el control de enfermedades 
generadas por riesgos psicosociales”.  
 
Posteriormente  con la Constitución Política de 1991, se observa en diferentes apartes, 
entre los que se encuentra el preámbulo de la Carta Magna, el cual asegura dentro de un 
marco jurídico, democrático y participativo el derecho al trabajo; de igual manera se 
contempla el respeto de la dignidad humana, como uno de los  principios fundamentales3 
del Estado Social de Derecho. 
 
Al respecto la Corte Constitucional en aras de amparar el derecho a la dignidad en el 
trabajo determinó frente a lo que denominó “actos de hostigamiento en contra del 
trabajador” lo siguiente: 
 
“La dignidad del trabajador no se circunscribe al reconocimiento por parte del empleador 
de un salario, sino el permitir y brindar las condiciones necesarias para que éste pueda 
desarrollar, en debida forma, la actividad que le ha sido encomendada.”4  
 
                                               
 
3
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA de COLOMBIA de 1991, artículo primero. 
4
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-461 de 1998 M.P. Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA. Al respecto también 
puede observar la Sentencia T-013/99 M.P. Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA. 
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En ese orden de ideas, aún antes de existir protección legal en contra de las conductas 
que atentan contra la dignidad del empleado público (entiéndase Ley 1010 de 2006) la 
Corte Constitucional avizoró que existe una abierta vulneración de los derechos 
fundamentales como la dignidad y el derecho al trabajo, cuando en el caso que nos 
concierne la administración como empleador por ejemplo impide a su subordinado 
realizar las funciones públicas de su cargo, limitando su actividad a la mera asistencia a 
la entidad pública, imposibilitando el desarrollo de sus deberes funcionales, lo cual es un 
acto que perjudica directamente la dignidad del empleado público y en consecuencia su 
desarrollo humano a través del trabajo. 
 
Así las cosas desde sus primeros fallos la Corte ha señalado que el derecho al trabajo va 
más allá de tener acceso a una fuente de ingresos, debiéndose garantizar su ejecución 
dentro de un ambiente sano y digno; debido a que el trabajo es “una manifestación de la 
libertad del hombre y por tanto en último término tiene su fundamento en la dignidad de la 
persona humana”5. 
  
Continuando con la regulación realizada por la Carta Política colombiana en cuanto a 
protección del derecho a la dignidad y al trabajo, encontramos que éstos derechos 
ostentan rango constitucional, el artículo 25 expresa: “Toda persona tiene derecho a un 
trabajo en condiciones dignas y justas.”; de igual manera, el artículo 53 constitucional 
determina los principios mínimos fundamentales para los trabajadores, dentro de los 
cuales se establece que “La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no 
pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.”  
 
Adicionalmente, es preciso recordar que el mencionado artículo 53 constitucional 
contempla dentro de la legislación colombiana los “(…) convenios internacionales del 
trabajo debidamente ratificados”; no obstante, este acápite se analizará en el apartado 
segundo  del presente capítulo. 
 
                                               
 
5
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-014 de 1992. M.P.  Dr. FABIO MORON DIAZ. 
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Al respecto, el artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos6 
dispone que: “Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a 
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.”.  
  
En el mismo sentido, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales7 en sus artículos: 6º, 7º y 9º, establece la responsabilidad del Estado 
Colombiano en cuanto a la garantía del derecho al trabajador para que desarrolle sus 
actividades libremente buscando asegurar su desarrollo como persona a través del 
trabajo.  
 
Como puede observarse la Constitución Política Colombiana contiene la protección de 
los derechos a la dignidad y al trabajo de todos los empleados públicos y privados en el 
territorio colombiano, tesis ampliamente defendida por la Corte Constitucional, la cual 
frente a los actos de hostigamiento que desmejoren la dignidad del trabajador establece: 
  
“El hostigamiento hacia un trabajador -cualquier trabajador- vulnera de suyo los derechos 
fundamentales, pues ofende su dignidad y constituye abierto desconocimiento de las más 
elementales garantías democráticas, por lo cual su existencia, aunque no resulten 
probados otros comportamientos del patrono, exige la protección judicial.”8 
 
Por otra parte, el Código Sustantivo del Trabajo9, aunque no aplica a los empleados 
públicos y es anterior a la Constitución de 1991, instituye como una de los deberes del 
empleador: “(...) guardar absoluto respeto a la dignidad personal del trabajador (...)”10, e 
                                               
 
6
 El citado documento internacional fue adoptado y proclamado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante 
la Resolución 217 A (III) el día 10 de diciembre de 1948. Y por su naturaleza no requiere de aprobación ni ratificación por 
parte de los Estados miembros de la ONU, de conformidad con la Sentencia T-372/12 M.P. Dr. JORGE IVÁN PALACIO 
PALACIO. 
7
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 74 de 1968  por la cual se aprobó el PIDESC. 
8
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-170 de 1999 M.P. Dr. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO. 
9
 Adoptado por el Decreto Ley 2663 del 5 de agosto de 1950. 
10
 CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO. artículo 57, numeral 5. 
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impide “(…) ejecutar o autorizar cualquier acto que vulnere o restrinja los derechos de los 
trabajadores o que ofenda su dignidad”11. 
 
Ahora bien, en desarrollo legal de los principios constitucionales citados por la Carta 
Política, el mes de enero de 2006, el Congreso de la República de Colombia adoptó 
medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el 
marco de las relaciones de trabajo, a través de la Ley 1010 de 2006, normalizando el 
denominado “mobbing” o acoso laboral12, dicha Ley tiene por objeto definir, prevenir, 
corregir y sancionar las diversas formas de agresión, maltrato, vejámenes, trato 
desconsiderado y ofensivo y en general todo ultraje a la dignidad humana que se 
ejercen sobre quienes realizan sus actividades económicas en el contexto de una 
relación laboral privada o pública13. La presente Ley en principio ampara los derechos de 
los empleados públicos teniendo como finalidad no solamente prevenir y corregir la 
vulneración del derecho a la dignidad en el trabajo, sino que además prevé medidas 
sancionatorias frente a las personas que realicen o propicien tratos que atenten contra el 
desarrollo armónico en una relación de origen laboral.   
 
De conformidad con el Proyecto de Ley 88 de 2004, es claro que el alcance principal de 
la Cámara de Representantes, con la posterior expedición de la Ley 1010 de 2006, fue el 
de efectuar anticipadamente procedimientos internos y confidenciales, para el caso que 
nos interesa, en las entidades públicas, y ulteriormente, si fracasa dicho procedimiento 
previo y conciliatorio, estimular el órgano de control disciplinario e iniciar acciones 
sancionatorias, en relación con un presunto acoso laboral en el marco de las relaciones 
de laborales de los empleados vinculados mediante una relación legal y reglamentaria a 
la administración pública. 
 
Adicionalmente, la Ley 1010 de 2006 no solamente limita su ámbito de aplicación a actos 
de hostigamiento en contra del trabajador o impedir el desarrollo de sus actividades en su 
puesto de trabajo como inicialmente lo estableció la Corte Constitucional a través de su 
                                               
 
11
  Idem. artículo 59, numeral 9 
12
 MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL Y UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA. Formas y Consecuencias de la 
Violencia en el trabajo, realizado por el Ministerio de Protección Social en convenio con la Universidad de Antioquia, en 
algunos sectores económicos del país, en el 2004 pág. 48. 
13
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 1010 de 2006. Artículo primero. 
12 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
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desarrollo jurisprudencial, sino que discrimina una serie de modalidades entre las que se 
encuentran el maltrato, la persecución, la discriminación, el entorpecimiento, la inequidad 
y la desprotección laboral14. 
 
 Resolución 2646 de 2008 ambiente de trabajo sano 
Conforme con lo expuesto anteriormente la Resolución 2646 de 200815 establece los 
factores que irrumpen dentro de un ambiente de trabajo no sano y perturbador para quien 
ejerce un empleo. Hacen parte pues de un ambiente hostil de trabajo, el acoso laborar, el 
estrés, las cargas física, mental psíquica o emocional (entre otros) que genere un 
impacto negativo en el contexto de trabajo en el empleado, concebido en este un efecto 
nocivo en su salud, física y mental. Se resalta pues lo referente al estrés ocupacional 
como: la Respuesta de un trabajador tanto a nivel fisiológico, psicológico como 
conductual, en su intento de adaptarse a las demandas resultantes de la interacción de 
sus condiciones individuales, intralaborales y extralaborales¨. ¨El acoso laboral: Toda 
conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un empleado, trabajador por parte de 
un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, un compañero de 
trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, intimidación, terror y angustia, a 
causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el trabajo, o inducir la renuncia del 
mismo¨16.  
 
La Resolución 2646 de 2008 involucra aspectos a tener en cuenta en los factores 
psicosociales en el trabajo, extra laborales y sus efectos, aspectos que debe evaluar el 
empleador, los cuales se convierte en una obligación por la cual debe velar en cuestión 
de salud y de seguridad de los trabajadores a su cargo. Lo anterior guarda particular 
                                               
 
14
 Ídem. Artículo segundo. 
15
 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA – MINISTERIO DE LA PROTECCION SOCIAL Resolución 2646 de 2008 por la cual 
se establecen disposiciones y se definen responsabilidades para la identificación, evaluación, prevención, intervención y 
monitoreo permanente de la exposición a factores de riesgo psicosocial en el trabajo y para la determinación del origen de 
las patologías causadas por el estrés ocupacional 
16
 Ídem. Artículo tercero.  
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relevancia con el Decreto 614 de 198417 y la Resolución 1016 de 198918, reglamentaria 
de los programas de salud ocupacional referentes normativos que ha propiciado el 
gobierno nacional a través de su ministerio del ramo para materializar la protección de los 
empleados públicos en un ambiente de trabajo sano.  
 
La resolución  precisa una serie de medidas con las cuales pretende prevenir y 
corregir el acoso laboral. Entre ellas se encuentra la conformación de un Comité de 
Convivencia Laboral, el cual observaremos a continuación.  
 
 Batería de Instrumentos para la Evaluación de Factores de Riesgo 
Psicosocial19. 
A partir de la definición de factores psicosociales de la Resolución 2624 de 2008, la 
batería de Instrumentos para la Evaluación de Factores de Riesgo Psicosocial permite 
distinguir diferentes fuentes de riesgo psicosocial en el puesto de trabajo, aplicando 
instrumentos que permiten establecer la presencia de factores de riesgo psicosocial intra 
y extra laboral que permite determinar el riesgo. 
 
Dentro de los instrumentos cuantitativos y cualitativos se encuentra el “Cuestionario para 
la Evaluación del Estrés”, Aplicativo Básico para la Captura de Datos” y los instrumentos 
que conforman la batería son: a) Ficha de datos generales, b) Cuestionario de factores 
de riesgo psicosocial intralaboral (Forma A), c) Cuestionario de factores de riesgo 
psicosocial intralaboral (Forma B), d) Cuestionario de factores de riesgo psicosocial 
Extralaboral, e) Guía para análisis psicosocial de puestos de trabajo, f) Guía para 
entrevistas semiestructuradas, g) Guía para Grupos focales h) Cuestionario para la 
evaluación del estrés.  
 
                                               
 
17
 EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Decreto 614 de 1984por el cual se determinan las bases para la 
organización y administración de Salud Ocupacional en el país. 
18
 LOS MINISTROS DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL Y DE SALUD Por la cual se reglamenta la organización, 
funcionamiento y forma de los Programas de Salud Ocupacional que deben desarrollar los patronos o empleadores en el 
pais. 
19
 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA – MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL Y PONTIFICIA UNIVERSIDAD 
JAVERIANA. Batería de Instrumentos para la Evaluación de Factores de Riesgo Psicosocial. Bogotá. ED. PONTIFICIA 
UNIVERSIDAD JAVERIANA. Bogotá. 2010. 
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La aplicación de los anteriores instrumentos deberá ser realizado por un experto, de 
manera específica un psicólogo con posgrado en salud ocupacional con licencia vigente 
en salud ocupacional, conforme con la Resolución 2624 de 2008. 
 
Para aplicar los anteriores instrumentos es preciso el consentimiento informado de todos 
y cada uno de los servidores públicos. 
 
Respecto a la figura de consentimiento informado, esta se encuentra íntimamente 
relacionada  con el vínculo entre paciente y médico tratante en el campo de la medicina y 
a la autonomía en torno a la práctica de tratamientos médicos. 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado20 ha reiterado que: “(…) el consentimiento debe 
ser ilustrado, idóneo y concreto, previo, y que debe probarse. El derecho a la 
información, que tiene el paciente, es un desarrollo de su propia autonomía así como de 
la titularidad que ostenta de su derecho a la integridad, a su salud, y ante todo a su 
libertad para decidir en todo cuanto compete íntimamente a la plenitud de su 
personalidad. Por ello importa el conocimiento sobre las alternativas de tratamiento y de 
todas las posibles complicaciones que implique el procedimiento o terapéutica al cual va 
a ser sometido. La decisión que tome el paciente es en principio personal e individual. En 
ese orden de ideas, la información debe ser adecuada, clara, completa y explicada al 
paciente; y constituye un derecho esencial para poner en ejercicio su libertad; de lo 
contrario, ante una información falsa, errónea o incompleta se estará frente a una 
vulneración de la libertad de decisión del paciente. Se tiene entonces que el 
consentimiento, para someterse a una intervención médico-quirúrgica debe ser expreso, 
y aconsejable que se documente, y que siempre se consigne su obtención en la historia 
clínica, debe provenir en principio del paciente, salvo las excepciones consagradas en la 
ley y atendidas las particulares circunstancias fácticas que indicarán al Juez sobre la 
                                               
 
20
 CONSEJO DE ESTADO Sala de lo Contencioso Administrativo Seccion Tercera. Consejera ponente: Myriam Guerrero 
de Escobar Bogotá, D.C., once (11) de febrero de dos mil nueve (2009) Radicación número: 54001-23-31-000-1993-
08025-01(14726). 
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aplicación del principio. El consentimiento idóneo se presenta cuando el paciente acepta 
o rehúsa el procedimiento recomendado luego de tener una información completa acerca 
de todas las alternativas y los posibles riesgos que implique dicha acción y con 
posterioridad a este ejercicio tomar la decisión que crea más conveniente.” 
 
Así las cosas, la definición de consentimiento informado en inicio se circunscribe al 
ámbito médico, la Corte Constitucional ha expresado que: “Reiterada jurisprudencia de 
esta Corporación ha señalado que en virtud del principio de autonomía individual, todo 
paciente debe prestar su consentimiento para adelantar cualquier procedimiento médico, 
hospitalario o quirúrgico que requiera el tratamiento de un estado patológico.21” 
 
De igual manera, los artículos 1 y 15 de la Ley 23 de 1981, Código de Ética Médica, 
señalan que “(...) el médico debe considerar y estudiar al paciente, como persona que es, 
en relación con su entorno, con el fin de diagnosticar la enfermedad y sus características 
individuales y ambientales, y adoptar las medidas curativas y de rehabilitación 
correspondientes (...). De modo que: “(...) Pedirá su consentimiento para aplicar los 
tratamientos médicos y quirúrgicos que considere indispensables y que puedan afectarlo 
física o psíquicamente, salvo en los casos en que ello no fuere posible, y le explicará al 
paciente o a sus responsables de tales consecuencias anticipadamente” 
 
Así las cosas, en constancia de la información que el profesional de la salud debe 
proporcionar a cada uno de los empleados públicos, se suscribe un documento 
denominado consentimiento informado, que permite evidenciar su participación 
voluntaria en al estudio, observando siempre el derecho a la intimidad. 
 
En cuanto a la utilización de los instrumentos de la Batería, su manejo se ha masificado 
en las prácticas de los profesionales de las Administradoras de Riesgos Laborales ARL’s; 
así las cosas en las sesiones de concertación22, participaron administradoras de riesgos 
como: La Equidad, Alfa, Liberty, Colpatria, Bolívar, Colmena, Sura y Positiva, entre otras; 
                                               
 
21
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-900 de 2011 de la Corte Constitucional 
22
 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA –  MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL Y ANA MARÍA 
GUTIÉRREZ STRAUSS, Guía técnica para el análisis de exposición a factores de riesgo 
ocupacional en el proceso de evaluación para la calificación de origen de la enfermedad 
profesional, Informe Final. Bogotá. ED. 2011. 
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las cuáles a través de sus psicólogos expertos en salud ocupacional viene aplicando 
dichas herramientas; sin embargo, es precisa su utilización por parte de las empresas 
tanto públicas como privadas, cuando menos en los resultados de la aplicación de las 
herramientas debido a la cualificación y especialización que deben tener los 
profesionales que realizan los análisis, lo anterior podría brindar herramientas muy 
valiosas a los Comités De Convivencia Laboral para realizar seguimiento a los casos 
de acoso laboral denunciados y de esta manera aportar a la resolución de los conflictos; 
ente colegiado que se revisará a continuación, debido a su importancia en la resolución y 
administración del conflicto en la etapa de conciliación. 
 
 Resolución 652 de 201223 Comité de Convivencia Laboral 
La conformación y funcionamiento del Comité de Convivencia Laboral en entidades 
públicas, se encuentra definido por la presente Resolución y determina, entre otros 
aspectos que la conformación del Comité de Convivencia laboral, deberá estar 
compuesto bipartitamente de acuerdo al número de empleados de la empresa ya sea 
privada o pública; e involucra a las Administradoras de Riesgos Laborales en unas labor 
de asesoría frente al desarrollo de las medidas preventivas y correctivas del acoso 
laboral.  
 
Los Comités de Convivencia, son una figura creada con el fin de dar trámite a una serie 
de quejas que se puedan presentar entre los sujetos activos o pasivos en una entidad 
pública o privada  
Dentro de la conformación, al Resolución especifica que los integrantes del Comité 
preferiblemente deben contar con competencias actitudinales y comportamentales, tales 
como: “(…) respeto, imparcialidad, tolerancia, serenidad, confidencialidad, reserva en el 
manejo de información y ética; así mismo, habilidades de comunicación asertiva, 
liderazgo y resolución de conflictos.” Sin embargo, no existe claridad sobre ¿quién o 
                                               
 
23
 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA – MINISTERIO DEL TRABAJO. Resolución 652 de 2012. Por la cual se establece 
la conformación y funcionamiento del Comité de Convivencia Laboral en entidades públicas y empresas privadas y se 
dictan otras disposiciones. 
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quiénes? pueden realizar la revisión de dichos requisitos y ¿con base en qué 
antecedentes?; porque en el caso que lo determine la ARL, recordemos que ésta es una 
contratista que asegura los riesgos de la empresa o entidad pública, la cual podría no ser 
tan objetiva como se pretende y en segundo lugar las calidades enunciadas podrían 
verse opacadas en el trabajador electo, por ejemplo por un llamado de atención o 
sanción que haya puesto el empleador con precedencia, y por lo tanto, la apreciación del 
patrono sobre las calidades y cualidades del trabajador podría convertirse en un 
elemento fundamental al momento de la escogencia del Comité de Convivencia Laboral 
lo que alteraría la presunta conformación bipartita que se pretende. 
 
Así pues, el empleador sea éste público o privado podría influir en la conformación del 
Comité, asegurando que los candidatos a elegir mediante voto secreto por los 
trabajadores o empleados públicos tengan las “calidades” esperadas, entorpeciendo la 
participación y posterior elección de líderes que representen a los trabajadores y 
verdaderamente ejerzan un contrapeso a la Alta Gerencia en el Comité de Convivencia 
Laboral, el cual dentro de sus funciones: recibe las quejas, las tramita y media entre las 
partes para la resolución de los conflictos, y al no concretarse una solución entre las 
partes, en el sector público, remite a la Procuraduría el caso para su conocimiento. 
 
Como se puede observar, el Comité de Convivencia Laboral en el ámbito público funge 
como mediador en posibles conflictos que se puedan presentar entre trabajadores y 
empleadores, lo cual puede propiciar herramienta para solución de conflictos en el 
trabajo siempre y cuando la conformación del mismo no se encuentre viciada por la 
incursión del empleador en la elección de los representantes de los trabajadores.   
 
De igual manera, dentro del ámbito de aplicación de la norma expedida en contra del 
acoso laboral y otros actos de hostigamiento, observamos que los sujetos activos de la 
relación contemplan entre otros a los superiores jerárquicos en una dependencia estatal 
y los empleados públicos que se desempeñen en una dependencia pública24. Lo anterior 
es indispensable para evidenciar los sujetos activo y pasivo en la conducta definida como 
                                               
 
24
 Ídem. Artículo sexto. 
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acoso laboral y observar en qué medida los procedimientos conciliatorio y sancionatorio 
amparan los derechos de los empleados públicos víctimas de la conducta. 
 
Así pues, una vez realizado un breve recuento normativo y jurisprudencial de la 
regulación ante los actos de hostigamiento o acoso laboral en Colombia, es preciso 
entrar en materia y analizar a la luz de la ley y la jurisprudencia los procedimientos objeto 
del presente trabajo final. 
 
 Procedimiento Conciliatorio25  
La Ley 1010 de 2006 ha denominado Medidas preventivas y correctivas, a los 
mecanismos de prevención de las conductas de acoso laboral que promueven el 
establecimiento de un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo26; 
procedimiento que inicia cuando el empleado público víctima del acoso laboral entabla 
una queja ante los Inspectores Municipales de Policía, los Personeros Municipales o la 
Defensoría del Pueblo, a la que debe adjuntar prueba sumaria de los actos que 
presuntamente constituyen acoso laboral; siendo responsabilidad de dichas autoridades 
instar a la entidad pública para que se inicie el procedimiento conciliatorio. 
 
La denuncia que realice el empleado público puede solicitar el traslado a otra 
dependencia de la misma entidad27; no obstante siempre debe agotarse el procedimiento 
conciliatorio.   
 
Sobre el particular, la doctora Bermúdez Sánchez28, aduce que las entidades estatales 
deben contar con mecanismos de prevención de las conductas de acoso laboral, en 
cumplimiento de lo establecido por el numeral 11 del artículo 9 de la Ley 1010 de 2006, 
                                               
 
25
 La conciliación es un mecanismo de resolución de conflictos a través del cual, dos o más personas gestionan por sí 
mismas la solución de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado, denominado conciliador. Artículo 64 
de la Ley 446 de 1998. 
26
 Ídem. Artículo noveno. 
27
 Ídem. Artículo noveno. 
28
 BERMÚDEZ Sánchez  Nataly. artículo “Apuntes sobre el régimen disciplinario de la ley de acoso laboral”, publicado en 
el Libro Lecciones de Derecho Disciplinario, Volumen 6, editado por el Instituto de Estudios del Ministerio Público, página 
65 y siguientes. 
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consistente en un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo para 
superar las discrepancias que ocurran en el lugar de trabajo.  
 
Procedimiento que en la Universidad Nacional de Colombia se encuentra a cargo del 
Comité de Convivencia Laboral del Nivel Nacional y los Comités de Convivencia de las 
Sedes, de conformidad con la Resolución de Rectoría 1010 de 2013 "Por la cual se 
unifican los criterios normativos y procedimentales internos, y se implementan los 
mecanismos de prevención y corrección de las conductas que constituyen acoso laboral 
para la Universidad Nacional de Colombia", modificada por las Resoluciones de Rectoría 
1134 y 1364 de 2013. 
 
De acuerdo a lo anterior frente a faltas que contemplan un presunto acoso laboral, es 
preciso agotar un procedimiento conciliatorio previo al procedimiento disciplinario y 
sancionatorio; entendiéndose que la omisión del procedimiento conciliatorio implica en 
alguna medida tolerancia de la conducta, como lo considera  la Ley 1010 de 2006 en el 
parágrafo segundo del artículo noveno. 
 
Ahora bien, respecto al procedimiento conciliatorio, el artículo 15 de la mencionada 
Resolución de Rectoría 1010 de 2013, establece la competencia en un órgano 
colegiado29, para atender y tramitar las quejas presentadas por los empleados públicos 
que describan conductas que puedan entenderse como acoso laboral, examinar la queja 
y proceder a realizar reuniones entre las partes involucradas, con la finalidad de buscar 
una solución efectiva; cada Sede de la Universidad tiene un Comité de Convivencia 
Laboral, con la finalidad de garantizar el principio de inmediación30. Dichos Comités 
estarán compuestos por el Director de Bienestar Nacional o de la respectiva Sede, el 
Director Nacional de Talento Humano o quien haga sus veces en las Sedes, un Docente 
elegido por votación en el Comité de Representantes Profesorales y un representante de 
los empleados públicos administrativos. 
                                               
 
29
 Comités de Convivencia Laboral. 
30
 El artículo 23 de la Ley 712 de 2001, establece que el principio de inmediación exige la presencia del juez en la práctica 
de las pruebas y durante el proceso debe haber una constante interacción entre el juez y las partes; aunque dicha norma 
es exclusiva del derecho sustantivo del Trabajo y en la presente investigación nos encontramos ante las conductas de 
acosos laboral de Empleados públicos con una relación legal y reglamentaria, es preciso observar la noción del principio 
para evidenciar la garantía que pretende la Universidad al crear comités en cada una de la Sedes. 
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Así las cosas, con la finalidad de garantizar la constante interacción entre las partes y el 
órgano colegiado que conoce de las presuntas circunstancias de acoso laboral, el 
artículo doce de la Resolución de Rectoría 1010 de 2013 ha previsto una  reunión de 
mediación, con la finalidad de escuchar a las partes y examinar los argumentos del 
quejoso y del sujeto que podría estar incurriendo en una conducta que pueda constituir 
acoso laboral, con el objeto de originar acuerdos entre las partes.  
 
Como puede observase la Universidad Nacional de Colombia no contempla la totalidad 
de los aspectos ordenados por el Ministerio de Trabajo en las Resoluciones 652 y 1356 
de 2012, debido a que los miembros de los Comités de Convivencia Laboral son en su 
mayoría docentes o delegados del empleador, como es el caso del Director del 
Bienestar31 quién es un delegado directo del Rector de la Universidad Nacional de 
Colombia (representante legal), el Director Nacional de Talento Humano o quien haga 
sus veces en las Sedes, quienes dependen directamente de la Vicerrectoría General de 
conformidad con el capítulo VI del Acuerdo 044 de 2012 "Por el cual se establece la 
estructura interna académico administrativa del Nivel Nacional" y a su vez del Rector,  
 
Adicionalmente, el delegado del Comité de Representantes Profesorales, en inicio podría 
indicar que conforma el Comité de Convivencia Laboral en su calidad de empleado 
público, sin embargo, al revisar el artículo 69 del Acuerdo 11 de 2005 del Consejo 
Superior Universitario de la Universidad Nacional de Colombia, observamos que  los 
Comités de representantes profesorales están integrados por: “(…) los representantes 
profesorales ante el Consejo Superior Universitario, el Consejo Académico, los Consejos 
de Sede, los Consejos de Facultad, de Institutos de Investigación y Centros de Sede, de 
la Junta Nacional de Unisalud, del Consejo de Bienestar Universitario y del Comité de 
Puntaje, y será presidido por el representante profesoral ante el Consejo Superior 
Universitario.” 
                                               
 
31
 El artículo 59 del Acuerdo 11 de 2005 del Consejo Superior Universitario, establece que el Director de Bienestar 
Universitario será un funcionario de libre nombramiento y remoción del Rector. 
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Lo referido evidencia que el Comité de Representantes Profesorales está compuesto por 
los órganos colegiados de decisión de la Universidad, lo que supone que dicho 
representante también se puede considerar como un delegado del empleador, máxime 
cuando es función del Comité de Representantes Profesorales proponer y conceptuar, 
ante el Consejo Superior Universitario y el Consejo Académico, sobre las reformas de los 
estatutos y otros asuntos de importancia para la Universidad; lo anterior distancia a dicho 
representante de las bases de los empleados públicos docentes y de tajo rompe con la 
división bipartita que contemplan las Resoluciones 652 y 1352 de 2012 del Ministerio del 
Trabajo que determina: “(…) el Comité de Convivencia Laboral estará compuesto por un 
número igual de representantes del empleador y de los trabajadores.”, quedando 
únicamente el representante de los empleados públicos administrativos como actor válido 
de los trabajadores de la Universidad. 
 
De lo expuesto se evidencia que la reglamentación interna de la Universidad no atiende 
los requerimientos dados por el Ministerio, lo que evidencia que la regulación propia de 
las entidades públicas puede obviar los lineamientos del Ministerio de Trabajo y dejar en 
seria duda la protección que en principio quería generar la Ley 1010 de 2006. 
 
No obstante lo anterior, una vez agotadas las medidas preventivas y llevado a cabo el 
procedimiento conciliatorio, el cual se reitera, no brinda garantías al empleado público 
víctima de acoso laboral, por cuanto el Comité de Convivencia Laboral no tiene un 
carácter bipartito32 (debido a la normatividad interna de la Universidad); es dable acudir al 
procedimiento sancionatorio. No sin antes resaltar que dentro del procedimiento 
conciliatorio, es dable solicitar las garantías contra actitudes retaliatorias, consagradas en 
el artículo 11 de la Ley 1010 de 2006 y el artículo 41 de la Resolución de Rectoría 1010 
de 2013; las cual, con el objeto de evitar actos de represalia contra los quejosos o los 
posibles testigos; determina quitar el efecto de la posible declaratoria de insubsistencia 
del empleado público que denuncie ser víctima de conductas que puedan catalogarse 
como acoso laboral, dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de presentación 
de la queja. 
                                               
 
32
 Lo que puede ocasionar que el empleado público víctima de acoso laboral no tenga todas las herramientas para llegar a 
acuerdos con su contraparte en los casos que el responsable de la conducta sea un directivo de la Universidad. 
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Sin embargo dicha garantía tiene incorporada una condición en el siguiente sentido: “(…) 
siempre y cuando la autoridad administrativa, judicial o de control competente verifique la 
ocurrencia de los hechos puestos en conocimiento.” La referida excepción permite que el 
Comité de Convivencia Laboral a su criterio determine que los hechos no constituyen la 
utilización de los mecanismos de garantías ante actitudes retaliatorias por ende podría 
evidenciarse que la norma no permite una protección real al empleado público, el cual 
tampoco puede acudir al juez laboral, pues este es competente únicamente de los casos 
en los cuales la víctima es un trabajador oficial o privado; así las cosas, se evidencia otro 
factor que podría ocasionar desprotección a la víctima de acoso laboral. 
 
Con las anteriores falencias en el procedimiento conciliatorio es dable evidenciar falta de 
garantías para el empleado público víctima de acoso laboral al menos en este 
procedimiento, teniendo en cuenta que los terceros conciliadores por su relación directa 
con el empleador (administración pública) podrían dirigir el mecanismo alternativo de 
resolución de conflictos beneficiando al patrono al menos en los casos en los cuales el 
sujeto activo de acoso laboral es un empleado de dirección y confianza.33  
 
Así las cosas antes de evaluar la reglamentación legal del procedimiento sancionatorio 
es preciso revisar lo concerniente a la conciliación como mecanismo alternativo de 
resolución de conflictos y el papel del conciliador en la búsqueda de un arreglo entre las 
partes. 
 
En ese orden de ideas, el derogado artículo 73 de la Ley 23 de 199134, establecía 
respecto a los conciliadores que en todo caso debían ser: “(…) de reconocida 
                                               
 
33
 De conformidad con el artículo 32 del Código Sustantivo del trabajo los empleados de dirección y confianza actúan 
como representantes del patrono o empleador, y en tales condiciones, las actuaciones del estos trabajadores frente a los 
demás empleados, obligan al empleador. 
34
 Por medio de la cual se crean mecanismos para descongestionar los Despachos Judiciales, y se dictan otras 
disposiciones. 
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honorabilidad, calificado e imparcial, y su labor será la de dirigir libremente el trámite de 
la conciliación guiado por los principios de imparcialidad, equidad y justicia.” 
 
Por su parte la el artículo 100 de la Ley 446 de 199835, establece que los conciliadores 
están impedidos y son recusables por las mismas causales previstas en el Código de 
Procedimiento Civil y al revisar el artículo 150 de dicho Código, se observan como 
causales de recusación, entre otras que: el conciliador sea representante o apoderado 
del empleador, lo cual vulneraría los principios de transparencia e imparcialidad.  
 
Continuando con el análisis normativo de las calidades del conciliador, encontramos la 
Ley 640 de 2001 "Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan 
otras disposiciones",  establece en su artículo 13 la obligación de los centros de 
conciliación de someter a todos los conciliadores inscritos a un código de ética que 
garantice la transparencia e imparcialidad del servicio; en el mismo sentido, el artículo 24 
de la Ley 1564 de 201236, en el cual se regula el Ejercicio de funciones jurisdiccionales 
por autoridades administrativas, permite el ejercicio de dichas funciones: “(…)siempre y 
cuando la estructura y funcionamiento (…) garantice los procedimientos de imparcialidad 
e independencia en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales asignadas.37” 
 
De la anterior argumentación podemos evidenciar que el Comité de Convivencia Laboral 
de la Universidad Nacional de Colombia debido a su composición y en consecuencia falta 
de imparcialidad y objetividad, podría evidenciar una falta de garantías para el empleado 
público víctima de acoso laboral, observando al menos de manera formal el 
incumplimiento del artículo 34 de la Ley 734 de 200238, sobre los deberes de todo 
empleado público: 
 
“(…) 2. Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea 
encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o 
                                               
 
35
 Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas 
del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y 
expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y 
acceso a la justicia. 
36
 Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones. 
37
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-436 de 2013 
38
 Código Disciplinario Único. 
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perturbación injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del 
cargo o función. 
(…) 
6. Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación 
por razón del servicio.” 
 
El anterior artículo desarrolla lo previsto en el artículo 209 de la Constitución Política 
acerca del cumplimiento de la función administrativa; por lo tanto se evidencia la 
vulneración de un derecho fundamental que en principio no se avizoró, el derecho al 
debido proceso. 
 
La Corte Constitucional ha expresado que: “El debido proceso en materia administrativa 
implica entonces la garantía de los siguientes principios: (i)[del] principio de legalidad de 
la falta y de la sanción disciplinaria, (ii) del principio de publicidad, (iii) del derecho de 
defensa y especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba, (iv) 
del principio de la doble instancia, (v) de la presunción de inocencia, (vi) del principio de 
imparcialidad, (vii) el principio de non bis in idem, (viii) del principio de cosa juzgada y 
(ix) de la prohibición de la reformatio in pejus”39, al vulnerarse uno de estos principios  
 
En consonancia con lo anterior, la Universidad Nacional de Colombia al conformar un 
Comité de Convivencia Laboral, en el que sus miembros son en su gran mayoría 
designados por el empleador evidencia una falta de imparcialidad en el procedimiento 
conciliatorio previo40, el cual si bien es cierto es un mecanismo de autocomposición41, 
                                               
 
39
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-555 de 2001, ver también Sentencia C-762 de 2009, entre otras.  
40
 Insisto en los casos que el sujeto activo del acoso laboral es el empleador o uno de sus representantes y el sujeto 
pasivo es un empleado público sometido a subordinación y sin ninguna función de confianza y manejo. 
41
 Son las partes en conflicto y no un tercero, llámese juez o árbitro, quienes acuerdan o componen sus diferencias. Sobre 
la autocomposición y la conciliación como una forma de mediación, la sentencia C-1195 de 2001 señaló:  “En la 
autocomposición las partes pueden abordar la solución del conflicto, ya sea comunicándose e intercambiando propuestas 
directamente  y en este caso estamos ante una negociación , o bien con la intervención de un tercero neutral e imparcial 
que facilita y promueve el diálogo y la negociación entre ellas –y en ese evento nos encontramos ante la mediación, en 
cualquiera de sus modalidades . Si bien el término conciliación se emplea en varias legislaciones como sinónimo de 
mediación, en sentido estricto la conciliación es una forma particular de mediación en la que el tercero neutral e imparcial, 
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permite la intervención de un tercero que debe ser neutral -conciliador- el cual tiene, a su 
vez, la potestad de proponer fórmulas de acuerdo, da fe de la decisión entre las partes y 
las aprueba, lo que afectaría negativamente el resultado del procedimiento en detrimento 
de los derechos del empleado público víctima de acoso laboral, impidiendo el ejercicio de 
su derecho al debido proceso y como consecuencia del mismo el acudir a un 
procedimiento administrativo que debiera garantizar la materialización del derecho a 
disfrutar de un ambiente de trabajo sano que permitiera desarrollar sus deberes 
funcionales y su realización personal a través del trabajo. 
 
De igual manera, debe recordarse que aunque la regulación del procedimiento 
conciliatorio sea de carácter interno, no significa que pueda existir una libertad total en 
cuanto a la creación, composición y funciones de los Comités de Convivencia Laboral por 
parte de las entidades públicas; debido a que dichos comités deben estar sujetos al 
debido proceso y las normas marco de las conciliaciones en materia administrativa 
enunciadas con precedencia, así como los principios de la función pública. 
 
No obstante lo anterior, en los casos que el empleado público no llegare a ningún 
acuerdo y el conflicto no encontrare solución, es factible acudir al Ministerio Público quién 
como operador disciplinario y en virtud del poder preferente de que trata el artículo 3 de 
la Ley 734 de 2002 inicie la indagación preliminar o investigación disciplinaria según sea 
el caso, evento que se desarrollará en el siguiente numeral sobre el procedimiento 
sancionatorio. 
 
 Procedimiento Sancionatorio. 
El procedimiento sancionatorio a revisar en el presente estudio, se circunscribe 
únicamente al aplicable a los empleados públicos (en la relación vertical Jefe vs 
subalterno empleado público), en ese sentido, de conformidad con el artículo trece de la 
Ley 1010 de 2006 corresponderá al Ministerio Público conocer de los casos de acoso 
laboral para el caso descendente, situación que se aclarará en el numeral subsiguiente; 
así las cosas, se realizará una revisión de cada una de las etapas y sujetos del 
                                                                                                                                              
 
además de facilitar la comunicación y la negociación entre las partes, puede proponer fórmulas de solución que las partes 
pueden o no aceptar según sea su voluntad”. El acuerdo al que pueden llegar las partes debe ser vertido en un documento 
que por imperio de la ley hace tránsito a cosa juzgada y, por ende, obligatorio para éstas.”   
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procedimiento sancionatorio que prevé la norma sobre acoso laboral en relación directa 
con la Ley 734 de 2002 o Código Único Disciplinario  CDU. 
 
 Competencia. 
Como ya se mencionó en acápites precedentes la competencia para adelantar la acción 
disciplinaria por acoso laboral es exclusiva de los órganos de control -Procuraduría 
General de la Nación42, sin embargo es preciso reiterar que antes que el ente de control 
asuma el conocimiento de la acción, ha dicho la Procuraduría Auxiliar para Asuntos 
Disciplinarios, en respuesta a la consulta C-134 del 30 de julio de 2008 que: (…)según se 
deduce de lo establecido en el artículo 9.°, numerales 1.° y 2.°, y parágrafo 2.°, de la Ley 
1010 de 2006, es indispensable agotar el procedimiento interno, confidencial, 
conciliatorio y efectivo instituido por las entidades públicas en el reglamento de trabajo, a 
fin de superar, de manera preventiva y correctiva, las conductas de acoso laboral que 
ocurran en el lugar de trabajo, puesto que «la omisión en la adopción de medidas 
preventivas y correctivas de la situación de acoso laboral por parte del empleador 
o jefes superiores de la administración, se entenderá como tolerancia de la misma» 
(artículo 9.°, parágrafo 2.°).” 
 
En gracia de lo expuesto, es claro que el Ministerio Público es competente para conocer 
de la acción disciplinaria por conductas relacionadas con el acoso laboral, no obstante, 
es preciso dar aplicación al artículo 9° de la Ley 1010 de 2006, adelantando un 
procedimiento preventivo, que para el caso específico de la Universidad Nacional está 
comprendido en la Resolución de Rectoría 1010 de 2013 modificada por las 
Resoluciones de Rectoría 1134 y 1364 de 2013; para con posterioridad, como ya se dijo, 
si no existe un acuerdo entre las partes proceder a iniciar la acción disciplinaria. 
 
                                               
 
42
 El artículo 12 de la Ley 1010 de 2006 se refiere al Ministerio Público como ente de control (artículo 117 de la 
Constitución Política). 
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Sobre el particular, la doctora Nataly Bermúdez Sánchez43, en el artículo “Apuntes sobre 
el régimen disciplinario de la Ley de acoso laboral”, publicado en el Libro Lecciones de 
Derecho Disciplinario, Volumen 6, editado por el Instituto de Estudios del Ministerio 
Público, página 65 y siguientes,  expuso: 
 
“En efecto, en cumplimiento de lo establecido por el numeral 11 del artículo 9 de la Ley 
1010 de 2006, las entidades estatales deben contar con mecanismos de prevención de 
las conductas de acoso laboral y un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y 
efectivo para superar las que ocurran en el lugar de trabajo.  De suerte que, serán los 
Comités de Convivencia Laboral o su equivalente los llamados a realizar este 
procedimiento preventivo interno para superar las situaciones de acoso laboral, antes de 
que tenga lugar el ejercicio de la acción disciplinaria. 
 
En este sentido, las faltas relacionadas con acoso laboral son las únicas en las que antes 
de iniciarse el procedimiento disciplinario y sancionatorio debe agotarse necesaria y 
obligatoriamente, en todos los casos, el procedimiento preventivo de que trata el artículo 
9° de la Ley 1010 de 2006.”          
 
Una vez agotado el procedimiento conciliatorio y verificado por parte del Ministerio 
Público la imposibilidad de arreglo, el ente disciplinario, con base en el material 
probatorio arrimado a la indagación preliminar o investigación disciplinaria, debe efectuar 
un análisis que permita evidenciar si se encuentra frente a una posible falta gravísima 
atribuible a un empleado público, que con sus conductas se enmarca dentro del 
denominado acoso laboral (maltrato laboral, persecución laboral, discriminación laboral, 
inequidad laboral, desprotección laboral), o si por el contrario las conductas no fueron 
reiterativas y públicas, y no se encasillan en esta modalidad, sino en las actuaciones 
puntualizadas en los artículos 34, numeral 6 y 35, numeral 6 de la Ley 734 de 2002.  
 
No obstante lo anterior, existe la posibilidad que el empleado público víctima ya no se 
encuentre vinculado con la entidad pública donde se presentó el presunto acoso laboral, 
por lo tanto no es necesario el procedimiento conciliatorio previo, el cual, como lo 
                                               
 
43
 Asesora Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública. 
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establece la Ley 1010 de 2006 busca propiciar o restablecer un ambiente de trabajo sano 
que permita el desarrollo de las funciones y deberes de los empleados públicos. 
 
En ese entendido, si alguna de las partes en el conflicto, ya no desempeñan sus cargos 
en la entidad pública no es necesario el trámite del procedimiento conciliatorio, por lo 
tanto, es posible enviar la queja al Ministerio Público directamente. 
 
Como se puede observar, para el caso de los empleados públicos, el artículo 10 de la 
Ley 1010 de 2006 determina un tratamiento sancionatorio con falta disciplinaria gravísima 
en el Código Disciplinario Único, cuando su autor sea un empleado público, siendo de 
competencia del Ministerio Público conocer del caso cuando la víctima del acoso laboral 
sea un empleado público44. 
 
Ahora bien, en los casos que no existe acuerdo entre las partes en el proceso 
conciliatorio y se continúe con el procedimiento sancionatorio, no existe garantía del 
inicio del proceso o la investigación disciplinaria, debido a que, el agente disciplinario 
tiene la posibilidad de evaluar la queja presentada por el empleado público víctima de 
acoso laboral y ante argumentos que a juicio del operador disciplinario sean 
presuntamente genéricos y a su criterio vagos o ambiguos, el funcionario disciplinario de 
plano se puede inhibir de iniciar actuación alguna, de acuerdo con el parágrafo 1 del 
artículo 150 de la Ley 734 de 2002 o Código Disciplinario Único CDU. 
 
Lo anterior en virtud a la noción de "numerus apertus" adoptada por el legislador para el 
régimen sancionatorio disciplinario; teniendo en cuenta que la Ley disciplinaria busca que 
los empleados públicos cumplan con sus deberes funcionales, así las cosas, las 
conductas disciplinables se valoran en tipos abiertos que permiten un gran nivel de 
evaluación y tasación a cargo del investigador disciplinario. Por dicha circunstancia, el 
sistema de “numerus apertus” permite que el fallador sea quien establezca a su criterio 
                                               
 
44
 Conforme con el Artículo 12 de la ley 1010 de 2006. 
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los tipos disciplinarios que pueden referirse, sin tener la posibilidad de analizar el bien 
jurídico que se pretende tutelar, el cual siempre es la administración, pudiendo 
únicamente verificar la prohibición en la cual incurrió el sujeto activo de acoso laboral. 
 
Al respecto ha dicho la Corte constitucional, que: “(…) el investigador disciplinario 
dispone de un campo amplio para determinar si la conducta investigada se subsume o no 
en los supuestos de hecho de los tipos legales correspondientes, y si fue cometida con 
dolo o con culpa, es decir, en forma consciente y voluntaria o con violación de un deber 
de cuidado, lo mismo que su mayor o menor grado de gravedad, con base en los criterios 
señalados en el Art. 43 de la misma ley, (…)” 45. 
 
 Bien jurídico a proteger. 
Es pertinente resaltar que el régimen disciplinario busca proteger un bien jurídico claro, la 
correcta ejecución del deber funcional del empleado público o el cumplimiento de los 
fines y funciones del Estado -que es por lo que propende la Ley disciplinaria, el artículo  
5° del CDU establece la concepción de “Ilicitud sustancial46”, determinando que la falta 
que cometa el empleado público, será antijurídica cuando “(…) afecte el deber funcional 
sin justificación alguna.”, así las cosas, el procedimiento sancionatorio descrito en la Ley 
1010 de 2006 y remitido al Ministerio Público en los casos de empleados públicos que 
cometen la conducta de acoso laboral en el marco del CDU, podríamos decir de manera 
preliminar que no busca directamente proteger el bien jurídico a amparar, es decir el 
derecho al empleado público víctima, a su dignidad humana y a un ambiente de trabajo 
sano, así como a su desarrollo humano, sino la protección del deber funcional. 
 
Lo anterior no es óbice para no observar las características en las cuales se configura el 
acoso laboral a criterio del Ministerio Público en el trámite del procedimiento disciplinario; 
en ese sentido, la Corte Constitucional, en la sentencia T-886 de 2006, sostiene que: “ 
(…) este tipo de acoso laboral o "mobbing", o "bullying", debe ser ejercido en forma 
                                               
 
45
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-155 de 2002. M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
46
 En las Sentencia C-373/02 M.P. Jaime Córdoba Triviño. S.P.V. de los Magistrados Rodrigo Escobar Gil y Eduardo 
Montealegre Lynett, así como en la SENTENCIA C-948/02, se establece que: “No es posible tipificar faltas disciplinarias 
que remitan a conductas que cuestionan la actuación del empleado público haciendo abstracción de los deberes 
funcionales que le incumben como tampoco es posible consagrar cláusulas de responsabilidad disciplinaria que permitan 
la imputación de faltas desprovistas del contenido sustancial de toda falta disciplinaria.” 
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sistemática y recurrente (como media, una vez por semana) y durante un tiempo 
prolongado (como media unos seis meses) en el lugar de trabajo, con la finalidad de 
acabar con la reputación del empleado, perturbar el ejercicio de sus labores y lograr que 
finalmente esa persona acabe abandonando el lugar de trabajo.” 
 
De acuerdo con lo anterior y observando la Ley 1010 de 2006, las conductas que pueden 
considerarse como acoso laboral establece la Sala Disciplinaria de la Procuraduría 
General de la Nación absolviendo recurso de apelación el veinticuatro (24) de septiembre 
de dos mil nueve (2009), en el proceso disciplinario 61-4245 (020-173651-08), son, entre 
otros: “(…) ataques verbales, insultos, ridiculización, críticas injustificadas, 
desacreditación profesional, amenazas constantes de despido, sobrecarga de trabajo, 
aislamiento social, falsos rumores, no tener en cuenta problemas ,físicos o de salud del 
trabajador y las agresiones físicas, (…)”. 
 
Dicha práctica se pueden catalogar como actos de violencia psicológica, que en 
ocasiones pueden ser físicos, los cuales buscan afectar la reputación profesional o 
autoestima del empleado público, pudiéndose ocasionar problemas de salud y 
enfermedades profesionales, tales como el “estrés laboral”, y que en algunos eventos 
inducen a la renuncia.  
 
No obstante, con el procedimiento sancionatorio no se está protegiendo el derecho de los 
empleados públicos a un ambiente de trabajo sano o a su buen nombre, o a la garantía 
de realizarse profesionalmente a través del trabajo; sino que, el cimiento de la imputación 
en el derecho disciplinario, se materializa a través la infracción de los deberes 
funcionales del empleado público, la Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia 
Administrativa47 ha dicho que: “La condición de empleado público implica una serie de 
obligaciones, deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de 
intereses, que se deben hacer valer en todo momento, para poder lograr los propósitos 
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fundamentales del Estado, plasmados en especial en el artículo 2º de la Constitución 
Política, aun cuando se pueden encontrar estatuidos a lo largo de todo su articulado, 
cuales son servir a la comunidad, velar por el logro de los altos cometidos del Estado, y 
hacer prevalecer los intereses generales por encima de los particulares o los de 
determinados sectores o grupos.” 
 
En ese sentido, el procedimiento disciplinario busca garantizar que las funciones y los 
servicios públicos se presten de manera adecuada, eficiente, imparcial, y objetiva; por lo 
que el comportamiento de los empleados públicos ocupa un lugar importante en la 
relación entre la administración y sus empleados públicos, lo que se ha denominado una 
“relación especial de sujeción”, la cual en caso de no observarse puede ser motivo de 
sanción. 
 
La Corte Constitucional, respecto a la relación entre los empleados públicos y el Estado, 
así como la función del procedimiento disciplinario ha expresado lo siguiente48: “Este 
derecho ha sido entendido como una vertiente, modalidad o especie del  derecho 
administrativo sancionador, tiene su fundamento en la relación especial de sujeción 
que existe entre el empleado público y el Estado o del particular que ejerce 
materialmente función administrativa, relación que permite la imposición de deberes, 
prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidad que buscan hacer que el Estado cumpla en 
forma adecuada las funciones asignadas por la Constitución y la ley. Es por ello que la 
jurisprudencia constitucional reiteradamente ha sostenido que este derecho se constituye 
en un elemento básico de la organización estatal y la realización efectiva de los fines 
esenciales del Estado Social de Derecho.”    
  
De conformidad con lo anterior, la finalidad de la sanción es “la infracción al deber 
funcional”, insiste la Corte Constitucional49 que el derecho disciplinario busca: “i) que la 
función pública se cumpla en los términos exigidos por la Constitución y la ley y ii) 
corregir y encauzar la conducta de quienes ejercen esa actividad para que el Estado 
cumpla de manera eficiente y eficaz los fines enumerados en el artículo 2 de la 
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Constitución. En consecuencia, la infracción del deber funcional debe generar o poner en 
peligro la función pública, es por ello que el artículo 5 del actual Código Disciplinario, Ley 
734 de 2002, exige entre sus principios la ilicitud sustancial de la falta que, en términos 
de la jurisprudencia constitucional, no es más que  atentar contra el buen funcionamiento 
del Estado y el desconocimiento de sus fines hecho que se materializa cuando se 
incumplen u omiten las funciones asignadas en la Constitución, la ley, los reglamentos y 
los manuales de funcionamiento.”   
 
En definitiva el amparo de los derechos fundamentales del empleado público víctima de 
acoso laboral se desplaza ante la protección principal del deber funcional y de la misma 
administración quedando en vilo el resarcimiento de las prerrogativas constitucionales de 
la víctima. 
 
 Sujetos procesales. 
El carácter de sujeto procesal es una situación que debe acreditar el empleado público 
víctima de acoso laboral, inclusive, si es posible dentro del procedimiento conciliatorio o 
bien dentro del procedimiento disciplinario, recordando que el artículo 17 de la Ley 1010 
de 2006 determina que: “(…) Podrán intervenir en la actuación disciplinaria que se 
adelante por acoso laboral, el investigado y su defensor, el sujeto pasivo o su 
representante,”, es decir el empleado público víctima de acoso laboral es un verdadero 
sujeto procesal; consideración que refuerza la Corte Constitucional50 al expresar que: 
“(…) por regla general no existen víctimas o perjudicados con una falta disciplinaria, salvo 
que la misma implique violaciones de los derechos humanos o del derecho internacional 
humanitario caso en el cual las víctimas o perjudicados, en reconocimiento de sus 
derechos a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, están legitimados para 
intervenir en el proceso disciplinario en calidad de sujetos procesales y, en consecuencia, 
para ejercer todas las facultades inherentes a ellos, por lo cual la imposibilidad que 
puedan solicitar la revocatoria del fallo absolutorio, o de la decisión de archivo de la 
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actuación que tiene efectos equivalente, o que tal revocatoria sea declarada de oficio, 
son decisiones legislativas irrazonables.” 
 
En ese orden de ideas, el artículo  89 del CDU que enuncia como sujetos procesales en 
la actuación disciplinaria al investigado y su defensor únicamente y el parágrafo artículo 
90 de la Ley 734 de 200251 que limita las actuaciones del quejoso, se puede decir que 
han sufrido una modificación tácita en los casos de investigaciones disciplinarias por 
acoso laboral, debido a que ya no puede restringirse la participación del quejoso en el 
proceso, y por el contrario tiene todas las facultades procesales del artículo 90 de CDU; 
lo contrario desdibujaría la pretendida protección que la Ley 1010 de 2006 buscaba 
respecto del empleado público víctima y nuevamente sus derechos fundamentales 
quedarían desprotegidos; teniendo en cuenta la gran dificultad probatoria que encierra el  
procedimiento disciplinario por acoso laboral, de lo cual se hablará más adelante; con la 
cortapisa adicional que encierra el artículo 14 de la Ley 1010 de 2006 el cual permite a 
juicio del Ministerio Público, imponer a quien la formuló la queja una sanción de multa 
entre medio y tres salarios mínimos legales mensuales, en los eventos que a criterio del 
operador disciplinario la queja de acoso laboral carezca de todo fundamento fáctico o 
razonable, situación que evita parcialmente al empleado público víctima de acoso laboral 
la protección real de sus derechos fundamentales. 
 
En ese sentido, brindar la connotación de sujeto procesal dentro del procedimiento 
disciplinario únicamente al empleado público acosador, dificultaría la posibilidad que el 
quejoso tuviera la posibilidad de adquirir y ejercer los derechos consignados en el artículo 
92 de la Ley 734 de 2002 como garantía en el proceso que se le surte, entre los cuales 
se encuentran:  
 
“1. Acceder a la investigación., 2. Designar defensor., 3. Ser oído en versión libre, en 
cualquier etapa de la actuación, hasta antes del fallo de primera instancia., 4. Solicitar o 
aportar pruebas y controvertirlas, e intervenir en su práctica., 5. Rendir descargos., 6. 
Impugnar y sustentar las decisiones cuando hubiere lugar a ello., 7. Obtener copias de la 
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 Parágrafo. La intervención del quejoso se limita únicamente a presentar y ampliar la queja bajo la gravedad del 
juramento, a aportar las pruebas que tenga en su poder y a recurrir la decisión de archivo y el fallo absolutorio. Para estos 
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actuación., 8. Presentar alegatos de conclusión antes del fallo de primera o única 
instancia”; en ese sentido es preciso garantizar la participación activa del empleado 
público víctima de acoso laboral como sujeto procesal, dentro del procedimiento 
sancionatorio con la finalidad de garantizar de alguna manera sus derechos, así el bien a 
tutelar en dicho procedimiento como se dijo anteriormente se reduzca únicamente a 
salvaguardar el deber funcional y la administración pública dejando de una lado los 
derechos fundamentales del quejoso. 
 
No obstante, el Ministerio Público ha determinado que el quejoso no es sujeto procesal 
otorgando algunas herramientas para actuar dentro del proceso pero no con plena 
libertad, al respecto ha manifestado la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la 
Nación52 lo siguiente: 
 
“El legislador disciplinario, en el parágrafo del artículo 90 del C.U.D. de manera 
excepcional brinda una herramienta jurídico procesal al quejoso, quien no es sujeto 
procesal, consistente en la facultad de impugnar la providencia de archivo o absolución 
adoptada por el A quo; sin embargo, el ejercicio de este derecho, garantizado por la 
Constitución y la Ley, tiene como exigencia para el impugnante cumplir con requisitos 
mínimos de oportunidad y sustentación del mismo, que no es cosa distinta a exponer las 
razones y argumentos que llevan al quejoso a separarse de la decisión recurrida, siendo 
estos los temas objeto de revisión por parte de la segunda instancia.”  
 
La anterior determinación del Ministerio Público limita aún más la posibilidad de 
garantizar la protección de los derechos fundamentales del empleado público víctima de 
acoso laboral; y por lo tanto no queda clara la posibilidad de interponer recursos 
(reposición apelación y queja53), nulidades (artículo 143 y ss., del CDU), así como la 
posibilidad de revocar el fallo sancionatorio ante lo contencioso administrativo, debido a 
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 Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación. Noviembre  veinticinco  (25)  de dos mil diez  (2010). 
Procuradora Delegada Ponente Margarita Eleonor Cabello. 
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 Artículo 110 y ss., del CDU. 
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que de conformidad con el artículo 123 del CDU únicamente podrán revocarlo el 
sancionado o el Ministerio Público. 
 
 Caducidad.  
Respecto a la caducidad de las acciones derivadas del acoso laboral, el artículo 18 de la 
Ley 1010 de 2006 establece un término de caducidad de seis (6) meses después de la 
fecha en que haya ocurrido la conducta, sin embargo no se determina una suspensión a 
la caducidad desde la fecha en la cual la administración tiene conocimiento del hecho 
que generó la conducta o la queja presentada y el término de inicio para el procedimiento 
conciliatorio, su finalización y el momento en el cual finalmente tiene conocimiento el 
Ministerio Público, situación que deja en indefensión al empleado público víctima de 
acoso laboral. 
 
Al respecto el Ministerio Público ha dicho que54: “La acción disciplinaria sobre las 
conductas de acoso laboral, al igual que la mayoría de las conductas reprochables 
disciplinariamente tiene un término de prescripción de cinco años.”, sin embargo, el 
concepto enunciado por la Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios se rinde en 
dicha calidad y por lo tanto sólo constituye un criterio auxiliar de interpretación, de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 230 de la Constitución Política, 5° de la Ley 153 
de 1887 y la Ley 1437 de 2011. 
 
 Valoración probatoria. 
Respecto al aspecto probatorio en el procedimiento sancionatorio, éste no difiere mucho 
del procedimiento disciplinario ordinario que lleva a cabo el Ministerio Público, al respecto 
la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación en fallo del doce (12) de 
noviembre de dos mil diez (2010)55, expresa que la valoración probatorio en 
procedimientos disciplinarios se debe realizar observando la sana crítica56, es decir, de 
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 Oficio C-121 de 2010 del Procurador Auxiliar para Asuntos Disciplinarios. 
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 Procurador Delegado Ponente Rafael Quintero Milanés 
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 Artículo 141 del CDU. Apreciación integral de las pruebas. Las pruebas deberán apreciarse conjuntamente, de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica, igual tratamiento tienen los indicios de conformidad con el artículo 130 del citado 
ordenamiento. El artículo 187 del Código de Procedimiento Civil indica: “Apreciación de las pruebas. Las pruebas 
deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades 
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carácter integral y no individualizado, realizando una valoración contextual de las pruebas 
que permita al operador disciplinario la verdad real, investigando con igual rigor “(…) los 
hechos y circunstancias que demuestren la existencia de la falta disciplinaria y la 
responsabilidad del investigado, y los que tiendan a demostrar su inexistencia o lo 
eximan de responsabilidad. Para tal efecto, el funcionario podrá decretar pruebas de 
oficio.”57 
 
Respecto al principio de sana crítica la Corte Constitucional58 ha dicho:  
 
“Las reglas de la sana crítica son ante todo, las reglas del correcto entendimiento 
humano. En ella interfieren las reglas de la lógica, con las reglas de la experiencia del 
juez. Unas y otras contribuyen de igual manera a que el magistrado pueda analizar la 
prueba (ya sea de testigos peritos, de inspección judicial, de confesión, en que no es lisa 
y llana) con arreglo a la sana razón y a un conocimiento experimental de las cosas. El 
juez que debe decidir con arreglo a la sana crítica, no es libre de razonar a voluntad, 
discrecionalmente, arbitrariamente. Esta manera de actuar no sería sana crítica, sino 
libre convicción. La sana crítica es  la unión de la lógica y de la experiencia, sin excesivas 
abstracciones de orden intelectual, pero también sin olvidar esos preceptos que los 
filósofos llaman higiene mental, tendientes a asegurar el más certero y eficaz 
razonamiento.” 
 
Así las cosas, el operador disciplinario ostenta la libertad en la formación de su criterio 
realizando un análisis de las pruebas de manera conjunta, lo que le llevara a determinar 
si hubo o no una afectación del deber funcional por parte del empleado público que 
posiblemente ejecutó la conducta de acoso laboral, estando la carga de la prueba en 
cabeza del Estado y pudiendo valorar aquellas legalmente producidas y aportadas al 
proceso por petición de cualquier sujeto procesal. 
                                                                                                                                              
 
prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos. El juez expondrá siempre razonadamente el 
mérito que le asigne a cada prueba.” 
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 Artículo  129 del CDU sobre Imparcialidad del funcionario en la búsqueda de la prueba.  
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 CORTE CONSTITUCIONAL. en sentencia C-222 de 1998, M.P. Fabio Morón Díaz. 
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Adicionalmente, son medios de prueba la confesión, el testimonio, la peritación, la 
inspección o visita especial, y los documentos59.  
 
Ahora bien con la apreciación integral de las pruebas se busca demostrar o no la 
existencia de una falta disciplinaria, que de conformidad con el artículo 23 del CDU, 
obedece al incumplimiento de los deberes, la extralimitación en el ejercicio de funciones y 
derechos y la violación del régimen de prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades y 
conflicto de intereses sin justificación, la cual será antijurídica cuando afecte el deber 
funcional (ilicitud sustancial). 
 
No obstante lo anterior, aunque formalmente es factible aportar pruebas al proceso por 
parte del quejoso (en el caso que éste sea reconocido como sujeto procesal), el material 
probatorio que puede recaudarse en un procedimiento sancionatorio por un presunto 
acoso laboral es precario bien sea por el temor de los empleados públicos a retaliaciones 
por parte de la entidad pública o sus superiores jerárquicos, debido a que las pruebas 
son en su mayoría testimoniales. 
 
Por lo tanto, la Corte Constitucional, aplica la inversión de la carga de la prueba en 
materia de acoso laboral, lo cual en ninguna manera vulnera el principio de presunción 
de inocencia ni del derecho al debido proceso del empleado público presuntamente 
acosador, sino que, en virtud del “principio in dubio pro operario”, amparando los 
derechos fundamentales de la parte más débil en la relación laboral, así esta sea legal y 
reglamentaria; en ese entendido el artículo 7° de la Ley 1010 de 2006 presume que 
existe acoso laboral en algunas conductas, siendo responsabilidad del empleado público 
presuntamente acosador, por su calidad de Jefe demostrar por los medios de prueba 
descritos anteriormente su ocurrencia o no (siempre y cuando el acoso sea público y 
reiterado60); la Corte Constitucional ha expresado lo siguiente61: 
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 Artículo  130 del CDU. 
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 Al respecto se profundizará en el numeral 1.2., sobre jurisprudencia, del presente capítulo. 
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“La presunción de acoso laboral objeto de análisis, no implica desde ningún punto de 
vista el desconocimiento del derecho al debido proceso del acusado. En efecto, quien es 
denunciado por haber desplegado presuntamente alguna de las conductas que 
configuran acoso laboral aún cuando lo haya hecho de manera reiterada y pública, tiene 
la posibilidad, dentro del proceso, ya sea judicial o disciplinario, de controvertir las 
pruebas en aras de demostrar que los hechos que dieron lugar a tal proceso no 
ocurrieron o que, en caso de haber tenido lugar, no configuran la conducta de acoso 
laboral. De esta manera, la presunción establecida en la disposición objeto de examen no 
contraría el principio de presunción de inocencia ni el derecho al debido proceso, pues se 
trata de una redistribución de las cargas procesales que no hace nugatorio el derecho de 
defensa de quien debe desvirtuar el hecho o la consecuencia deducida. Se trata, como 
se dijo en el acápite anterior, de una institución jurídica que permite al legislador invertir o 
desplazar el objeto de la prueba, con el propósito de corregir la desigualdad material que 
existe entre las partes respecto del acceso a la prueba en favor de quien se encuentra en 
situación de indefensión o de debilidad manifiesta, en este caso concreto, como 
manifestación directa del principio in dubio pro operario y proteger así bienes jurídicos 
particularmente valiosos.” 
 
 Indagación preliminar e investigación disciplinaria. 
En el procedimiento disciplinario se contempla la indagación preliminar62, la cual permite 
verificar la ocurrencia de la conducta, para que se determine si ésta constituye falta 
disciplinaria o existe una causal de exclusión de la responsabilidad, la Corte 
Constitucional, al respecto ha expresado lo siguiente63: “(…) la indagación preliminar, 
cuyo término es preclusivo y determinado, deberá ser objeto de análisis por el operador 
disciplinario con base en las pruebas legalmente aportadas al plenario y culminará, ya 
sea, con el archivo definitivo o el auto de apertura formal de investigación, si se reúnen 
los requisitos para el efecto fijados en los artículos 73 y 152, respectivamente, del 
C.D.U.” 
                                               
 
62
 Artículo 150 del Código Disciplinario Único. 
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De acuerdo con el artículo  152 de la Ley 734 de 2002, es procedente la investigación 
disciplinaria en los eventos que la queja, o la indagación preliminar, se identifique al 
posible autor o autores de la falta disciplinaria; así las cosas, comoquiera que el 
procedimiento conciliatorio previo ya tiene identificadas a las partes es factible que el 
operador disciplinario inicie la investigación disciplinaria sin necesidad de realizar una 
indagación preliminar teniendo en cuenta la plena identificación del sujeto activo de 
acoso laboral. 
 
El inicio de la investigación debe ser plenamente notificado al investigado; el  término de 
la investigación disciplinaria será de seis meses, contados a partir de la decisión de 
apertura, el cual, una vez finalizado, deberá optarse por abrir pliego de cargos o archivar 
la investigación; en el caso de faltar pruebas es factible prorrogar la investigación hasta 
por la mitad del término. 
 
 Suspensión provisional. 
Teniendo en cuenta el numeral primero del artículo décimo de la Ley 1010 de 2006, que 
cataloga como sanción la falta gravísima al empleado público que exteriorice una 
conducta catalogada como acoso laboral, es posible observar la figura denominada 
suspensión provisional, en la cual, durante la investigación disciplinaria o el juzgamiento 
por faltas calificadas como gravísimas, el operador disciplinario tiene la facultad para 
ordenar motivadamente la suspensión provisional del empleado público sin 
remuneración, el Código Disciplinario Único64 ha determinado la posibilidad de imponer 
dicha suspensión con unos requisitos previos: “(…) siempre y cuando se evidencien 
serios elementos de juicio que permitan establecer que la permanencia en el cargo, 
función o servicio público posibilita la interferencia del autor de la falta en el trámite de la 
investigación o permite que continúe cometiéndola o que la reitere.” 
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El Consejo de Estado65 observando una acción de nulidad y restablecimiento del derecho 
propuesto en contra de la Resolución de la Procuraduría Segunda Delegada para la 
Vigilancia Administrativa del 9 de septiembre de 2011 que resolvió y confirmó el recurso 
de apelación en contra de la Resolución N° 0010 de la Procuraduría Regional del 
Quindío, en la cual se profirió fallo declarando a la Registradora de Instrumentos Públicos 
del Municipio de Calarcá (Quindío) como responsable de los cargos previamente 
formulados y sancionándola con destitución e inhabilidad para el ejercicio de cargos y 
funciones públicas por el término de 10 años, expresa que: “(…)considerando que se 
trató de una conducta permanente en el tiempo, que siguió presentándose incluso con 
posterioridad a la iniciación del proceso disciplinario. A juicio de esta Sala, el término 
prescriptivo debe contarse desde el 3 de enero de 2011, día en el que la demandante 
cesó en el ejercicio de su cargo y, en consecuencia, finalizó el acoso laboral.” 
 
Por lo tanto la decisión de la Procuraduría Regional del Quindío a través de Auto de 17 
de noviembre de 2010, en la cual ordenó la suspensión provisional por el término de 3 
meses, sin derecho a remuneración de dicha funcionaria, permitió la protección de las 
víctimas de acoso laboral y por consiguiente se constituye en una medida provisional que 
puede amparar al menos transitoriamente los derechos de los empleados públicos 
víctimas de acoso laboral.  
 
 Descargos, pruebas y fallo. 
Una vez notificado el pliego de cargos, existe un término de diez días, para que los 
sujetos procesales aporten y soliciten pruebas y para que el investigado o su defensor, 
presenten descargos conforme con los artículos 166 y ss., del CDU. 
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La Ley 734 de 200266 determina que el operador disciplinario deberá fallar dentro de los 
veinte días siguientes al vencimiento del término para presentar descargos, o al del 
término probatorio. 
 
El procedimiento disciplinario cuenta con una Segunda Instancia, cuya decisión deberá 
surtirse dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la fecha en que hubiere 
recibido el proceso. En esta etapa es factible decretar pruebas de oficio, en cuyo caso el 
término para proferir el fallo se ampliará hasta en otro tanto67.  
 
El procedimiento finaliza con el fallo sancionatorio ejecutoriado, y el registro de la 
sanción68. 
 
 Sanción en el régimen de Seguridad Social.  
De manera adicional al procedimiento sancionatorio expuesto, regido por la Ley 734 de 
2002, el artículo décimo de la Ley 1010 de 2006 en su numeral cuarto, cuando el acoso 
laboral esté debidamente acreditado, es decir cuando exista un fallo en firme por parte 
del Ministerio Público para el caso del ámbito del servicio público, obliga a: “(…) pagar a 
las Empresas Prestadoras de Salud y las Aseguradoras de riesgos profesionales el 
cincuenta por ciento (50%) del costo del tratamiento de enfermedades profesionales, 
alteraciones de salud y demás secuelas originadas en el acoso laboral.” Dicha 
exigibilidad corre por cuenta de la entidad pública que haya ocasionado el acoso laboral 
o lo haya tolerado, pudiéndose repetir en contra del funcionario que incurrió en la 
conducta, aún antes que la autoridad competente dictamine si la enfermedad es de 
origen profesional o no como mecanismo de protección adicional al empleado público 
víctima de acoso laboral. 
1.1.2 Jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
En el presente aparte se observaran diferentes fallos de la Corte Constitucional de 
manera previa a la expedición de la Ley 1010 de 2006 para analizar la protección jurídica 
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aún antes de existir una regulación normativa vigente expedida por el Congreso de la 
República de Colombia para posteriormente revisar el desarrollo jurisprudencial en 
vigencia de dicha Ley y finalmente realizar un paralelo de los momentos históricos que 
permita evidenciar el avance o no en la protección de los servidores públicos víctimas de 
acoso laboral en Colombia con la expedición de la Ley 1010 de 2006. 
 
 La jurisprudencia de la Corte Constitucional antes de la Ley 1010 de 2006 
El acoso laboral ha sido una conducta observada por la Corte Constitucional aún antes 
de la Ley 1010 de 2006, dicho problema perturba el ambiente de trabajo del empleado 
público, y en ocasiones, al ser repetitivo e invisible69 puede tener repercusiones en la 
salud de la víctima, desencadenando una posible enfermedad profesional u ocasionando 
accidentes de trabajo, al respecto la Corte Constitucional70 ha manifestado la prohibición 
de exhibir conductas hostiles respecto de la persona o su derecho a la asociación y que 
puedan afectar el ambiente de trabajo y en el caso que nos reúne, al empleado público 
como trabajador estatal vinculado mediante una relación legal y reglamentaria en estado 
de subordinación. 
 
Así mismo la sentencia T-013 de 1999 de la Corte Constitucional, establece que el acoso 
laboral vulnera otros derechos, entre los que se encuentran: la Dignidad humana 
(hostigamiento) y el derecho al trabajo a través de un despido sin justa causa. 
 
Ahora bien, a partir del análisis realizado por el Doctor Carlos Luis Ayala Cáceres71, 
desde una perspectiva positivista era conveniente una regulación normativa frente a las 
conductas que afectaban el desempeño y el rendimiento laboral, respuesta que pretendió 
proporcionar el Congreso de la Republica de Colombia con la expedición y posterior 
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sanción presidencial de la Ley 1010 de 2006, los cuales han sido materia de revisión de 
las Corte Constitucional en diversas sentencias, las cuales se observarán a continuación. 
 
 Desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional a partir de la Ley 1010 de 
2006. 
La primera Sentencia a analizar sobre aspectos referentes a los procedimientos 
conciliatorio y sancionatorio descritos por la Ley 1010 de 2006 es la Sentencia C – 738 
de 2006, en la cual se observa la exequibilidad del artículo 14 de la mencionada norma 
sobre “temeridad de la queja de acoso laboral”, a partir de la demanda presentada por un 
ciudadano, sobre la carencia de un procedimiento expreso para resolver la temeridad o 
no de la queja presentada por la víctima de acoso laboral; situación prevista en el 
presente trabajo en el numeral 1.1.2.3., acerca de los sujetos procesales, en el 
procedimiento sancionatorio disciplinario; el demandante observa una presunta 
desventaja en el accionar del quejoso teniendo el agravante de la dificultad en cuanto a 
práctica de pruebas se refiere. 
 
Al respecto ha manifestado la Corte Constitucional que existen límites a la libertad del 
legislador en la proporción y adecuación de los procedimientos; en los cuáles siempre 
debe observarse el debido proceso y el derecho a la defensa.  
 
Así las cosas, dice la Corte Constitucional en la sentencia bajo revisión que no es dable: 
“(…) el omitir elementos esenciales para la garantía al debido proceso.”; por lo tanto, 
aunque existe libertad de configuración del legislador respecto a la estructuración de 
procedimientos, esta facultad debe ser razonable y proporcional. Dijo la Corporación: 
 
"La jurisprudencia de esta Corporación ha sido constante en manifestar que conforme a 
lo dispuesto en los artículos 29, 150 y 228 de la Carta Política, el legislador se haya 
investido de amplias facultades para configurar los procedimientos judiciales, siempre y 
cuando al hacerlo respete los principios y valores constitucionales y obre conforme a los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad.”72   
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De la misma manera, en la Sentencia C-642 de 2002 la Corte Constitucional insiste en la 
proporcionalidad de lo legislado. Dijo la Corporación: 
 
"si bien Legislador, por mandato constitucional, tiene una amplia potestad de 
configuración legislativa para evaluar y definir las etapas, características, términos y 
demás elementos que integran cada procedimiento judicial, éste no puede desconocer 
las garantías fundamentales consagradas en la Constitución, y debe proceder de 
acuerdo con criterios de proporcionalidad y razonabilidad con el fin de asegurar 
precisamente la primacía del derecho substancial (art. 228 C.P.) así como el ejercicio 
pleno del derecho de acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.)." 
 
De acuerdo a lo anterior podemos decir que el Congreso en desarrollo del artículo 150-2 
de la Constitución Política puede expedir leyes de carácter procesal, no obstante, estas 
siempre debe observar las prerrogativas, garantías y principios de la Carta Magna. 
 
En cuanto al tema del asunto, la Corte Constitucional ha manifestado la observancia 
constante en la materialización del derecho al debido proceso en lo referente a la 
imposición de sanciones y multas por temeridad: 
 
"Las sanciones correccionales, por su parte, son impuestas por el juez en virtud del 
poder disciplinario de que está investido como director y responsable del proceso, de 
manera que no tienen el carácter de "condena", sino que son medidas que adopta 
                                                                                                                                              
 
establecen procedimientos deben propender por el hacer efectivos los derechos de defensa, de contradicción, de 
imparcialidad del juez, de primacía de lo substancial sobre lo adjetivo o procedimental, de juez natural, de publicidad de las 
actuaciones y los otros que conforman la noción de debido proceso". También en sentencia C-927 de 2000 se dijo: "De 
conformidad con lo preceptuado por el artículo 150-2 del Ordenamiento Constitucional, le corresponde al Congreso de la 
República "Expedir los códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus disposiciones", es decir, goza el 
Legislador, por mandato constitucional, de amplia libertad para definir el procedimiento en los procesos, actuaciones y 
acciones originadas en el derecho sustancial. Por lo tanto, el órgano legislativo tiene una importante "libertad de 
configuración legislativa", que le permite desarrollar plenamente su función constitucional y, en ese orden de ideas, le 
corresponde evaluar y definir las etapas, características, términos y demás elementos que integran cada procedimiento 
judicial". Esta doctrina ha sido vertida en múltiples pronunciamientos: C-803 de 2000, C-742 de 1999, C-591 de 2000, C-
596 de 2000, C-1717 de 2000.
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excepcionalmente el funcionario, con el objeto de garantizar el cumplimiento de sus 
deberes esenciales.”73 
 
De la anterior argumentación y una vez revisada el artículo bajo análisis, se encuentran 
características que pueden proteger el derecho al debido proceso, tales como la 
existencia de una conducta a sancionar (queja temeraria); la autoridad con competencia 
para conocer de la posible temeridad (para nuestro caso Ministerio Público), la cuantía de 
la multa, la cual debe guardar proporción con el poder adquisitivo del presunto temerario. 
 
Sin embargo, respecto al procedimiento aplicable a la imposición de una multa, por una 
presunta queja temeraria, no se observa dentro de la Ley 1010 de 2006 su regulación, 
quedando a juicio del operador disciplinario observar la posible temeridad e imponer 
multas a su criterio, aunque en la Sentencia C – 738 de 2006, se aduce que “tanto en la 
Ley 1010 de 2006, como en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y en el 
Código Disciplinario Único sí se establece el procedimiento aplicable para la imposición 
de multas por conducta temeraria, incluso la de temeridad en la queja de acoso laboral.”, 
en lo cual, considero que la Corte Constitucional es bastante laxa y poco garantista si se 
tiene en cuenta que el quejoso no tiene todos los elementos a la mano para presentar 
pruebas que sustenten sus afirmaciones en una conducta que como se ha observado es 
bastante difusa en cuanto a su determinación y no así en los efectos tangibles en la 
víctima, que afectan no solamente el entorno laboral del empleado público sino, también 
su salud mental, pudiendo repercutir en su esfera familiar y social inclusive. 
 
Ahora bien en lo que atañe a la salud mental del empleado público, la Sentencia T – 882 
de 2006, la Corte Constitucional ha expresado que el acoso laboral vulnera el derecho al 
trabajo “(…) en condiciones dignas y justas)74; así pues, en dicha sentencia la Corte 
Constitucional expresó, que los actos de discriminación al trabajador, sea este del ámbito 
privado o empleado público, vulneran el artículo 25 de la Constitución Política, como ya lo 
observamos en el capítulo primero del presente trabajo y como lo manifestó la Corte en 
la Sentencia T- 232 de 1999, aún antes de la expedición de la Ley 1010 de 2006; es decir 
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que la protección al empleado público ante actos que puedan considerarse como acoso 
laboral tiene sus antecedentes en la norma superior y no se encuentra limitada a la 
regulación realizada en la Ley 1010 de 2006, a manera de ejemplo la Corte 
Constitucional supuso que el amparo al aludido derecho fundamental involucraba “la 
posibilidad de no forzar al trabajador a laborar cuando las condiciones físicas no le 
permite seguir desempeñándose”75. 
  
Así las cosas, el Juez Constitucional entiende que el acoso laboral como conducta es 
previo a la Ley 1010 de 2006 por lo tanto la denominación “mobbing” o “bullying” tiene 
sus orígenes en los años ochenta y citando a Leymann76, establece la siguiente noción: 
“una situación en la que una persona (o en raras ocasiones un grupo de personas) 
ejercen una violencia psicológica extrema, de forma sistemática y recurrente (como 
media una vez por semana) y durante un tiempo prolongado (como media unos seis 
meses) sobre otra persona o personas en el lugar de trabajo con la finalidad de destruir 
las redes de comunicación de la víctima o víctimas, acabar su reputación, perturbar el 
ejercicio de sus labores y lograr que finalmente que esa persona o personas acaben 
abandonando el lugar de trabajo.” 
 
Lo que ocasiona en los empleados públicos víctima de acoso laboral, dice la Corte: “(…) 
trastornos de sueño, dolores, síntomas psicosomáticos del estrés, pérdida de memoria, 
crisis nerviosa, síndrome de fatiga crónica, depresión y afectación de las relaciones 
familiares.”  
 
Adicionalmente, en la Sentencia C – 898 de 200677, la Corte Constitucional revisó una 
demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 3 (parcial) de la Ley 1010 de 2006, en 
el cual se establecía que los vínculos familiares y afectivos son un atenuante de la 
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conducta de acoso laboral; la corte manifestó que dicho acápite vulneraba el derecho al 
trabajo en condiciones dignas debido a que los vínculos de familia, “(…) antes que ser 
considerados como razones que disminuyan la punibilidad del hecho, lo agravan, dado 
que el deber de solidaridad que liga a los miembros de una familia, implica una obligación 
mayor de respeto a los derechos de sus integrantes.” 
 
Por lo tanto, el amparo de la dignidad del empleado público en el lugar donde desarrolla 
sus actividades laborales debe enmarcarse en una relación de igualdad y no puede 
aminorarse ante un vínculo familiar entre el empleado público sujeto activo de la 
conducta de acoso laboral y la víctima78; en conclusión, la Corte Constitucional debido a 
“(…) la vaguedad y subjetividad de la expresión "vínculos afectivos".” declara la 
inconstitucionalidad e inexequibilidad del literal f del artículo 3 de la Ley 1010 de 2006. 
 
En el mismo sentido la Sentencia C – 078 de 2007, en cuanto a las conductas 
atenuantes consignadas en el artículo tercero de la Ley 1010 de 2006, observa la 
demanda de la expresión “de inferioridad”, sin embargo la Corte aclara que dicha 
expresión: “(…) se aplica a las condiciones especiales en las que se encontraba 
circunstancialmente la persona – cualquier persona – al cometer la falta, pero no califica 
de ninguna manera a una persona o a un grupo de personas como “seres inferiores”. En 
ese orden de ideas, al no ser inconstitucional es declarada exequible. 
 
Continuado con el análisis de las sentencias de la Corte Constitucional, me involucraré 
con los aspectos relacionados con los procedimientos conciliatorio y sancionatorio siendo 
éstos el objeto de la presente investigación, a través de la observación de los aspectos 
más relevantes de la Sentencia C – 282 de 2007 de la Corte Constitucional79; en la cual 
la Corte Constitucional establece que los bienes jurídicos objeto de protección son: 
 
“(…) el trabajo en condiciones dignas y justas, la libertad, la intimidad, la honra y la salud 
mental de los trabajadores, empleados, la armonía entre quienes comparten un mismo 
ambiente laboral y el buen ambiente en la empresa” (Art.1) y que  se entenderá por 
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acoso laboral “toda conducta persistente y demostrable, “ejercida sobre un empleado, 
trabajador por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, 
un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, intimidación, 
terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el trabajo, o inducir 
la renuncia del mismo.” (art. 2º) 
  
En la exposición de motivos dice la Corte que “(…) las medidas previstas en ella son de 
tipo administrativo (art. 9º) y disciplinario (art. 10º), sin llegar al ámbito penal:   
  
“Por ello, es hora de que nuestra legislación aboque el estudio de este fenómeno como 
verdadero problema social que está pidiendo a gritos un adecuado tratamiento. 
Consideramos que las medidas a autorizar en una ley deberían encaminarse inicialmente 
hacia la prevención y corrección de las situaciones de acoso laboral. Son necesarios 
procedimientos internos y confidenciales en la empresa o institución. Pero luego, deben 
preverse medidas conminatorias por parte de la autoridad pública y finalmente consagrar 
unos dispositivos sancionatorios. Consideramos, sin embargo, que el desestímulo 
coercitivo no debería llegar todavía a elevar el acoso en sí mismo como delito. Parece 
mejor comenzar con enlazar ciertas consecuencias jurídicas drásticas a la conducta 
acosadora en el ámbito laboral (por ejemplo, presunción de despido injusto cuando se 
induce a la renuncia) y con algunas sanciones administrativas o disciplinarias.”  
  
Situación que se distancia de lo expuesto por el Ministerio Público, que como 
observamos en el acápite anterior sobre procedimiento sancionatorio, no en pocos fallos, 
ha determinado que el bien jurídico a tutelar en los procesos disciplinarios en general y 
en el procedimiento disciplinario por acoso laboral, para el caso de la relación legal y 
reglamentaria de los empleados públicos es la afectación del deber funcional. 
  
Adicionalmente, en la sentencia bajo revisión  hace referencia a “las medidas preventivas 
y correctivas del acoso laboral”, reiterando que “(…) la dignidad humana es el bien 
jurídico protegido primordialmente por la ley y de éste se desprende la protección de los 
demás derechos fundamentales, en especial el derecho a trabajar en condiciones dignas 
Capítulo 1 49 
 
y justas, reconocido expresamente por el artículo 25 de la Constitución”, de manera que 
“la protección del trabajo en condiciones dignas y justas se predica para todos sin 
discriminación alguna y corresponde a la garantía de los principios mínimos establecidos 
en el artículo 53 de la Constitución.”  Así pues encontramos una grave divergencia entre 
lo expuesto por el Tribunal Máximo Constitucional colombiano y el quehacer diario del 
Ministerio Público en cuanto a procedimiento sancionatorio frente a conductas que 
puedan considerarse como acoso laboral a los empleados públicos víctimas, lo que 
ocasiona una grave desprotección de las víctimas. 
  
Por otra parte en la Sentencia C – 780 de 2007, se demandan las expresiones “repetida 
y pública”, como presunciones de la ocurrencia de la conducta de acoso laboral, por el 
contrario, cuando la conducta sea privada, no opera la presunción y la víctima de acoso 
laboral debe acudir a los medios probatorios del Código de Procedimiento Civil.  
  
La Corte Constitucional frente al particular determina que: “(…) tanto las conductas que 
sean desplegadas en público, como aquellas que lo sean en privado, para que 
constituyan acoso laboral, deben ser demostrables80 y que dentro del procedimiento 
iniciado con la denuncia de los hechos ante la autoridad competente, quien haya sido 
víctima en una u otra circunstancia no se encuentra eximido de acreditar la ocurrencia de 
los mismos, esto es, en ninguno de los dos casos el quejoso se ve relevado de demostrar 
que la situación alegada cae en el supuesto del hecho indicador.” 
 
En este aspecto, observado en numerales anteriores, me separo de la tesis de la Corte, 
debido a que dentro del procedimiento establecido en la Ley 1010 de 2006, es preciso 
acudir en primera medida a un procedimiento conciliatorio, el cual únicamente opera ante 
conductas constitutivas de acoso laboral, y comoquiera que no existe presunción de la 
comisión de dicha conducta por ser esta en el caso específico de carácter privado, el 
tercero conciliador podría apartarse del conocimiento del caso debido a que no observa 
la consolidación de una conducta que pueda considerarse como acoso laboral; 
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y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el trabajo, o inducir la renuncia del mismo”. (Resaltado 
agregado). 
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adicionalmente, no se permite que se acredite la conducta al menos de manera sumaria, 
sino, que debe recurrirse a los medios probatorios del Código de Procedimiento Civil, lo 
cual afecta gravemente al empleado público, debido a la imposibilidad en la cual se 
encuentra para acreditar la ocurrencia de la conducta. 
 
El artículo 175 del Código de Procedimiento Civil determina que: 
 
“Sirven como pruebas, la declaración de parte, el juramento, el testimonio de terceros, el 
dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios y cualesquiera otros 
medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez. 
 
Así las cosas, ¿es preciso que la víctima de acoso laboral rinda su declaración bajo la 
gravedad del juramento, o que aporte documentos, solicite un dictamen pericial y/o 
solicite testimonios desde la misma radicación de la queja? 
 
Lo anterior nos acercaría a la presentación de una demanda, para lo cual sería 
conveniente contar con un abogado, desdibujando la figura del procedimiento 
conciliatorio previo como una modalidad de arreglo directo sin mandatarios y con un 
tercero conciliador. 
 
De igual manera, debe recordarse que el acoso laboral privado es la regla general en 
este tipo de conductas, el cual se caracterizan por el sigilo y el secreto en su concreción; 
en el mismo sentido, respecto a los testimonios, es apenas comprensible que no en 
todas las ocasiones los compañeros de trabajo estarán dispuestos a rendir una versión 
de los hechos, por temor a perder su trabajo o a sufrir retaliaciones, al respecto el 
profesor PIÑUEL, ha establecido lo siguiente: 
 
“Los acosadores rara vez actual a la luz pública, sino que suelen elegir los momentos en 
los que se encuentran a solas con la víctima o situaciones en las que sólo están 
presentes miembros del grupo de acoso (…) El secretismo en sus actuaciones pasa, 
además, por operar manipulando, distorsionando y perjudicando el trabajo, la reputación 
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o la imagen profesional de la víctima, (…) El secretismo en los comportamientos hace 
que, en caso de denuncia por violencias en el trabajo o calumnias, suela resultar muy 
difícil de probar. Lo que el acosador dice o hace en privado frente a la víctima o frente a 
terceros es complicado de probar.”81. 
 
Lo anterior evidencia que la Ley 1010 de 2006 está diseñada para aplicarse a la 
excepción, es decir el acoso laboral público y abierto, el cual no se practica de manera 
cotidiana, y la Corte Constitucional aleja la posibilidad de protección al empleado público 
acosado al no permitir la presunción de acoso por el hecho de ser privado, afectando 
gravemente las escasas garantías que podrían brindan los procedimientos bajo estudio, y 
el amparo a los derechos de fundamentales de la víctima de acoso. 
 
Por otra parte, en cuanto a aplicación a los empleados públicos de la Ley 1010 de 2006, 
tenemos la Sentencia C – 960 de 2007, en la cual se revisa la constitucionalidad de la 
expresión “la presente ley no se aplicará en el ámbito de las relaciones civiles y/o 
comerciales derivadas de los contratos de prestación de servicios en los cuales no se 
presenta una relación de jerarquía o subordinación” inmersa en el parágrafo del artículo 1 
de la Ley 1010 de 2006, dicha expresión fue declarada exequible por la Corte 
Constitucional82, en el entendido que: 
 
“(…) la norma prevé que cuando exista subordinación en un contrato de prestación de 
servicios el régimen del acoso laboral sí será aplicable en virtud de lo señalado en dicho 
artículo. De tal forma que el propio legislador extiende dicho régimen a las situaciones en 
las cuales sin importar el nombre del contrato que enmarque una relación personal, 
exista en realidad jerarquía o subordinación. Así la ley trata de manera igual las 
situaciones iguales, a la luz de su finalidad primordial.” 
 
En ese orden de ideas, en virtud del principio de igualdad y de los escenarios en los 
cuales existe un vínculo laboral puede existir una protección por la Ley 1010 de 2006, 
                                               
 
81
 PIÑUEL, Iñaki (en español). Mobbing, Cómo sobrevivir al acoso psicológico en el trabajo. ED. Sal Térrea 2001. Página 
133. 
82
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-960/07. MP. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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inclusive en la administración pública sin  que sea relevante el tipo de contrato o de orden 
de prestación de servicios existente; ahora bien el problema vuelve a ser probatorio 
porque primero habrá 
que demostrarse la relación laboral para posteriormente acudir a la protección contra el 
acoso laboral; no obstante, lo que no deja claro la Corte Constitucional es el mecanismo 
a utilizar la interior de la Ley 1010 de 2006, es decir, ¿es factible para los contratistas del 
Estado buscar la protección ante un juez laboral asemejándose a la figura de trabajador 
oficial? o por el contrario, ¿puede agotar el procedimiento de los empleados públicos 
propiamente dichos, buscando el mecanismo conciliatorio para posteriormente acudir al 
procedimiento sancionatorio que dirige el Ministerio Publico? 
 
Las dudas precedentes no las responde la Corte Constitucional, y por lo tanto, muy 
seguramente los contratistas que se encuentren en subordinación con una real relación 
laboral, tendrán que acudir al juez de tutela para que no solamente se determine la 
existencia del contrato realidad, sino que a su vez, se ampare su derecho al  trabajo, a la 
dignidad y ambiente de trabajo sano. 
 
Del anterior análisis jurisprudencial se observa que los procedimientos conciliatorio y 
sancionatorio en el ámbito de los empleados públicos podrían no brindar una protección 
efectiva a las víctimas de acoso laboral, debido a que se supedita la protección a un 
arreglo directo con la posterior intervención del Ministerio Público a través de un 
procedimiento disciplinario que podría no amparar los derechos vulnerados por cuanto su 
finalidad es proteger el deber funcional en la administración, como el bien jurídico a 
amparar; de la misma manera, es claro que la Ley 1010 de 2006 solamente permite la 
presunción del acoso laboral en los eventos en que este sea público, lo cual contradice la 
naturaleza misma del mobbing, que se caracteriza por el hostigamiento secreto y 
sigiloso.  
 
En conclusión, es preciso revisar la regulación internacional y la normatividad y 
jurisprudencia que se han desarrollado para la protección de los empleados públicos 
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víctimas de acoso laboral, con la finalidad de observar mayores herramientas que 
permitan combatir este flagelo. 
1.1.3 Función de la Procuraduría General de la Nación y de la 
Defensoría del Pueblo en el tratamiento del acoso laboral en 
Colombia. 
Como hemos observado en el presente estudio el artículo noveno de la Ley 1010 de 
2006 es factible presentar quejas por presunto acoso laboral ante la Defensoría del 
Pueblo y la Procuraduría General del Nación; siendo responsabilidad de dichas 
autoridades instar a la entidad pública para que se inicie el procedimiento conciliatorio. 
 
Así las cosas, se analizarán las competencias de cada una de las entidades para 
conocer de los casos de acoso laboral en los eventos que las quejas sean presentadas 
por empleados públicos víctimas de esta conducta. 
 
 Función de la Procuraduría General de la Nación. 
En primer lugar, respecto al conocimiento de la queja, la Procuraduría revisa si se ha 
agotado la acción preventiva, establecida en el artículo 9° de la Ley 1010 de 2006, en 
cuyo defecto las devuelve a la entidad pública donde ejerce sus funciones el empleado 
público correspondiente. 
 
En segundo término, de conformidad con la Circular número 0042 de 2 de agosto de 
2007, de la Procuraduría General de la Nación, tenemos que:    
 
“6. Cuando la entidad pública hubiere agotado el procedimiento preventivo y éste no 
logre superar la situación de acoso laboral en la entidad, las diligencias deberán remitirse 
en todos los casos al Ministerio Público, esto es, a la Procuraduría General de la 
Nación a las personerías distritales o municipales, órganos de control que dentro de 
su circunscripción territorial, les corresponde tramitar la acción disciplinaria, en estos 
casos, sin perjuicio del poder preferente de que trata el artículo 3 de la Ley 734 de 2002.  
 
Para determinar la competencia al interior de los organismos de control se atenderá al 
cargo del funcionario acosador denunciado, según las competencias establecidas en el 
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Decreto 262 de 2000, independientemente de la acción correspondiente por la 
responsabilidad que recae en el Director de la entidad que no puso en marcha el 
procedimiento preventivo”. 
 
Como puede observarse, la Procuraduría tiene dos funciones respecto al conocimiento 
de las quejas y en cuanto al desarrollo del proceso disciplinario. 
 
 Función de la Defensoría del Pueblo. 
En cuanto a la función de la Defensoría del Pueblo, esta se circunscribe únicamente a  
recibir las quejas o denuncias y a tramitarlas ante la entidad a la cual pertenece el 
empleado público quejoso para que se inicie el procedimiento conciliatorio 
 
1.2 Reconstrucción de derecho comparado en materia de 
acoso laboral. 
En el presente acápite se observara la regulación internacional en cuanto a protección de 
la dignidad en el trabajo y el derecho a la salud en el puesto de trabajo para 
posteriormente observar la regulación existente en algunos países como Chile, Argentina 
e Italia respecto a los procedimientos adoptados para la protección de los empleados 
públicos víctimas de acoso laboral. 
 
1.2.1 Regulación de los Instrumentos Internacionales de 
Protección. 
Como se manifestó en el capítulo anterior, el artículo 53 de la Constitución determina que 
hacen parte de la legislación colombiana los convenios internacionales del trabajo 
debidamente ratificados, adicionalmente el artículo 93 de la Carta Política trae consigo el 
concepto de bloque de constitucionalidad , en ese orden de ideas se revisarán los 
conceptos y pronunciamientos de la comunidad Andina de Naciones y de la Organización 
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Internacional del Trabajo en Relación con los procedimientos conciliatorio y sancionatorio  
para la protección del empleado público en materia de acoso laboral.  
 
 Convenios y recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo 
frente al acoso laboral. 
En lo que respecta a la protección de los empleados públicos frente a conductas que 
puedan considerarse como constitutivas de acoso laboral, los Convenios 111 de 195883 y 
161 de 198584 
 
Al revisar el convenio 111 de la OIT observamos que desarrolla el término de 
discriminación en el empleo u ocupación considerando cualquier distinción, exclusión o 
preferencia basada en apreciaciones discriminatorias con la finalidad de anular o alterar 
la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u ocupación como acoso laboral. 
 
A su vez exige a los estados que ratifiquen el convenio (para el caso de Colombia como 
ya se dijo lo hizo a través de la Ley 22 de 1967), se obliga desarrollar políticas nacionales 
que promuevan la igualdad de oportunidades y de trato en materia acoso laboral, así 
como promulgar leyes en contra de este flagelo (Colombia solamente lo hace en el año 
2006). Sin embargo, el convenio bajo revisión no evidencia un desarrollo sobre los 
procedimientos que pueden materializar la protección de los empleados públicos víctimas 
de la conducta de acoso.   
 
De conformidad con lo anterior, es preciso revisar el Convenio número 161 de la OIT, 
sobre los servicios de salud en el trabajo, adoptado por la 71 Reunión de la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, Ginebra, 1985 y ratificado por 
Colombia de conformidad con la Ley 378 de 1997. 
 
En dicho Convenio se insta al gobierno nacional a propiciar acciones preventivas para 
establecer y conservar un medio ambiente de trabajo seguro y sano que favorezca una 
                                               
 
83
 Aprobado por la Ley 22 de 1967 sobre la discriminación (empleo y ocupación). 
84
 Aprobado por la Ley 378 de 1997, “Por medio de la cual se aprueba el "Convenio número 161, sobre los servicios de 
salud en el trabajo" adoptado por la 71 Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, 
OIT, Ginebra, 1985. 
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salud física y mental óptima en relación con el trabajo, a su vez, se insta a identificar y 
evaluar los riesgos que puedan afectar a la salud en el lugar de trabajo y el riesgo 
psicosocial; a su vez, el personal que preste servicios de salud en el trabajo y asesoría 
en riesgos profesionales “(…) deberá gozar de plena independencia profesional, tanto 
respecto del empleador como de los trabajadores y de sus representantes, (…)” situación 
que no se presenta con las ARL’s las cuales son contratistas directas del empleador sea 
este público o privado. 
 
El anterior Convenio permite la incorporación del acoso laboral  y del stress 
postraumático que éste primero genera como uno de los factores que puede amenazar el 
ambiente de trabajo sano y por consiguiente se consolida como una herramienta para la 
lucha contra el acoso laboral en Colombia. 
 
Adicionalmente, aunque se considera únicamente una recomendación, la Organización 
Internacional Del Trabajo, en su Programa de Actividades Sectoriales, emitió las 
“Recomendaciones prácticas sobre la violencia y el estrés en el trabajo en el sector de 
los servicios: una amenaza para la productividad y el trabajo decente” en virtud de las 
cuales y con base en el Convenio 155 de 1981, insta a combatir la violencia en el lugar 
de trabajo. 
 
 Comunidad Andina de Naciones. 
El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, ha expedido la  Decisión 584 
de 2004 que adopta el instrumento “Andino de Seguridad y Salud en el Trabajo”, en el 
cual se establece dentro del Artículo primero sobre nociones del texto de la Decisión lo 
siguiente: 
 
“h) Condiciones y medio ambiente de trabajo: Aquellos elementos, agentes o factores 
que tienen influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y salud 
de los trabajadores.”  
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Quedando específicamente incluidos en esta definición la organización y ordenamiento 
de las labores, incluidos los factores ergonómicos y psicosociales. 
 
Por otra parte, el Artículo 11 de la Decisión establece que en todo lugar de trabajo se 
deberán tomar medidas tendientes a disminuir los riesgos laborales, dentro de los cuales 
se encuentran: 
 
“k) Fomentar la adaptación del trabajo y de los puestos de trabajo a las capacidades de 
los trabajadores, habida cuenta de su estado de salud física y mental, teniendo en cuenta 
la ergonomía y las demás disciplinas relacionadas con los diferentes tipos de riesgos 
psicosociales en el trabajo.” 
 
Las anteriores medidas, se establecen como obligaciones del estado colombiano frente a 
la  Comunidad Andina de Naciones y por ende las entidades públicas deben tomar 
medidas para el cumplimiento de las mismas, lo cual se realiza a través de las 
Administradoras de Riesgos Laborales y herramientas como la Batería de Instrumentos 
para la Evaluación de Factores de Riesgo Psicosocial. 
 
 Declaración Universal de Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales y otras regulaciones internacionales que 
protegen los derechos de las víctimas de acoso laboral. 
La protección especial de los derechos a la salud, a la dignidad y a un ambiente de 
trabajo sano, frente a conductas que puedan considerarse como acoso laboral; son 
considerados por la normatividad internacional; así las cosas, el amparo del derecho a la 
salud por conexidad con el derecho a la vida encuentra su regulación en los artículos 48 
y 49 de la Constitución Política; reflejo del párrafo primero del artículo 25 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, que expresa: “toda persona tiene derecho 
a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y en especial 
la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios”.  
  
El artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales 
PIDESC determina: “el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 
salud física y mental”.  
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En ese orden de ideas, la salud física y mental constituye un derecho fundamental  que 
propende por un alto nivel de bienestar, que se encuentra relacionado con la dignidad 
humana y por conexidad con el derecho a la vida      
 
De la misma manera, el artículo 25 de la Constitución Política como se ha reiterado a lo 
largo del presente trabajo establece que: “el trabajo es un derecho (…) Toda persona 
tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.”  Lo anterior en desarrollo del 
artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos85 y en concordancia 
con el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  
  
Ahora bien, entrando en materia, ante conductas que perjudican el derecho al trabajo y a 
la salud y por consiguiente el derecho a la vida digna, tal como el acoso laboral, se 
evidencia vulneración de los derechos precitados y como consecuencia se ocasionan 
enfermedades físicas y sicológicas tal como el “estrés laboral”, el cual a su vez genera 
multiplicidad de secuelas de origen laboral, enunciadas por la Corte Constitucional86: “el 
estrés laboral tiene una multiplicidad de impactos negativos, incluyendo enfermedades de 
circulación y gastrointestinales, otros problemas físicos, problemas psicosomáticos y 
psicosociales y baja productividad”. En la misma línea, la Organización Mundial de la 
Salud –OMS- (o World Health Organization –WHO- por su nombre  en inglés), en el 
marco del programa de “Salud Ocupacional” y particularmente sobre el entorno laboral 
saludable, afirmó: “El estrés es el resultado del desequilibrio entre las exigencias y 
presiones a las que se enfrenta el individuo, por un lado, y sus conocimientos y 
capacidades, por otro. (…) En términos generales, un trabajo saludable es aquel en que 
la presión sobre el empleado se corresponde con sus capacidades y recursos, el grado 
de control que ejerce sobre su actividad y el apoyo que recibe de las personas que son 
                                               
 
85
 “1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de 
trabajo y a la protección contra el desempleo. 2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por 
trabajo igual. 3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así 
como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por 
cualesquiera otros medios de protección social” 
86
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 372 de 2012. MP. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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importantes para él. Dado que la salud es un estado completo de bienestar físico, mental 
y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades (OMS, 1986), un 
entorno laboral saludable no es aquel en que hay ausencia de circunstancias 
perjudiciales, sino abundancia de factores que promuevan la salud. (…)”  
   
En nuestro país, el Consejo Superior de la Judicatura realizó un informe sobre estrés 
laboral que determinó: “las consecuencias psicológicas y físicas del acoso psicológico en 
el trabajo sobre las personas afectadas son devastadoras. Desde lo psicológico son 
comunes el estrés, la ansiedad y la depresión. En cuanto a las dolencias físicas, al bajar 
las defensas, aparecen males a los que la víctima ya estaba predispuesta como 
problemas dermatológicos, cardíacos, gastrointestinales o alérgicos”.87 
  
Los artículos 9 y 11 del Decreto 1295 de 1994 del Sistema General de Riesgos 
Profesionales, describen los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales a lo 
cual la corte Constitucional ha realizado la siguiente definición88: 
 
(i) Los accidentes de trabajo, los cuales se definen como “todo suceso repentino que 
sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que sobrevenga en el trabajador una 
lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez o la muerte”, o aquel que 
ocurra “durante la ejecución de órdenes del empleador, o durante la ejecución de una 
labor bajo su autoridad, aún fuera del lugar y horas de trabajo” o, finalmente, el que se 
produzca “durante el traslado de los trabajadores desde su residencia a los lugares de 
trabajo o viceversa, cuando el transporte lo suministre el empleador”, y  
  
(ii) Las enfermedades de origen profesional, entendidas como “todo estado patológico 
permanente o temporal que sobrevenga como consecuencia obligada y directa de la 
clase de trabajo que desempeña el trabajador, o del medio en que se ha visto obligado a 
trabajar, y que haya sido determinada como enfermedad profesional por el Gobierno 
Nacional”, o aquellas que respecto de las cuales se haya demostrado la relación de 
                                               
 
87
 CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA DE COLOMBIA. La violencia en el Trabajo, el Acoso Laboral en la Ley 
1010 de 2006”, pág. 5, consultado en línea en: http://www.ramajudicial.gov.co. 
88
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia. T-029 de 2008. 
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causalidad con los factores de riesgo ocupacionales a pesar de no figurar en la tabla de 
enfermedades profesionales.” 
  
Teniendo claro que el estrés laboral está catalogado como una enfermedad de origen 
profesional observamos que el acoso laboral a los empleados públicos ocasiona un grave 
deterioro a su ambiente de trabajo y a su desarrollo profesional y personal a través del 
trabajo, obstaculizando la posibilidad de desarrollar su derecho a disfrutar de una vida 
digna; por lo tanto es necesario evidenciar los procedimientos o procesos utilizados en 
diferentes latitudes frente a esta nefasta práctica. 
 
1.2.2 El Acoso Laboral en otras Constituciones. 
A lo largo de la historia constitucional, en diferentes países se ha regulado o al menos 
enunciado la relación laboral entre empleado y trabajador, en ese orden de ideas se 
revisarán algunas de las Constituciones Políticas de diversos países y la protección del 
entorno laboral de los empleados públicos respecto a posibles conductas consideradas 
como  degradantes, humillantes, y en todo caso contrarias a la dignidad humana por 
parte del empleador o compañeros de trabajo. 
 
 España. 
Cuando La Constitución Española rinde una especial protección frente a: “el 
hostigamiento psicológico u hostil en el marco de cualquier actividad laboral o 
funcionarial, que humille al que lo sufre, imponiendo situaciones de grave ofensa a la 
dignidad”, conducta por la cual se vulnera los siguientes derechos: Derecho a la dignidad 
personal (Art. 10), Derecho a la igualdad y a la no discriminación (Art. 14), Derecho a la 
integridad física y moral (Art. 15), Libertad ideológica y religiosa (Art. 16), Derecho al 
honor, a la intimidad personal y a la propia imagen (Art. 18) 
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Como se observa, en el país ibérico existe una gran protección constitucional a las 
víctimas de acoso laboral y reduce la efectividad de la protección al tema meramente 
probatorio. 
  
 México. 
En México, encontramos protección especial a las víctimas de acoso laboral en el artículo 
primero de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, en el cual: “(…) Queda 
prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas.”, y frente a enfermedades profesionales que sobrevengan del acoso 
laboral, como el estrés postraumático que genera  riesgos psicosociales en el trabajo, se 
advierte en el literal b) del artículo 123 que deberá existir un Sistema de Seguridad Social 
que atienda las enfermedades profesionales. 
 
 Venezuela. 
En la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, encontramos en el 
artículo 87 que el empleador debe garantizar a sus trabajadores un ambiente de trabajo 
sano; adicionalmente,  todos los tratados, pactos y convenciones internacionales, 
relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, de conformidad con 
el artículo 23 de la constitución, hacen parte del ordenamiento constitucional venezolano 
lo que garantiza la incorporación de los convenio con la OIT sobre lucha contra el acoso 
laboral y el riesgo psicosocial.   
 
 Chile. 
Al observar la Constitución Política de la República Chilena, el artículo 5 en su inciso 
segundo determina: “El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto de 
los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos 
del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por la Constitución, así 
como los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”. En 
el mismo sentido, el numeral primero del artículo 19, expresa que: “El derecho a la vida y 
las integridad física y psíquica de la persona”. 
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De igual manera, se establece un Procedimiento de Tutela Laboral y de lucha contra la 
discriminación y el respeto al trabajador, las cuales se han desarrollado a través del 
Código del Trabajo chileno. 
 
1.2.3 La joven normatividad en contra del Acoso Laboral en 
Chile. 
En Chile es bastante reciente la norma sobre acoso laboral por medio de la cual se 
“modifica el código del trabajo, sancionando las prácticas de acoso laboral”, la cual tiene 
sus fundamente y finalidades en el respeto por los derechos a la dignidad y a la vida 
incorporados en la Carta Fundamental Chilena en sus artículos primero y quinto que 
rezan: 
 
“Artículo Primero: (…) El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es 
promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que 
permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor 
realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que 
esta Constitución establece. 
 
Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a 
la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de 
todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con 
igualdad de oportunidades en la vida nacional. 
(…) 
Artículo Quinto: (…) El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los 
derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del 
Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como 
por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.” 
 
Con base en lo anterior, el 08 de agosto de 2012 se publica la Ley 20.607 que incorpora 
sanciones frente a las prácticas de acoso laboral, modificando de manera específica el 
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Estatuto Administrativo89 y el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales90, de 
la siguiente manera: 
 
“Artículo 2°.- Modifícase el artículo 84 de la Ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, cuyo 
texto refundido, coordinado y sistematizado fija el Decreto con fuerza de Ley N° 29, de 
2005, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente manera: 
     a) Sustitúyese en la letra k) la expresión ", y" por un punto y coma (;). 
     b) Reemplázase en la letra l) el punto final (.) por una coma (,) seguida de la 
conjunción copulativa "y". 
     c) Agrégase la siguiente letra m), nueva: 
     "m) Realizar todo acto calificado como acoso laboral en los términos que dispone el 
inciso segundo del artículo 2° del Código del Trabajo.". 
 
Artículo 3°.- Modifícase el artículo 82 de la Ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para 
Funcionarios Municipales, de la siguiente manera: 
     a) Sustitúyese en la letra k) la expresión ", y" por un punto y coma (;). 
     b) Reemplázase en la letra l) el punto final (.) por una coma (,) seguida de la 
conjunción copulativa "y". 
     c) Agrégase la siguiente letra m), nueva: 
     "m) Realizar todo acto calificado como acoso laboral en los términos que dispone el 
inciso segundo del artículo 2° del Código del Trabajo.".” 
 
Dichas modificaciones se encuentran incluidas en el capítulo de las prohibiciones en 
cada uno de los estatutos de empleados públicos en Chile y da lugar al procedimiento 
disciplinario normal conocido en Chile como Sumario Administrativo91 que a estimación 
del Jefe inmediato se verifica si los hechos o conductas de acoso laboral son 
susceptibles de ser sancionados con una medida disciplinaria, a lo cual mediante 
resolución se ordenará la instrucción de una investigación sumaria, con el objeto de “(…) 
verificar la existencia de los hechos, y la individualización de los responsables y su 
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participación, si los hubiere, designando para tal efecto a un funcionario que actuará 
como investigador.” 
 
Como se puede observar la regulación sobre protección ante el acoso laboral en Chile es 
bastante precaria, por lo tanto es preciso acudir a instancias judiciales de tipo penal e 
inclusive civil y constitucional, como la tutela laboral. 
 
En ese orden de ideas, el empleado público víctima de acoso laboral, al considerar que 
existe un delito o un tipo penal, puede efectuar la denuncia ante la fiscalía chilena para 
que se inicie la investigación, ahora bien si considera que se le ha causado un daño 
patrimonial o moral por las conductas de las que ha sido objeto, puede interponer una 
demanda de indemnización de perjuicios, lo que se puede realizar en el juzgado civil  
 
Adicionalmente, la Ley Nº 20.087 de 2006 determinó un procedimiento especial de Tutela 
Laboral, con la finalidad de amparar los Derechos Fundamentales de los trabajadores y 
empleados públicos. 
 
1.2.4 Fuerte desarrollo provincial en contra del acoso laboral en 
Argentina frente a la carencia legislativa del orden federal. 
En la República Argentina no existe una legislación que proteja a las víctimas de acoso 
laboral sean particulares o empleados públicos, sin embargo, algunas provincias como la 
de Buenos Aires han regulado el maltrato físico y psíquico  
 
La normatividad de la ciudad autónoma de Buenos Aires, Ley Nº 1225 de 2003 previene 
y sanciona “la violencia laboral de los superiores jerárquicos hacia el personal 
dependiente de cualquier organismo de los instituidos por los artículos tercero a séptimo 
del libro segundo de la Constitución de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Define y 
sanciona la violencia laboral comprendiendo toda acción en contra de un trabajador que 
atente contra la dignidad, integridad física, sexual, psicológica o social mediante 
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amenaza, intimidación, abuso de poder, acoso, acoso sexual, maltrato físico o 
psicológico. Cada una de estas acciones se encuentra definida por la ley.” 
 
Respecto al maltrato físico, éste se define como “toda conducta del/de la superior 
jerárquico o que directa o indirectamente esté dirigida a ocasionar un daño o sufrimiento 
físico a los trabajadores”.”. 
 
En el mismo sentido la Ley 13168 de 200492 de la Provincia de Buenos Aires, prohíben 
en su artículo 1°: “(…) en todo el territorio de la Provincia ejercer sobre otro las conductas 
que esta Ley define como violencia laboral en el ámbito de los tres poderes del estado 
provincial, entes autárquicos y descentralizados y los municipios.” 
 
El incumplimiento de dicha prohibición será causal de una sanción de orden correctivo, 
para lo cual se celebrará el respectivo sumario (similar al chileno), “salvo que por su 
magnitud y gravedad, o en razón de la jerarquía del funcionario pueda encuadrarse en 
figuras de cesantía, exoneración o ser considerado falta grave, según el régimen 
disciplinario de que se trate.”93 
 
Para lo cual conforme con el artículo décimo de la citada Ley “se designará un instructor 
a efectos de sustanciar el sumario y de constatar la existencia del hecho irregular, luego 
de lo cual se procederá a la remoción y/o destitución del cargo.” 
 
Existe una clara similitud entre los procedimientos disciplinario o sumarios practicados en 
los tres países observados, sin embargo, de manera general el procedimiento 
sancionatorio se lleva a cabo por un funcionario designado por la respectiva entidad a 
diferencia de Colombia en el cual la competencia es restrictiva del Ministerio Público con 
funcionarios capacitados en la investigación disciplinaria que a pesar de su experticia en 
últimas buscan proteger la infracción del deber funcional y a la administración dejando a 
un lado los derechos conculcados al empleado público víctima. 
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1.2.5 Experiencias en otras latitudes a partir de lo expuesto por la 
Corte constitucional en la Sentencia C-780 de 2007. 
En la Unión Europea se destaca la Resolución del Parlamento Europeo sobre el acoso 
moral en el lugar de trabajo (2001/2339) que, “entre otras cosas, recomienda a los 
poderes públicos de cada país la necesidad de poner en práctica políticas de prevención 
eficaces y definir procedimientos adecuados para solucionar los problemas que 
ocasiona.” 
 
Adicionalmente, la Sentencia C-780 de 2007 de la Corte Constitucional colombiana cita 
varios países de diferentes continentes en los cuales ha existido algún avance en cuanto 
a lucha en contra del acoso laboral. 
 
Es el caso de Suecia que expidió la “Disposición relativa a las medidas a adoptar contra 
toda forma de persecución psicológica en el trabajo” y definió la persecución psicológica, 
como “recurrentes acciones reprobables o claramente hostiles emprendidas contra 
trabajadores/as individuales, de tipo ofensivo, de tal modo que suponen el aislamiento de 
estos trabajadores/as del colectivo que opera en el lugar de trabajo”94.  
  
En Italia, respecto al acoso moral se ha expedido: “Disposición para prevenir y combatir 
el fenómeno del mobbing en el lugar de trabajo, adoptada en 2001, según la cual el 
acoso moral se configura con “las acciones y comportamientos discriminatorios o 
vejatorios prolongados en el tiempo, en el lugar de trabajo y dirigidos hacia trabajadores 
por cuenta ajena, públicos o privados, y realizados por el empresario o por otros 
compañeros, caracterizándose esta práctica como una auténtica forma de persecución 
psicológica o violencia moral”95. 
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La Organización Internacional del Trabajo (OIT) proporciona otra noción: “la acción verbal 
o psicológica de índole sistemática, repetida o persistente por la que, en el lugar de 
trabajo o en conexión con el trabajo, un grupo de personas hiere a una víctima, la 
humilla, ofende o amedrenta”96. 
 
Una vez analizado el ordenamiento jurídico colombiano, las sentencias de la Corte 
constitucional y algunas experiencias respecto al procedimiento sancionatorio en otros 
países en Europa y Latinoamérica, es preciso revisar a la luz de diferentes autores las 
posibilidades de resolver el problema planteado en diferentes paradigmas jurídicos. 
 
1.3 Reconstrucción teórico-conceptual: Los 
procedimientos conciliatorio y sancionatorio 
contemplados en la Ley 1010 de 2006 y la producción 
normativa en Colombia a través de diversos 
paradigmas jurídicos. 
En el análisis de los procedimientos conciliatorio y sancionatorio contemplados en la Ley 
1010 de 2006 es preciso revisar si estos son mecanismos suficientes e integrales para la 
protección de los derechos de los empleados públicos víctimas de acoso laboral o 
mobbing en Colombia, en ese sentido, es preciso observar diferentes paradigmas 
jurídicos entre los que se encuentran el positivismo normativo de Kelsen, el paradigma 
consensual-discursivo de Rawls y Habermas, los argumentos endilgados por el 
iusnaturalismo actual desde Finnis y el neoconstitucionalismo en Dworkin y Vigo; 
propiciando soluciones a la problemática de la falta de protección de los empleados 
públicos víctimas de acoso laboral con los procedimientos jurídicos disponibles 
actualmente en Colombia.  
  
En ese orden de ideas, a través del siguiente marco conceptual y filosófico se busca 
inquirir sobre los mecanismos de defensa jurídicos de los empleados públicos víctimas 
de acoso laboral en Colombia, con la finalidad de buscar alternativas de protección que 
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permitan reparar el daño generado a la víctima, amparar sus derechos y a la vez 
propiciar un ambiente de trabajo sano, respetando los bienes básicos97 y de esta manera 
propiciando “el florecimiento humano”98. 
  
Para lo cual en el presente aparte se pretende analizar el contexto jurídico positivista 
normativo bajo el cual nace a la vida jurídica la regulación sobre Acoso laboral en 
Colombia99, en contraposición a los paradigmas enunciados, que permitiría en palabras 
del profesor Mejía una universalidad del conocimiento100 consintiendo un espacio de 
“transdisciplinariedad”, en el cual se aprecien los elementos externos al ordenamiento 
jurídico, los cuales si bien se encuentran en el entorno del sistema101 deben tomarse en 
consideración para contemplar todos los aspectos jurídicos, políticos, sociales y morales 
que en el caso específico fortalezcan la protección de los empleados públicos víctimas de 
Acoso laboral en Colombia. 
 
Como se ha mencionado, limitarse a abordar los aspectos normativos, denotaría una 
posición sesgada y no permitiría el estudio del entorno del sistema jurídico, sin olvidar la 
continua adaptación del derecho a su propia complejidad  reconociendo que “la 
adaptación autopoiética del sistema es, sin lugar a dudas, la posibilidad de reconocer la 
complejidad de sus relaciones intra e intersistémicas”102, esto es, la visión del Derecho y 
de la problemática del acoso laboral a partir de una consideración integral103.  
 
                                               
 
97
 FINNIS John Mitchell. Ley Natural y Derechos Naturales. Abeledo - Perrot. 2000. Capítulos 3 y 4. 
98
 CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA DE COLOMBIA - Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. Filosofía del 
Derecho segunda edición aumentada. Pablo Raúl Bonorino Jairo Iván Peña Ayazo. Plan Anual de Formación y 
Capacitación de la Rama Judicial. 2006. Pág. 2.  
99
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA Ley 1010 de 2006. 
100
 MEJIA QUINTANA. Oscar. Elementos para una reconstrucción del estatuto epistemológico de la filosofía del derecho en 
Humanitas (No. 33), Nuevo León: Centro de Estudios Humanísticos (Universidad Autónoma de Nuevo León), 2006. Pág. 4. 
101
 MEJÍA, Oscar. Ídem. Pág. 23. “Al respecto hay que recordar que Luhmann no desconoce cognitivamente el entorno sino 
que coloca el énfasis imperativo del sistema en la adaptación a su propia complejidad en términos autorreferentes y no en 
términos de su entorno. Pero el supuesto epistemológico de la adaptación autopoiética del sistema es, sin lugar a dudas, la 
posibilidad de reconocer la complejidad de sus relaciones intra e intersistémicas y de ambas relaciones entre sí.” 
102
 MEJÍA, Oscar. Ídem. Pág. 22. 
103
 MEJÍA, Oscar. Ídem. Pág. 22. “Habermas permite redefinir el estatuto epistemológico de la filosofía del derecho desde 
la consideración integral, intra y suprasistémica, de las dimensiones de legitimidad, validez y eficacia que el abordaje del 
estado democrático de derecho contemporáneo supone.” 
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En ese orden de ideas, se expondrán de forma sucinta cada uno de los paradigmas. 
 
1.3.1 Regulación del acoso laboral en el marco del paradigma 
positivista normativo Kelseniano y observaciones desde la 
filosofía analítica del derecho en H.L.A. Hart. 
 
La materialización de la regulación del acoso laboral en Colombia se ha dado mediante la 
Ley 1010 de 2006, esencialmente con la pretensión de establecer herramientas  para 
proteger a los trabajadores de conductas hostiles –sean sicológicas o físicas- en el 
ámbito laboral, por medio de respuestas, (preventivas y sancionatorias), con la finalidad 
de evitar, corregir y castigar el acoso laboral104, el cual puede presentarse bajo la 
modalidad de maltrato, persecución, discriminación, entorpecimiento laboral, 
desprotección  o inequidad laboral (Artículo 2º Ley 1010 de 2006). 
 
Sin embargo, los procedimientos definidos por el legislador se imponen a los 
administrados sin mediar consulta a la población, así las cosas, las posibles soluciones 
se generan a partir de una “tecnocracia ejecutiva”105, con presunción de neutralidad 
basado en “imperativos técnico-científicos, (…) y, por lo mismo incuestionables, que no 
pueden ser democráticamente puestos en duda por la población, imponiéndose de esta 
manera, como decisiones técnicas, sin “contaminaciones” políticas ni ideológicas106” 
aparentes. 
 
Así las cosas no es posible observar la labor legislativa desde un halo de pureza, debido 
a que se pretende brindar validez y legitimidad a partir de procedimientos previos 
democráticos que buscan auto-legitimar la producción normativa que en palabras del 
profesor Mejía buscan someter a “(…) la sociedad a una dominación sutil y sesgada.107” 
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En ese orden de ideas, se hará una revisión del marco jurídico del acoso laboral a partir 
de la Ley 1010 de 2006 en primera medida a través de Kelsen y en segundo lugar desde 
la filosofía analítica de Hart. 
 
 Positivismo Normativo Kelseniano ¿tiene la respuesta? 
La regulación jurídica en el marco del positivismo Kelseniano garantiza a través de 
herramientas legales y ordenamientos reglamentarios la producción normativa y por ende 
la auto legitimidad del sistema “(…) el derecho opera gracias a procedimientos 
institucionalizados, que él mismo concibe, pero cuya efectividad no se logra sino en la 
medida en que son asumidos ideológicamente (…)”108 
 
Teniendo en cuenta lo anterior es necesario observar no solamente la producción 
normativa positivista Kelseniana y el esperado cumplimiento de la ley en el marco de la 
sociedad moderna, sino, es preciso meditar en el sentido mismo de aplicar la ley; por lo 
tanto al observar lo planteado por Aristóteles a través de MacIntyre, vemos que 
únicamente es factible aplicar la ley si se tiene involucrado el concepto de justicia 
entendido este como una virtud inmersa en una tradición determinada109. 
 
Así las cosas, entender cómo poner por obra o cumplir la ley dice MacIntyre únicamente 
es factible para alguien que ha interiorizado justicia como una virtud. “Ser justo es dar a 
cada uno lo que merece; y los supuestos sociales para que florezca la virtud de la justicia 
en la comunidad son, por tanto, dobles: que haya criterios racionales de mérito y que 
exista acuerdo socialmente establecido sobre cuáles son esos criterios. Gran parte de la 
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Capítulo 1 71 
 
asignación de bienes y castigos de acuerdo a los méritos está por supuesto gobernada 
por normas.”110 
 
De acuerdo a lo anterior, a partir de la lectura que MacIntyre hace de Aristóteles, derecho 
v moral no son esferas separadas como si lo son en la modernidad y en el Positivismo 
Kelseniano111 entendido este último como aquel que le garantiza auto legitimidad a la 
sociedad postcapitalista. 
 
Por lo tanto, la justicia como virtud es necesariamente previa a la ley y su formulación; 
así las cosas, es factible dejar de aplicar la ley en un caso concreto cuando el resultado 
sea abiertamente injusto, este razonamiento nos llevará a valorar en el segundo capítulo 
de esta monografía el efecto práctico de protección a propósito de la aplicación de las 
medidas preventivas y correctivas del acoso laboral, inmersas en la Ley 1010 de 2006; 
las cuales posiblemente serían innecesarias y dilatorias para el amparo y protección de 
los derechos de los empleados públicos. 
 
En ese entendido, las medidas preventivas y correctivas del acoso laboral, inmersas en 
la Ley 1010 de 2006, básicamente consiste en  ajustar el reglamento interno de las 
empresas con el propósito de establecer procedimientos internos, confidenciales y 
conciliatorios efectivos, que permitan sanear dificultades en el ambiente laboral. 
 
Adicionalmente, la víctima de acoso laboral, podrá solicitar la intervención de una 
institución conciliadora autorizada legalmente a fin de que se supere la situación de 
acoso, de una manera amigable. Si no hay respuesta de la empresa sobre esa situación, 
la Ley 1010 de 2006 permite  la denuncia de los hechos ante el inspector de trabajo, los 
inspectores municipales de Policía, los Personeros Municipales o la Defensoría del 
Pueblo, a prevención. Con todo, la omisión de la adopción de medidas preventivas o 
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correctivas del acoso laboral por parte del empleador o jefes superiores de la 
administración, se entenderá como tolerancia a la misma112.  
   
No obstante lo anterior, aunque el paradigma positiva Kelseniano a partir de su auto-
reproducción establece sanciones que se imponen a los acosadores laborales, otorgando 
competencia de los jueces laborales cuando la víctima pertenece al ámbito privado; 
desampara a los empleados públicos estableciendo meramente un procedimiento 
disciplinario, esto acontece por la deficiencia en la reproducción misma del positivismo  
Kelseniano, a saber: “Su unidad está configurada por la relación resultante de que la 
validez de una norma, producida conforme a otra, reposa en esa otra norma, cuya 
producción a su vez está determinada por otra; un regreso que concluye, a la postre, en 
la norma fundante básica presupuesta. La norma fundante básica, hipotética en ese 
sentido, es así el fundamento de validez supremo que funda la unidad de esta relación de 
producción.”113. 
 
A todas luces desconoce que la sociedad actual se caracteriza por un abierto conflicto de 
tradiciones (como se dijo anteriormente), en el cual se encuentran inmersas diferentes 
concepciones sobre el derecho y la justicia lo que acarrea la respuesta del positivismo 
Kelseniano de buscar la legitimidad como observamos a través de la legalidad. Así las 
cosas al observar la teoría pura del derecho, esta se fundamenta en dos premisas 
básicas, su “pureza metódica114”, configurada a través de la separación entre derecho y 
moral, por cuanto no existe una moral absoluta y por consiguiente la concepción de 
derecho podría relativizarse; y una segunda premisa bajo la cual existe una “neutralidad 
axiológica del derecho115”, es decir que no existen valores axiológicos dentro del 
concepto de derecho y su reproducción deviene de la jerarquía normativa como se 
explica en el párrafo previo.  
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Retornando a lo que concierne a la posible sanción frente a conductas que puedan 
configurarse como acoso laboral, la Ley 1010 de 2006 una vez agotado el procedimiento 
conciliatorio configura una presunta falta disciplinaria y la competencia para conocer de 
estas le corresponde al Ministerio Público para el caso de los empleados públicos (Art. 12 
Ley 1010 de 2006).  
  
En este punto, en el Sentencia T-882 de 2006116, que trató un caso de posible acoso 
laboral, la Corte Constitucional reiteró que: “(…) constituye una vulneración al derecho al 
trabajo en condiciones dignas y justas, la discriminación y la persecución relacionada con 
obligar a un trabajador a desempeñar una labor, cuando sus condiciones físicas no se lo 
permiten”117. 
  
La sentencia, de igual manera expuso que los mecanismos preventivos y correctivos 
desarrollados por la Ley 1010 de 2006: “(…) no son mecanismos judiciales de protección 
de los derechos fundamentales del trabajador, sino que son simplemente mecanismos de 
carácter administrativo (…)”; precisamente en este punto es necesario detenernos para 
observar la problemática que se pretende plantear. 
 
En este aspecto es evidente que el concepto de validez positivista en Kelsen queda 
corto, debido a que únicamente hace referencia a “(…) la existencia específica de una 
norma (…) Cuando los hombres que actúan como órganos legislativos, deciden 
promulgar una ley que regule determinadas contingencias, y de esa manera le otorgan 
validez (…)”118, olvidando la necesidad del concepto de legitimidad y de eficacia, que 
podrían garantizar un contenido material de justicia en el ordenamiento jurídico, 
brindando herramientas de defensa justas (en el sentido de garantizar un debido 
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 M.P. Humberto Sierra Porto. La Corte conoció de un caso en el que se alegaba la vulneración del derecho a la salud y 
al trabajo digno por una funcionaria de la oficina de Registro e Instrumentos Públicos de Ibagué al ser perseguida 
laboralmente por su superior. La situación de maltrato y discriminación llegó a tal punto que le fue diagnosticado “estrés 
grave” y su siquiatra le recomendó la reubicación laboral. La tutelante solicitaba su reubicación. La Corte se pronunció 
sobre el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas y sobre la persecución laboral. Así mismo, estableció la 
procedencia de la acción de tutela para la protección del derecho al trabajo en condiciones dignas y justas cuando se 
tratara de funcionarios públicos dada la posible ineficacia de la vía disciplinaria, sin perjuicio de la misma.  
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74 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 1010 DE 2006. 
 
proceso) a los empleados públicos víctimas de acoso laboral con un mecanismo judicial 
idóneo y de esta manera permitir eficacia o estabilidad del sistema jurídico y por ende del 
sistema social119.  
 
Así las cosas, la realidad se distancia del concepto de validez otorgado por el paradigma 
positivista normativo Kelseniano, en el cual prima la validez de la norma con un mínimo 
de eficacia como condición para su validez, sobre los conceptos de legitimidad y 
eficacia120.        
 
En ese sentido, En los casos en que se trate de acoso laboral en el sector privado, la Ley 
1010 de 2006, podemos decir, consagró un medio idóneo de protección de los derechos 
de la víctima; por lo que en principio son improcedentes medidas de amparo, por existir 
otra vía judicial efectiva para proteger tales derechos, teniendo en cuenta que “desde la 
formulación de la queja”, la terminación del contrato carece de efectos durante los 6 
meses siguientes a esa situación, como sucede en España, del análisis de derecho 
comparado realizado. Cosa distinta sucede, dice la Corte Constitucional en sentencia T-
882 de 2006, cuando se trata de funcionarios públicos, ya que la vía disciplinaria no es 
necesariamente un mecanismo efectivo para la protección de los derechos de los 
empleados públicos. 
  
Por lo tanto, aunque desde un punto de vista positivista normativo Kelseniano, la Ley 
1010 de 2006 fue creada por el Congreso de la República de Colombia como órgano 
legislador competente y regula la materia de estudio, teniendo el atributo de validez, no 
es legítima respecto de este grupo poblacional (empleados públicos) y no es eficaz por 
cuanto origina inestabilidad al vulnerar el derecho a la defensa por parte de los 
empleados públicos, ante un juez de la república que permita resarcir los perjuicios 
laborales, sicológicos y médicos, que un fallo administrativo disciplinario no puede 
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garantizar, debido a que el proceso disciplinario busca mayoritariamente el respeto de la 
función pública121 más no el amparo de derechos de las víctimas como la salud, el 
empleo en un ambiente sano y la vida digna, pues no da tampoco lugar a interpretación; 
lo anterior no sería razonable, en voces del profesor Atienza, lo razonable “(…) está 
ligado a un margen de apreciación admisible, que al exceder los límites permitidos 
parece socialmente inaceptable”122. 
 
Así las cosas teniendo en cuenta el encasillamiento en sí mismo del paradigma 
positivista en Kelsen no es posible brindar una solución al tema del acoso laboral en 
Colombia desde esta corriente. 
 
Por ende es dable buscar otras respuestas que desde el positivismo se ofrezcan 
herramientas para proteger a los empleados públicos víctimas de bulling.  
 
 Filosofía analítica del derecho. Hart una propuesta a la sombra del 
iusnaturalismo premoderno. 
 
Por otra parte al revisar lo expuesto por el profesor Hart, encontramos que a través de su 
filosofía analítica del derecho concurren variados vínculos circunstanciales entre derecho 
y moral, no obstante, “(…) no hay ninguna conexión conceptual necesaria entre el 
contenido del derecho y la moral; y, por tanto, disposiciones perversas pueden ser 
válidas como reglas o principios jurídicos.”123 
 
De igual forma, el profesor Hart establece que una característica del distanciamiento 
entre el derecho y la moral consistente en que es factible la existencia de derechos y 
obligaciones jurídicas que carezcan de justificación alguna o ausencia total de fuerza 
moral124. 
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El profesor Hart concibe tres tipos de reglas: reglas primarias125, reglas secundarias126 las 
cuales tiene sustento en el tercer tipo de regla la “regla de reconocimiento127”, la cual 
sirve de referencia para la validez del sistema jurídico en Hart, Sin embargo, dicha regla 
de reconocimiento, como se observa tiene el mismo sentido que la norma fundamental 
en Kelsen y comprende valores y principios por fuera del sistema jurídico. 
 
Así las cosas,  Hart acepta que el Derecho, a lo largo de la historia y en diferentes 
latitudes, ha sido influenciado al menos soterradamente por la moral reinante en un 
tiempo y momento preciso128; lo cual no quiere decir que las normas obedezcan a 
requisitos éticos de aceptación de la población; sin embargo, reconoce que la validez de 
las normas de alguna manera obedece a presupuestos morales existentes creando 
vínculos entre derecho y moral, que aunque no son sólidos si difieren de la tajante 
separación impuesta por el pensamiento Kelseniano; enlaces eventuales, los cuales no 
son forzosos lógica ni conceptualmente129.  
 
Ahora bien, en el caso que nos atañe, la promulgación y sanción de la Ley 1010 de 2006 
sería plenamente válida para el positivismo analítico de Hart, porque aunque con 
reproches por la posible ineficacia de la misma, la falta de protección del bien jurídico 
“dignidad humana”, a través del procedimiento sancionatorio y la presunción de acoso 
únicamente cuando la conducta sea pública, la pretensión de la norma busca amparar los 
derechos de los empleados públicos víctimas de mobbing aunque sea de carácter formal, 
lo cual es suficiente para su validez, aunque sean amorales, sin olvidar el requisito de 
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que hayan sido sancionadas en la forma establecida por la Constitución y la Ley; así las 
cosas serían reconocidas por el sistema conforme con el criterio de validez. 
 
De lo anterior podemos establece que el positivismo analítico no brinda herramientas 
para amparar los derechos de las víctimas de bulling. 
 
1.3.2 Alternativas desde el paradigma consensual-discursivo de 
Rawls y Habermas 
En este punto es preciso apreciar los conceptos de legitimidad, eficacia y validez de la 
norma recogiendo lo expresado por el profesor Mejía respecto a Rawls y Habermas, con 
la finalidad de buscar respuestas a la problemática del acoso laboral a los empleados 
públicos, por cuanto el positivismo Kelseniano no permite un avance en este tópico que 
tenga en cuenta las consecuencias sociales, sicológicas y laborales del mobbing. 
 
Ya observamos que la interpretación del sistema jurídico, en lo que respecta al acoso 
laboral no brinda luces para garantizar los derechos de los empleados públicos, en ese 
entendido, es preciso reformar la norma, a través de la modificación del derecho positivo 
vigente, “(…) Quién formula propuestas (…) pretende influir sobre el legislador, o sobre 
quién tenga poder de modificación de las normas bajo crítica.130”; sin embargo, un mero 
cambio normativo, aunque podría solucionar en principio el problema deviene las 
dificultades de un gran número de normas que en últimas acaecerían en un sistema más 
lento y anquilosado. 
 
Al respecto, es preciso observar el planteamiento rawlsiano que concibe los principios de 
justicia como externos al ordenamiento jurídico: “(…) en un congreso constituyente a 
través de un principio ya no de legitimidad sino de validez. Principio que después permea 
las diferentes legislaturas y la administración pública y de justicia y, en general, el 
conjunto de las instituciones. El imperativo consensual de la posición original se recoge 
en un principio jurídico-constitucional de igual participación que define los términos de 
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validez de las normas jurídicas. Este principio no es ya un criterio de legitimidad política 
sino un factor de validez jurídica del ordenamiento.”131 Buscando la estabilidad ya no del 
sistema jurídico, sino del sistema social, lo que permitiría una visión estructural de 
elementos como los constitucionales que aunque son externos se involucran con el 
sistema jurídico y le permiten legitimidad y eficacia. 
 
Lo anterior permitiría la incorporación de principios de orden jurídico – constitucionales 
que admiten respuestas a la problemática del acoso laboral del empleado público como 
víctima, es el caso de los fallos de la Corte Constitucional respecto a este tópico: 
 
“(…) las normas sobre acoso laboral buscan proteger derechos fundamentales en el 
ámbito de las relaciones laborales atendiendo a su especificidad y al tipo de problemas, 
abusos y arbitrariedades que en dichos contextos se pueden presentar. No obstante, las 
conductas comprendidas por el acoso laboral pueden, según las circunstancias del caso, 
tener proyecciones en otros ámbitos como en el penal. Así, por ejemplo, el delito de 
constreñimiento ilegal es agravado en razón a un elemento laboral.”132 
 
La anterior afirmación de la Corte permite pensar la posibilidad de una responsabilidad 
penal adicional a la responsabilidad disciplinaria que establece la Ley 1010 de 2006. 
 
A su vez, la perturbación e impedimento del libre ejercicio del trabajo, a través del acoso 
moral o persecución sicológica de manera sistemática, puede llegar a materializarse en 
un tipo penal, como el que se determina en el artículo 198 de la Ley 599 de 2000, sobre 
Violación de la libertad de trabajo: 
 
“El que mediante violencia o maniobra engañosa logre el retiro de operarios o 
trabajadores de los establecimientos donde laboran, o por los mismos medios perturbe o 
impida el libre ejercicio de la actividad de cualquier persona, incurrirá en multa. 
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Si como consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior sobreviniere la 
suspensión o cesación colectiva del trabajo, la pena se aumentará hasta en una tercera 
parte, sin sobrepasar las diez (10) unidades multa.” 
 
Así como otras responsabilidades de carácter civil extracontractual que de alguna 
manera resarzan el perjuicio laboral y mental, como vimos con la práctica judicial en 
Chile. 
 
No obstante, de nuevo se caería en el error de abundancia normativa que se endilga al 
positivismo Kelseniano. 
 
Al respecto Habermas propone un nuevo paradigma que trasciende a lo jurídico y 
permea lo político, el paradigma discursivo-procedimental, cuyo objetivo, de acuerdo al 
profesor Mejía es: “(…) superar la crisis de las sociedades contemporáneas a través de 
la reconstrucción normativa de la legitimidad fracturada, conciliando la dicotomía entre el 
mundo de la vida y los subsistemas económico y político-administrativo a través de un 
modelo de democracia deliberativa como expresión del poder comunicativo de la 
sociedad civil y la opinión pública”133, la posibilidad de que los sistemas se relacionen 
mutuamente y los miembros de la sociedad entablen comunicación y deliberación 
permite llegar a mínimos de acuerdo y de esta manera posibilita la garantía de 
prerrogativas y derechos a todos los miembros de la sociedad. No obstante lo anterior, 
este paradigma, se revisará a la luz de lo expuesto por MacIntyre, en el tercer capítulo 
sobre validación del presente trabajo, observando la contraposición Rawls – MacIntyre. 
 
1.3.3 Alternativas desde el paradigma iusnaturalista de Finnis. 
En este punto es preciso apreciar los conceptos de bienes básicos y su ponderación -si 
se quiere-, a través de lo que denomina Finnis las "exigencias básicas de la 
razonabilidad práctica"134, como un instrumento para tomar decisiones, buscando la 
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razonabilidad de los actos; lo anterior permitirá buscar respuestas a la problemática del 
acoso laboral a los empleados públicos, por cuanto el positivismo normativo Kelseniano 
no permite un avance en este tópico que tenga en cuenta las consecuencias sociales, 
sicológicas, laborales y morales del mobbing. 
 
En ese entendido, es preciso cuando menos enunciar los bienes básicos que deben 
observarse para llegar a una realización humana en un ambiente equilibrado en 
sociedad, para posteriormente revisar las "exigencias básicas de la razonabilidad 
práctica" como herramientas para orientar la conducta de la humanidad y para desarrollar 
razonamientos al momento de tomar decisiones prácticas. 
 
Así las cosas, existen siete (7) bienes básicos para Finnis: (1) La vida, (2) El 
conocimiento, (3) El juego, (4) La experiencia estética, (5) La sociabilidad o amistad, (6) 
La razonabilidad práctica135, (7) La religión. 
 
Ahora bien, es preciso indagar más a fondo sobre el sexto bien básico, debido a que este 
nos permitirá (como se dijo anteriormente), tomar decisiones, buscando la razonabilidad 
de los actos; en ese sentido, es preciso citar las nueve pautas metodológicas del mismo: 
 
“(1) Toda persona debe tener una serie armoniosa de propósitos y orientaciones en su 
vida. Estos propósitos o compromisos (que deben ser realizables y no meras quimeras), 
constituyen un “plan de vida racional". (2) No se deben tener preferencias arbitrarias 
entre los distintos bienes básicos. Al intentar cumplir con ese plan racional de vida, se 
debe conceder la misma validez a todos los bienes básicos, sin sobrevalorar 
exageradamente ni despreciar la consecución de ninguno de ellos. Esto no significa que 
se los deba perseguir a todos por igual. Aun cuando seamos conscientes de que 
estamos persiguiendo un bien más que los otros, eso no debe significar que no los 
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Capítulo 1 81 
 
consideremos valiosos y que, en consecuencia, nos despreocupemos totalmente de 
procurar su satisfacción. Un plan de vida racional debe buscar satisfacción para todos los 
bienes básicos. La diferencia entre los distintos planes de vidas que resulta razonable 
escoger radica en la importancia relativa que en ellos se otorga a cada uno de esos 
bienes. (3) No se deben realizar preferencias arbitrarias entre personas en lo que atañe a 
la posibilidad de conseguir los bienes básicos. Para actuar razonablemente se debe 
seguir el principio, subyacente en la formulación de esta exigencia, "haz a los demás lo 
que quisieras que ellos hicieran contigo". (4) Se debe mantener una distancia crítica 
respecto de todos aquellos proyectos específicos y limitados que se persiguen en la vida, 
para poder estar abierto a la consecución de todos los bienes básicos en las cambiantes 
condiciones que se dan a lo largo de la existencia humana. (5) Se debe ser fiel a los 
compromisos personales generales que determinan el plan de vida racional que se ha 
elegido. Se debe mantener un equilibrio entre el fanatismo ciego y el abandono a la ligera 
de los propósitos asumidos. La fidelidad a los propios objetivos debe equilibrarse con la 
posibilidad de realizar un cambio razonable en ellos. (6) Se deben realizar las acciones 
que son eficientes para cumplir con los objetivos asumidos. No se deben perder las 
oportunidades que se tienen por el hecho de utilizar métodos ineficaces. (7) Cuando se 
ejecuta un acto se debe respetar cualquier bien básico que pudiera ser puesto en peligro 
al hacerlo. No se deben cometer actos que por sí mismos causan daño. No se puede 
justificar la producción de un daño apelando a los resultados beneficiosos que podría 
traer aparejada la acción que directamente lo provoca, ni siquiera cuando el beneficio a 
obtener fuera más importante que el daño que se generaría. En otras palabras, el 
contenido de este principio puede sintetizarse en la máxima "el fin nunca justifica los 
medios, cuando los medios seleccionados implican dañar un bien básico". (8) Se debe 
favorecer y alentar el bien de la propia comunidad. (9) Se debe actuar siempre de 
acuerdo con la conciencia. Si tras meditar una cuestión uno piensa (cree o siente) que no 
debería hacer algo, entonces no debe hacerlo.”136 
 
Las anteriores reglas, si se quiere, pueden brindar un espectro más amplio de 
observación y posible solución de la problemática a tratar, debido a que la árida  
interpretación del sistema jurídico normativo positivista, en lo que respecta al acoso 
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laboral no brinda luces para garantizar los derechos de los empleados públicos, en ese 
entendido, una posible solución desde este paradigma sería reformar la norma, a través 
de la modificación del derecho positivo normativo vigente, “(…) Quién formula propuestas 
(…) pretende influir sobre el legislador, o sobre quién tenga poder de modificación de las 
normas bajo crítica.137”; sin embargo, un mero cambio normativo, aunque podría 
solucionar en principio el problema deviene las dificultades de un gran número de normas 
que en últimas acaecerían en un sistema más lento y anquilosado. 
 
Por lo cual, es más fructífero un análisis razonable y práctico sobre la problemática que 
nos convoca, verificando no solamente los aspectos netamente jurídicos, en cuanto a la 
protección de los empleados públicos víctimas de acoso laboral, observando los bienes 
básicos enunciados a través de la sistematización de exigencias razonables válidas, para 
de esta manera propiciar el desarrollo de los empleados públicos en su ambiente de 
trabajo. 
 
En ese orden de ideas, al observar la regulación sobre acoso laboral o mobbing en 
Colombia para el caso de los empleados públicos, no se cuenta con una herramienta 
expedita para resarcir los posibles daños en su vida, afectando varios de los bienes 
básicos del individuo, lo que consecuentemente afectará la vida en sociedad y las 
interrelaciones en el entorno de trabajo, causando un grave daño no solamente en la 
salud mental de la víctima de acoso laboral o mobbing, sino muy seguramente en su 
núcleo familiar; por ende, la mera sanción disciplinaria no se compadece de la necesidad 
de resarcir los daños causados por la conducta de acoso; que a diferencia de otros 
empleados públicos como los trabajadores oficiales, ofrece la alternativa de acudir a la 
justicia ordinaria laboral; lo anterior contradice las exigencias básicas de la razonabilidad 
práctica en lo que hace referencia a que no se deben realizar preferencias arbitrarias 
entre personas en lo que atañe a la posibilidad de conseguir los bienes básicos138. 
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Adicionalmente, al revisar otra de las pautas de carácter metodológico descritas por 
Finnis: no se deben utilizar métodos ineficaces cuando se busca cumplir con los objetivos 
asumidos139, en ese entendido la protección contra el acoso laboral, únicamente a través 
de un mecanismo disciplinario administrativo por una parte restringe el derecho de los 
empleados públicos para presentar su causa ante un juez y por otro, se constituye un 
claro ejemplo de ley injusta, por el carácter de no-moral, del Art. 12 de la Ley 1010 de 
2006 de conformidad con los presupuestos o pautas de razonabilidad práctica. 
 
No obstante lo anterior, la mera enunciación de una norma que no observa los 
presupuestos de moral en cuanto a su “razonabilidad práctica”, no permite desarrollar 
herramientas eficaces para la protección de los derechos conculcados a las víctimas de 
acoso laboral en el ámbito público, máxime cuando en el ordenamiento jurídico 
colombiano no existe una definición de enfermedad profesional, por lo tanto de manera 
sustantiva no es factible una protección real por cuanto no existen herramientas jurídicas 
previstas140. 
 
1.3.4 Observaciones desde el neo-constitucionalismo en Dworkin 
y Vigo. 
Es preciso recurrir a otro paradigma jurídico que permita una resolución de la 
problemática y aporte elementos para el amparo de los derechos a la salud mental y a un 
buen ambiente de trabajo para los empleados públicos en Colombia. En ese sentido, es 
preciso referir una teoría que involucre principios, valores y derechos humanos; así las 
cosas, el profesor Vigo, desde el neoconstitucionalismo141 refiere que: 
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“El neoconstitucionalismo se preocupa por encontrar la mejor respuesta jurídica para 
cada caso apelando para ello a los indeterminados valores, principios o derechos 
fundamentales y, por ende, no suscribe los intentos de sistemas apriorísticos o fuertes 
que supongan respuestas no ajustadas al problema jurídico”142 
 
El profesor Dworkin en su propuesta sobre tomarse los derechos en serio proporciona 
herramientas a los jueces, para resolver los casos denominados “difíciles”; y unifica el 
concepto de justicia con el de principios, lo cuales se encuentran vinculados a la 
humanidad y tienen un carácter de universal143, dichos principios son una necesidad para 
la realización de la justicia; por otro lado, involucra el concepto de directrices, como un 
patrón que visualiza un objetivo para ser alcanzado. 
 
Adicionalmente, José Eduardo Vargas Aguilar, en la nota introductoria al ensayo 
“Reflexiones iusfilosóficas de una Decisión Judicial”, del profesor Rodolfo Vigo, expresa 
que: 
 
“El derecho no sólo se localiza en las normas, sino en los principios y valores, y por ende, 
cabe ir a buscar el derecho que está concentrado en estos últimos.”  
 
Esta aseveración permite, en primera medida demostrar que la protección a través de la 
incorporación de principios de orden jurídico – constitucionales admiten respuestas a la 
problemática del acoso laboral del empleado público como víctima buscando la 
protección de este grupo de empleados públicos; al respecto la Corte Constitucional 
Colombiana refiere lo siguiente: 
 
“(…) las normas sobre acoso laboral buscan proteger derechos fundamentales en el 
ámbito de las relaciones laborales atendiendo a su especificidad y al tipo de problemas, 
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abusos y arbitrariedades que en dichos contextos se pueden presentar. No obstante, las 
conductas comprendidas por el acoso laboral pueden, según las circunstancias del caso, 
tener proyecciones en otros ámbitos como en el penal. Así, por ejemplo, el delito de 
constreñimiento ilegal es agravado en razón a un elemento laboral.”144 
 
La anterior afirmación de la Corte permite pensar la posibilidad de procedimientos 
adecuados, céleres, que de alguna manera resarzan el perjuicio laboral y de salud 
mental de los empleados públicos víctimas de acoso laboral brindando la posibilidad de 
otros mecanismos más allá de los meramente administrativos. 
 
Al analizar la normatividad vigente en Colombia, en materia de acoso laboral es claro que 
el paradigma positivista normativo Kelseniano no permite herramientas para la protección 
del los empleados público víctimas de acoso laboral, por medio de los procedimientos 
establecidos en la Ley 1010 de 2006, debido a que estas conductas únicamente son 
considerados faltas disciplinarias y por consiguiente exclusivamente le corresponde al 
Ministerio Público o a las Salas Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura 
conocer de estos casos. 
 
Por ende, se hace necesario ampliar la búsqueda de la protección de los Derechos a la 
salud, al trabajo y a un ambiente laboral digno para los empleados públicos víctimas de 
acoso laboral o mobbing, no solamente a través del mencionado procedimiento 
administrativo, sino por medio de los diferentes tipos de responsabilidad jurídica del 
empleado público como sujeto activo de acoso laboral, y aún más proponiendo un 
acuerdo entre los diferentes actores y sistemas en la sociedad que permitan evaluar la 
pertinencia en primera medida de expedir regulaciones específicas sobre el asunto 
materia de estudio, evitando el denominado “gigantismo normativo145”, y por el contrario 
buscando el acuerdo de mínimos de respeto entre los miembros de la sociedad para 
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garantizar derechos y prerrogativas de grupos sociales y poblacionales marginados o en 
estado de subordinación excesiva como son los empleados públicos. 
 
En ese orden de ideas, el iusnaturalismo planteado por Finnis aunque nos permite un 
escenario que posibilita el análisis de las normas no-morales y posiblemente injustas que 
no alteran el orden del sistema jurídico, no expone herramientas eficientes para la 
protección de los derechos del grupo poblacional a analizar. 
 
Por lo tanto, una lectura a partir del neoconstitucionalismo, no solamente contempla los 
aspectos jurídicos del positivismo normativo, o la identificación de carencias en cuanto al 
análisis moral o de exigencias básicas de razonabilidad práctica, sino que permite rutas 
que encausan la aprehensión y aplicación de “valores, principios o fines del derecho”, 
que posibilitan la resolución de circunstancias jurídicas específicas; sin embargo no 
existe un concepto de justicia claro y la génesis del pensamiento neo-constitucional 
indica una reproducción del sistema normativo que sirve a la modernidad liberal y como 
se observó en los fallos de la Corte Constitucional colombiana, los jueces adecúan sus 
fallos a la relevancia de los mismos, es decir, otorgan la concreción de algunos derechos 
siempre y cuando éstos no perjudiquen el sistema jurídico y su reproducción normativa.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
2. RESPUESTA A LA PROBLEMÁTICA DEL 
ACOSO LABORAL EN COLOMBIA DESDE 
OTRAS LATITUDES Y EL CONCEPTO DE 
JUSTICIA DE MACINTYRE. 
Si bien el acoso laboral en el mundo del trabajo ha estado latente en la relación entre 
empleador y trabajador, su estudio y análisis solamente ha tomado auge a partir de la 
década de los ochenta, con el trabajo del profesor Heinz Leymann, el cual define el 
acoso laboral o mobbing (asediar, acosar, acorralar en grupo) como “(…) el 
encadenamiento a lo largo de un periodo de tiempo bastante corto de intentos o acciones 
hostiles consumadas, expresadas o manifestadas por una o varias personas hacia una 
tercera: el objetivo”146 
 
A su vez, el profesor Iñaki Piñuel y Zabala, a través de su libro Mobbing: Cómo sobrevivir 
al acoso psicológico en el trabajo, expone la siguiente noción: En el ámbito laboral, el 
mobbing señala el continuo y deliberado maltrato verbal y modal que recibe un trabajador 
por parte de otro u otros, que se comportan con él cruelmente con vistas a lograr su 
aniquilación o destrucción psicológica y a obtener su salida de la organización a través 
de diferentes procedimientos.”147 
 
Las anteriores concepciones brindan luces sobre la problemática a tratar y permiten 
identificar por una parte un sujeto activo (el acosador o acosadores) y un sujeto pasivo (la 
víctima de acoso laboral o mobbing), dichos actores, pueden desenvolverse en el ámbito 
de la empresa privada o en el sector público; sin embargo, como se mencionó en el 
capítulo anterior, el presente análisis únicamente hace referencia al acoso laboral 
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descendente, a  las relaciones laborales de la administración pública  y los 
procedimientos conciliatorio y sancionatorio que involucran a una víctima cuya situación 
es ser empleado público. 
 
Al respecto el profesor arenas establece: “Es indudable que el campo laboral y sus 
relaciones, son el resultado de un proceso de reestructuración y de desregulación, que 
crean espacios de alta presión tanto para los empleadores como para los trabajadores, 
presentándose conflicto en las relaciones laborales cotidianas. Éste se nos presenta 
como el punto de partida para que el legislador a nivel global se haya pronunciado, 
convirtiéndose para nosotros estas experiencias internacionales en insumo a la hora de 
generar la legislación interna. Desafortunadamente, la primera crítica que podemos hacer 
a nivel interno es el exceso del legislador nacional al pretender adaptar la experiencia 
española frente al acoso laboral al campo colombiano, generando un amplio conflicto con 
el marco normativo, ya que por el lenguaje utilizado se presentan discusiones 
interpretativas que pueden llevar a la mala aplicación de la ley.”148  
 
En el presente capítulo se abordarán en primera medida las posibles soluciones al 
problema planteado a través de experiencias en el desarrollo de la protección de los 
derechos a la dignidad, al trabajo, a la honra a partir de la propuesta del profesor Mario 
Pasco Cosmópolis sobre los derechos laborales inespecíficos, para posteriormente 
observar la protección en otros países; para en un tercer momento, analizar una 
respuesta teórica jurisprudencial y en un cuarto tópico encontrar respuestas en la 
propuesta conceptual de MacIntyre. 
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2.1 Reconstrucción de derecho comparado del Marco 
Teórico en materia de acoso laboral. 
A partir de un ejercicio de derecho comparado se observarán soluciones al flagelo del 
acoso laboral en Colombia oscultando experiencias que apunten a un mejor nivel de vida 
de los empleados públicos víctimas de mobbing. 
2.1.1 Derechos Laborales Inespecíficos desde la perspectiva del 
profesor Mario Pasco Cosmópolis149. 
El catedrático Pasco Cosmópolis en el  XIX CONGRESO IBEROAMERICANO DE 
DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL realizado en Buenos Aires en 
octubre de 2013 establece que los derechos fundamentales laborales por un lado,  son 
los reconocidos en la Constitución y tienen “su origen o razón de ser exclusiva o 
principalmente en el ámbito de las relaciones laborales, de modo que es imposible 
técnicamente su ejercicio fuera de las mismas. La relación de trabajo se convierte así en 
presupuesto absoluto de su perfeccionamiento y ejercicio.” Y citando a Palomeque 
establece que los: “derechos constitucionales específicamente laborales” (derechos 
específicos), de los cuales son titulares los trabajadores asalariados (…) en tanto son 
sujetos de una relación laboral150 
 
Poro otra parte, dice Cosmópolis: “(…) existen otros derechos constitucionales de 
carácter general, y no específicamente laborales, que pueden ser ejercitados por los 
sujetos de las relaciones de trabajo (los trabajadores, en particular) en el ámbito de las 
mismas, por lo cual en tal caso adquieren un contenido o dimensión laborales 
sobrevenidos. Se produce así una “impregnación laboral” de “derechos de titularidad 
general o inespecífica por el hecho de su utilización por trabajadores asalariados (…) a 
propósito y en el ámbito de un contrato de trabajo”.  
 
Así las cosas, los derechos constitucionales laborales inespecíficos enunciados por el 
profesor Palomeque son: 
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 El derecho a la igualdad y no discriminación (…) (arts. 14 y 35.1 CE), recibido en la 
legislación laboral por los artículos 4.2.c) y 17 ET. 
 La libertad ideológica y religiosa, por la que nadie pueda ser obligado a declarar 
sobre su “ideología, religión o creencias”(art. 16.1 CE). Tampoco, ciertamente, los 
trabajadores a revelar su afiliación sindical (“no puede abrigarse duda alguna de que 
la afiliación a un sindicato es una opción ideológica protegida por el art. 16 CE”, STC 
94/1998; lo que deja de ser un derecho “personal y exclusivo del trabajador”, que 
están obligados a respetar, tanto el empresario como los propios órganos sindicales 
(SSTC 292/1993 y 94/1998) 
 El derecho al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen (art. 18.1 CE) y, en 
el ámbito de la relación laboral, derecho de los trabajadores “al respecto de su 
intimidad y a la consideración debida a su dignidad, comprendida la protección frente 
a ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual y frente al acoso por razón de 
origen racial, étnico, religioso, convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual 
(art. 4.2 e) ET) 
 
Resumiendo lo anterior, es necesario respetar el derecho a la integridad moral y psíquica 
de la persona humana en el ambiente de trabajo, por lo que se constituye en limitante 
toda forma de acoso laboral y la imposibilidad de recurrir, al menos por los empleados 
públicos a la justicia laboral ordinaria, no teniendo más herramientas de protección que el 
procedimiento disciplinario administrativo que como ya dijimos no garantiza los derechos 
de la víctima de acoso sino el deber funcional y aseguramiento de las obligaciones de los 
servidores del Estado o la tutela que es un mecanismo extraordinario, ante un juez 
constitucional  para la protección de derechos. No obstante lo anterior, es preciso revisar 
la regulación jurídica en otras latitudes para observar la protección de los empleados 
públicos víctimas de mobbing en países donde es factible que la justicia ordinaria laboral  
o social conozca de los casos de acoso laboral en personas que detentan una relación 
legal y reglamentaria con el Estado. 
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2.1.2 Acercamientos a la protección de los empleados públicos 
víctimas de acoso moral en España. 
Es necesario iniciar el análisis de derecho comparado con la normatividad y fallos del 
país ibérico debido a la similitud entre las Constituciones Políticas y el trato homogéneo 
que se les brinda a los empleados públicos víctimas de acoso laboral, a través de un 
procedimiento disciplinario. 
 
Así las cosas, al revisar la Constitución Española o CE en sus artículos 15 CE (derecho a 
la vida) y 10.1 CE (dignidad de la persona), existen similitudes relación con el artículo 25 
de la Constitución Política Colombiana, lo cual permiten afirmar que tanto en España 
como en Colombia, la dignidad está íntimamente ligada al derecho fundamental a la vida 
convirtiéndose en un solo derecho que necesita protección del Estado. 
 
De igual manera, el Tribunal Constitucional de España151, quién hace las veces de la 
Corte Constitucional colombiana ha dicho acerca del derecho fundamental a la integridad 
física y moral que: “la inviolabilidad de la persona, no sólo contra ataques dirigidos a 
lesionar su cuerpo o espíritu, sino también contra toda clase de intervención en esos 
bienes que carezca del consentimiento de su titular" (SSTC 120/1990, de 27 de junio, FJ 
8; 215/1994, de 14 de julio, FJ 4; 35/1996, de 11 de marzo, FJ 3, y 207/1996, de 15 de 
diciembre, FJ 2).” 
 
Notamos similitud entre el concepto de dignidad humana en Colombia y la noción de 
integridad moral en España; la cual, conforme con el fallo del Tribunal Constitucional STC 
35/1996 de 11 de marzo, prohíbe cualquier coacción en contra de la vida y honra de la 
persona. 
 
Como se puede observar la Constitución Española describe y otorga el rango de derecho 
fundamental a la dignidad de la persona, contenido en el artículo 10 de la CE, el derecho 
al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, de acuerdo con el artículo 
18 de la CE. 
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En desarrollo de la norma superior se expidió la Ley 7 del 12 de abril de 2007 “Estatuto 
Básico del Empleado Público”, que en el literal o) del punto segundo del artículo 95, 
determina como falta disciplinaria de carácter muy grave, el acoso laboral. 
 
En el mismo sentido, la reforma al Código Penal Español, incluye al interior de los delitos 
de torturas y contra la integridad moral, la conducta de acoso laboral, de la siguiente 
manera: 
 
“(…) el hostigamiento psicológico u hostil en el marco de cualquier actividad laboral o 
funcionarial que humille al que lo sufre, imponiendo situaciones de grave ofensa a la 
dignidad.”152 
 
Sumado a lo anterior, el Estatuto de los Trabajadores de España prevé “el derecho a la 
ocupación efectiva”, es decir el derecho al acceso al trabajo y el respecto a la intimidad y 
la dignidad, conforme con el Real Decreto Legislativo 1 del 24 de marzo de 1995, en 
materia de Seguridad Social la Ley 31 del 08 de noviembre de en materia de Prevención 
de Riesgos Laborales propende por la “protección eficaz en materia de seguridad y salud 
en el trabajo” 
 
Finalmente, es necesario traer a colación el artículo 28 de la Ley 62 del 30 de diciembre 
de 2003 (23936 - 46874) sobre “medidas fiscales, administrativas y de orden social”, el 
cual, crea la figura jurídica de "el acoso", definiéndolo de la siguiente manera: 
 
“Toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como 
objetivo o consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante, humillante u ofensivo” 
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Las anteriores normas y desarrollo jurisprudencial permiten un panorama similar al 
presentado en Colombia respecto a la regulación de las conductas que se consideran 
como acoso laboral, no obstante es preciso revisar el procedimiento que se lleva a cabo 
en España frente al acoso laboral en el sector Público. 
 
 Protocolo de actuación frente al acoso laboral en la Administración General del 
Estado en España. 
El 6 de abril de 2011 la Mesa General de Negociación de la Administración General del 
Estado expidió el Protocolo actuación frente al acoso laboral para los casos de mobbing 
que se presentan entre empleados públicos, con la finalidad de garantizar a los 
empleados públicos un ambiente de trabajo en el que la dignidad de la persona sea 
respetada y su salud no se vea afectada. 
 
Al interior del protocolo se introdujo la siguiente definición: “acoso psicológico o moral «la 
exposición a conductas de Violencia Psicológica intensa, dirigidas de forma reiterada y 
prolongada en el tiempo hacia una o más personas, por parte de otra/s que actúan frente 
a aquélla/s desde una posición de poder –no necesariamente jerárquica sino en términos 
psicológicos–, con el propósito o el efecto de crear un entorno hostil o humillante que 
perturbe la vida laboral de la víctima. Dicha violencia se da en el marco de una relación 
de trabajo, pero no responde a las necesidades de organización del mismo; suponiendo 
tanto un atentado a la dignidad de la persona, como un riesgo para su salud».”153 
 
 Procedimiento de actuación. 
Al igual que en Colombia el procedimiento inicia a partir de la presentación de un escrito 
que en España, en su protocolo se denomina «denuncia», para lo cual se incluye un 
impreso-modelo de denuncia en el protocolo español  
 
La dependencia encargada de recibir la denuncia es la “Unidad será la Inspección 
General de Servicios Departamental”, la cual debe admitir el trámite o inadmitirlo: “(…) 
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por no cumplir con las condiciones exigidas, o por resultar evidente que lo planteado no 
pertenece al ámbito de este protocolo.”154 
 
En el caso de admitir la denuncia la Unidad inicia la Indagación y valoración inicial, 
para lo cual solicitará un informe al Servicio de Prevención del Departamento/Organismo 
y se podrá recopilar información que se requiera para rendir un informe (en un plazo no 
mayor a diez días calendario) sobre el caso y si es necesario ordenar el apoyo sicológico 
a la víctima de acoso moral. 
 
Frente al informe el Jefe de Talento humano de la entidad podrá archivar la denuncia o 
ante una falta distinta al acoso moral podrá remitirlo a la Oficina de Asuntos Disciplinarios 
de la entidad, si es una situación de conflicto entre las partes se propondrá la actuación 
de un mediador; sin embargo, ante indicios claros de acoso laboral se podrá el inicio de 
un expediente disciplinario por la Comisión de una falta muy grave de acoso. 
 
Ahora bien, dice el protocolo: “(…) sino se está aún en condiciones de emitir una 
valoración precisa, el órgano administrativo actuante, trasladará dicho informe inicial y 
toda la información disponible a un «Comité Asesor para situaciones de acoso», 
constituido al efecto, al que se hace referencia más adelante, continuando el 
procedimiento establecido en este protocolo.” 
 
En esta Segunda fase, se constituye un Comité Asesor en un término no mayor a cinco 
días hábiles el cual ordenará la investigación y en el caso de observar conductas de 
acoso laboral ordenará: “(…) la incoación de un expediente disciplinario por la comisión 
de una falta muy grave de acoso y aplicar si procede medidas correctoras de la 
situación.”155  
 
                                               
 
154
 Numeral 3.1. Primera fase del Protocolo de actuación frente al acoso laboral en la Administración General del Estado 
Español. 
155
 Numeral 3.2. segunda fase del Protocolo de actuación frente al acoso laboral en la Administración General del Estado 
Español. 
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Adicionalmente, si existen hechos o circunstancias de índole penal o civil se debe remitir 
el asunto a la autoridad competente.  
 
Como puede observarse, en el protocolo español existe un procedimiento conciliatorio, el 
cual no es previo, y se realiza con posterioridad a un informe de una dependencia de la 
entidad pública, en ese sentido, podría decirse que el protocolo español es menos 
garantista que el procedimiento observado por la norma colombiana, en cuanto a su 
composición, teniendo en cuenta que para la revisión de los hechos el Comité de 
Convivencia Laboral156 debe estar compuesto de forma bipartita en Colombia.    
 
Sin embargo, ante hechos no relacionados con el acoso laboral la normatividad española 
permite remitir los casos penales o disciplinarios de otra índole a las autoridades 
correspondientes, mientras que en Colombia simplemente no se conocen dichos casos 
por el Comité de Convivencia Laboral el cual funge como un tercero conciliador que 
únicamente busca proporcionar soluciones de arreglo entre las partes, que aunque 
podría verse resuelto por el deber de denunciar de todos los empleados públicos157, en la 
práctica no es factible su ocurrencia. 
 
Una vez revisados los dos procedimientos tanto Colombiano como Español158, es factible 
establecer que dichos procedimientos no garantizarían la protección eficaz de los 
derechos de los empleados públicos víctimas de acoso laboral o moral; no obstante, la 
legislación española permite reclamar por medio la justicia ordinaria laboral o “social” el 
incumplimiento de la prevención de riesgos laborales incluido el acoso moral, como lo 
veremos en el siguiente acápite. 
 
 Posibilidad de acceso de los empleados públicos a la Justicia Social (Laboral) 
en España. 
                                               
 
156
 MINISTERIO DEL TRABAJO DE COLOMBIA. Resoluciones 652 y 1352 de 2012: “(…) el Comité de Convivencia 
Laboral estará compuesto por un número igual de representantes del empleador y de los trabajadores.” 
157
 Cuando un empleado público conoce de la comisión de una conducta punible cuya averiguación se debe iniciar de 
oficio y no lo denuncia, se requiere, en primer lugar, que ese empleado público tenga el convencimiento de que se trata de 
una conducta punible que tiene el deber de denunciar, conforme lo demanda también el artículo 27 del Código de 
Procedimiento Penal y de que tiene una información seria, conducente y fundada sobre la comisión de un delito. 
158
 Haciendo la salvedad que no es preciso redundar el procedimiento disciplinario español a profundidad, sino 
simplemente conocer que este se inicia con la incoación del Comité Asesor Español definido en el protocolo. 
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Como ya sabemos los jueces laborales se encargan de los conflictos suscitados entre los 
empleadores y respecto de los trabajadores privados y trabajadores oficiales159 en 
Colombia, de igual manera los órganos jurisdiccionales del orden social (jueces 
laborales, de seguridad social y riesgos profesionales) conocen de dichas relaciones en 
España. 
 
La Ley española 36 de octubre de 2011, reguladora de la jurisdicción social, modifica el 
ámbito de conocimiento del orden jurisdiccional social, ampliándolo y concentrando en el 
orden social el conocimiento de todas aquellas materias de orden laboral, de seguridad 
social o del régimen de riesgos profesionales, es decir que tengan implicaciones sociales. 
 
Así las cosas, se concentra en el orden jurisdiccional social todos los asuntos relativos al 
ámbito de los riesgos profesionales, siendo innecesario dirigirse en España a los jueces 
civil y/o contencioso-administrativo. El literal e) del artículo segundo de la citada Ley, 
establece lo siguiente: 
 
“e) Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales en 
materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al empresario como frente a 
otros sujetos obligados legal o convencionalmente, así como para conocer de la 
impugnación de las actuaciones de las Administraciones públicas en dicha materia 
respecto de todos sus empleados, bien sean éstos funcionarios, personal estatutario 
de los servicios de salud o personal laboral, que podrán ejercer sus acciones, a 
estos fines, en igualdad de condiciones con los trabajadores por cuenta ajena, 
incluida la reclamación de responsabilidad derivada de los daños sufridos como 
consecuencia del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos 
                                               
 
159
 Las personas que prestan servicio al Estado reciben el nombre genérico de empleados oficiales, estos se dividen en 
dos categorías denominados empleados públicos y trabajadores oficiales de acuerdo con la relación jurídica que los 
vincula con la administración. 
Se denominan empleados públicos los funcionarios que se vinculan a la administración mediante una relación legal y 
reglamentaria, y trabajadores oficiales quienes lo hacen mediante una relación de carácter contractual, como lo hacen los 
trabajadores del sector privado y se rigen por lo establecido en el artículo 5 del Decreto 3135 de 1.968, artículo 3 del 
Decreto 1848 de 1.969 y el artículo 3 del Decreto 1950 de 1.973. 
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laborales que forma parte de la relación funcionarial, estatutaria o laboral; y siempre 
sin perjuicio de las competencias plenas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
en el ejercicio de sus funciones.” 
 
La referida unificación posibilita al orden social español (en Colombia laboral) garantizar 
el cumplimiento: “(…) de la normativa de prevención de riesgos laborales, aun cuando no 
se hayan derivado daños concretos por tales incumplimientos.”160 Así las cosas, fortalece 
los instrumentos judiciales para proteger a las víctimas de acoso laboral, incluyendo a los 
empleados públicos que pueden solicitar el cumplimiento de la norma de prevención de 
riesgos laborales que forma parte de la relación entre la entidad pública y los empleados 
públicos en general. 
 
Adicionalmente, conforme con el artículo 96 de dicha Ley, la carga de la prueba 
corresponde en casos de discriminación y en accidentes de trabajo al empresario 
(privado o público)161, lo anterior permite una mayor protección de los empleados 
públicos víctimas de acoso moral en España, pudiendo acudir a la Justicia Laboral 
Ordinaria para amparar sus derechos y no dejar simplemente en manos de la 
administración estatal el resarcimiento de sus prerrogativas fundamentales como ocurre 
en Colombia; para mayor claridad observaremos fallos emitidos por la justicia social en 
España. 
 
 Fallo del Juzgado de lo Social (Laboral) número 2 de Bilbao España. 
Con base en la legislación laboral se conoció el caso de una empleada (servidora 
pública) de la Mancomunidad de las Encartaciones en España, quién realizó una 
denuncia por acoso laboral, dicha sentencia se realizó con base en  la Ley 36 de 2011 de 
España que faculta a los empleados públicos denunciar presuntos casos de acoso moral, 
                                               
 
160
 Preámbulo de la Ley 36 de 2011 de España. 
161
 Ley 36 de 2011 de España artículo 96: “1. En aquellos procesos en que de las alegaciones de la parte actora se 
deduzca la existencia de indicios fundados de discriminación por razón de sexo, orientación o identidad sexual, origen 
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, acoso y en cualquier otro supuesto de vulneración de un 
derecho fundamental o libertad pública, corresponderá al demandado la aportación de una justificación objetiva y 
razonable, suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad. 2. En los procesos sobre 
responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales corresponderá a los deudores de 
seguridad y a los concurrentes en la producción del resultado lesivo probar la adopción de las medidas necesarias para 
prevenir o evitar el riesgo, así como cualquier factor excluyente o minorador de su responsabilidad. No podrá apreciarse 
como elemento exonerador de la responsabilidad la culpa no temeraria del trabajador ni la que responda al ejercicio 
habitual del trabajo o a la confianza que éste inspira.” 
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antes, los funcionarios públicos, a diferencia de los trabajadores privados en España, 
solo podían llevar el acoso laboral por vía de lo contencioso y a través de un 
procedimiento disciplinario al igual que en Colombia, enfrentándose a la Administración 
misma.  
 
En el caso revisado por la Jueza 2 Social (Laboral) de Bilbao es claro que la funcionaria 
víctima de acoso laboral entre 2004 y 2011, estuvo incapacitada por ansiedad, debido a 
las injurias, “(…) y otras dos más por un cólico nefrítico y una cervicalgia, 
respectivamente, dolencias relacionadas con el mal ambiente en el trabajo.” Según la 
sentencia, a su vez, sufrió: “(…) un vaciamiento prácticamente absoluto del contenido y 
las funciones de su puesto. (…) Varios testigos declararon que pasó de ser «la persona 
de referencia de la mancomunidad» para cualquier ciudadano que pidiera información «a 
no estar al corriente de nada». Las tareas que le dejaron -controlar documentos y el 
correo, y atender el teléfono- llevaban una hora, y el resto de la jornada lo pasaba sin 
tener «una ocupación efectiva». Algunos cometidos que teóricamente le podían 
corresponder a ella los realizaba personal eventual.” 
 
El juzgado segundo de lo Social de Bilbao, determinó que, “la inexistencia de un plan de 
prevención que contemple los riesgos psicosociales» es incumplimiento de la normativa y 
tiene «especial incidencia en aquellas organizaciones fuertemente jerarquizadas, al ser 
un factor que aumenta la posibilidad de que sus mandos desarrollen conductas de 
maltrato susceptibles de generar alteraciones psíquicas en los subordinados.” 
 
Lo anterior permite a los empleados públicos en España acudir a la justicia laboral 
ordinario para que se amparen sus derechos al trabajo, a la vida digna y por consiguiente 
a un ambiente de trabajo sano. 
 
 Fallo del Juzgado de lo Social (Laboral) número 4 del Principado de Asturias en 
España. 
En el presente caso aunque los demandados directos son las entidades (mutuales) 
SEPSA e IBERMUTUAMUR, también se involucran con responsabilidad el Instituto 
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Nacional de Seguridad Social, la Tesorería General de la Seguridad Social, y el 
Principado de Asturias Consejería de Salud y Servicios Sanitarios del Principado de 
Asturias; siendo demandante la señora María Carmen Moreira Rodríguez, quien está 
vinculada a la Consejería de Salud y Servicios del principado de Asturias, ocupando el 
puesto de Jefa de Sección de Arbitraje dentro del servicio de consumo adscrito a la 
Agencia ambiental y consumo de la citada Consejería. 
 
La demandante alegaba la existencia de acoso moral en el trabajo o mobbing por parte 
de su superior jerárquica, a lo que el juzgado162 consideró: 
 
“En el acto de juicio se ha acreditado la concurrencia de los requisitos propios del acoso 
moral en el trabajo o mobbing arriba referidos por parte de su superior (hostigamiento 
dirigido a menoscabar su dignidad), así las testigos han depuesto que la superior trataba 
despectivamente a la actora (llamándola enanita rarita), gritándola, insultándola, 
dirigiéndose a ella a través de terceras personas, menospreciando su trabajo.” 
 
De acuerdo a lo anterior el juzgado fallo a favor de la demandante declarando la 
incapacidad temporal, el cual se deriva de accidente de trabajo, condenando a los 
demandados y de esta manera amparando los derechos fundamentales al trabajo y a la 
vida digna de la demandante. 
 
De lo expuesto, es claro que el procedimiento administrativo sancionatorio y la justicia 
contenciosa administrativa, no fueron suficientes en España para amparar los derechos 
de los empleados públicos víctimas de mobbing y por ende fue necesario que el 
legislador permitiera el acceso al Justicia Social (Laboral) para que en primera medida no 
sea un operador disciplinario o un cuerpo colegiado de la entidad en la cual se cometió la 
conducta acosadora el que conociera y juzgara el caso, sino un juez de la comunidad 
autónoma española garantizando imparcialidad en el desarrollo del proceso; y por otro 
lado, acudir directamente a la Justicia Ordinaria permite evitar procedimientos que 
pueden dilatar en el tiempo la atención al empleado público y ocasionar un mayor daño 
en la salud mental y física de la víctima. 
                                               
 
162
 JUZGADO DE LO SOCIAL Nº 4 DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS – ESPAÑA. Sentencia: 00417/2011. Asunto: 
Seguridad Social. 2011 
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En similar situación, el Tribunal Supremo de España. Sala de lo Social Sede: Madrid 
Sección: Nº de Recurso: 2910/2012 en Auto del veintinueve de Mayo de dos mil trece; 
reconoce la improcedencia del despido realizado mediante carta a la actora, imputándole 
desidia dejadez y desgana en el desarrollo de sus cometidos laborales, por cuanto se 
avizoran hechos que podían constituir mobbing.  
 
Ahora bien, en el ámbito público se puede observar la reclamación de responsabilidad 
patrimonial de una profesora del Colegio Público Ballester Fandos, al observarse un “(…) 
trato desconsiderado, discriminatorio y humillante, dispensado por el equipo directivo del 
centro durante los cursos 2004/05 y 2005/06, y la Sala de instancia, después de 
examinar de forma rigurosa y detallada la figura del acoso sicológico o moral en el 
trabajo, o mobbing”163, aunque no se acreditó el mobbing, por carencia de material 
probatorio, si realiza un estudio pormenorizado del caso brindando seguridad jurídica a la 
empleada pública y permitiendo el derecho al respecto a sus derechos fundamentales 
como el derecho a la dignidad y los derechos inespecíficos conexos. 
 
2.1.3 Brasil gran regulación a nivel local y protagonismo del 
poder judicial. 
Ahora Respecto a la regulación jurídica en materia de acoso laboral, es preciso en 
primera medida, detallar el concepto de funcionario público, el cual se encuentra 
contenido en el artículo 2 de la Ley 8.112 de 1990, “(…) el servidor es la persona 
legalmente investido en el cargo público.”  
 
Con posterioridad, el Estado de Sao Paulo aprobó la Ley 12.250 de 2006, que sanciona 
la práctica de lo que se ha denominado en Brasil como el “assédio moral”; prohibiendo 
                                               
 
163 Tribunal Supremo de España. Sala de lo Contencioso. Sede: Madrid. Sección: 6. Nº de Recurso: 2561/2012 Ponente: 
JOSE MARIA DEL RIEGO VALLEDOR. Veinticinco de Julio de dos mil trece. 
¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. 101 
 
“(…) cada acción, gesto o palabra, practican repetitivamente por agente, empleado, 
empleado, o cualquier persona que, abusando de la autoridad que le confiere sus 
funciones se considera, cuyo propósito efecto o lograr la autoestima y el servidor de la 
libre determinación, con daños en el escritorio, el servicio prestado al público y al usuario, 
así como la evolución, la carrera y la estabilidad funcional del servidor, especialmente”164 
 
Es de notar que la norma brasileña es específica para la administración pública y 
puntualiza lo siguiente: “la asignación al ejercicio de las funciones técnicas triviales 
execrantes, funciones especializadas, o aquellos para los que, en cualquier caso, 
requieren una formación y conocimientos específicos”, así como “apropiarse del mérito 
de las ideas, propuestas, proyectos o cualquier trabajo de otros.” A diferencia de la 
experiencia colombiana con la Ley 1010 de 2006, la cual es de carácter general para el 
sector público y privado y no observa las especificidades de la administración pública. 
 
Adicionalmente y de manera similar a la experiencia española, los casos en los cuales 
interviene un empleado público son conocidos por la jurisdicción laboral165, el cual puede 
observar la sanción de despido con el artículo 132 de la Ley Federal 8.112 de 1990, que 
regula el régimen jurídico de los empleados públicos de Brasil. 
 
El sustento normativo para los jueces en los diferentes Estados de Brasil, son las 
siguientes: Rio Grande do Sul (Ley Complementaria No. 12.561 de 2006), Río de Janeiro 
(Ley No. 7.121 de 2002), Distrito Federal (Ley 2.349 de 2002) Sao Paulo (Ley 12.250 de 
2006), Estado de Goiás (Ley No.  11.561 de 2010) y  Estado de Mato Grosso (Ley 
Complementaria. N0. 04 de 1990). 
 
Aunque aún no se ha expedido una Ley Federal en contra del Acoso Laboral la justicia 
laboral ordinaria comprende la “intimidación como falta grave que puede implicar la 
pérdida de la seguridad laboral”, de igual manera el infractor o acosador en la 
Administración Pública tiene la siguiente sanción: 
 
                                               
 
164
 Artículo segundo de la Ley 12.250 de 2006 del Estado de Sao Paulo Brasil. 
165
 TRIBUNAL SUPERIOR DE TRABAJO DE BRASIL Número individual: 01461-2002-000-03-00-3. Juez Especial 
Ponente:  Manuel Cándido Rodrigues. 23 de octubre de 2003. 
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“Las personas jurídicas de derecho público y de derecho privado como proveedores de 
servicios públicos serán responsables de daños a sus agentes como tal causa a terceros, 
la garantía del derecho de repetición contra el responsable en caso de fraude o 
negligencia.”166 
 
Así las cosas, el daño causado a las víctimas de acoso laboral entre otros, en la 
Administración Pública, se debe reparar, el cual puede incluir trauma naturaleza psíquica 
y física, según el cual es aplicable al caso. 
 
A propósito de lo anterior el Tribunal Regional del Trabajo, ante la práctica permanente 
de intimidación (daño, la causalidad y la acción culposa del acusado) llegó a la 
conclusión que: “(…) este tipo de prácticas, no puede haber duda (respecto a la víctima), 
compromete su imagen con sus compañeros de trabajo, ya que se desarrolla, el 
sentimiento presumiblemente negativo de incompetencia profesional.”167 
 
Adicionalmente, aunque no existe ley federal, el se juez laboral aplicó como alternativa a 
los preceptos establecidos el Código Civil brasilero168 “(…) para caracterizar el bulling 
como un agravio que debe ser reparado, ya sea que ocurra en público o en privado.” 
 
A manera de conclusión, aunque pareciera necesaria una ley Federal en Brasil (partiendo 
del paradigma positivista), los jueces laborales han defendido a las víctimas de acoso 
laboral, sin importar que estos sean empleados públicos y trayendo a colación principios 
constitucionales y referentes normativos de materias al parecer disímiles como el código 
civil, con la finalidad de amparar los derechos de las víctimas y en este caso de los 
empleados públicos subalternos como la parte débil en la relación laboral. 
 
                                               
 
166
 CONSTITUIÇÃO DA REPÚBLICA FEDERATIVA DO BRASIL. 1988. artículo 37. 
167
 TRIBUNAL REGIONAL DEL TRABAJO Sentencia 0000890-04.0014.2.09.5522. 
168
 CONGRESO NACIONAL DE BRASIL. Ley N° 10.406 del 10 de enero de 2002. 
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A continuación se revisará el impacto que ha suscitado la Ley 1010 de 2006 en beneficio 
de los empleados públicos víctimas de acoso laboral y la protección que brindan los 
procedimientos conciliatorio y sancionatorio desde la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional y el Consejo de estado en la República de Colombia. 
 
2.2 Reconstrucción teórico-jurisprudencial en materia de 
acoso laboral. 
A En el presente capítulo se buscarán posibles soluciones que desde la Corte 
constitucional colombiana se hayan propuesto respecto a la protección a los empleados 
públicos víctimas de acoso laboral. 
 
Es así como en la Sentencia T- 882 de 2006 se analiza la procedencia de la acción de 
tutela cuando los accionantes son empleados públicos, respecto de las medidas 
preventivas y correctivas, contenidas en la Ley 1010 de 2006, al respecto la Corte 
Constitucional ha determinado que dichas medidas “(…) no son mecanismos judiciales 
de protección de los derechos fundamentales del trabajador; por el contrario, se trata 
simplemente de instrumentos de carácter administrativo.” Como ya se observó en el 
capítulo tercero sobre reconstrucción teórico-conceptual del Estado del arte del presente 
trabajo. 
  
Ahora bien, en lo referente al régimen sancionatorio, la Ley 1010 de 2006 para el caso de 
la administración pública, los funcionarios que incurran en la conducta de acoso laboral 
se entiende como una falta disciplinaria gravísima169, de conformidad con lo anterior, 
                                               
 
169
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Artículo 17 de la Ley 1010 de 2006. Por el contrario, en 
el ámbito de lo privado, el acoso laboral puede ser sancionado de la siguiente forma (i) como terminación del contrato de 
trabajo sin justa causa, cuando haya dado lugar a la renuncia o el abandono del trabajo por parte del trabajador regido por 
el Código Sustantivo del Trabajo; en tal caso procede la indemnización en los términos del artículo 64 del Código 
Sustantivo del Trabajo; (ii) con sanción de multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales para la 
persona que lo realice y para el empleador que lo tolere; (iii) con la obligación de pagar a las Empresas Prestadoras de 
Salud y las Aseguradoras de riesgos profesionales el cincuenta por ciento (50%) del costo del tratamiento de 
enfermedades profesionales, alteraciones de salud y demás secuelas originadas en el acoso laboral; (iv) con la presunción 
de justa causa de terminación del contrato de trabajo por parte del trabajador, particular y exoneración del pago de 
preaviso en caso de renuncia o retiro del trabajo; y (v) como justa causa de terminación o no renovación del contrato de 
trabajo, según la gravedad de los hechos, cuando el acoso laboral sea ejercido por un compañero de trabajo o un 
subalterno. 
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en los eventos que el acoso laboral ocurra en el sector público, dice la Corte: “(…) la 
víctima del mismo cuenta tan sólo con la vía disciplinaria para la protección de sus 
derechos, mecanismo que no sólo es de carácter administrativo y no judicial en los 
términos del artículo 86 Superior, sino que no resulta ser eficaz para el amparo del 
derecho fundamental a gozar de un trabajo en condiciones dignas y justas.” 
 
En el mismo sentido, la Corte constitucional afirma y respalda la hipótesis del presente 
trabajo al afirmar que “(…) para el caso del sector público el legislador no previó la 
puesta en marcha de medidas preventivas, como sí su sucede en el ámbito privado. En 
efecto, no sólo la vía disciplinaria no es tan rápida como la tutela, sino que además, por 
medio de ella, no se puede lograr el traslado del trabajador, o al menos, la impartición de 
una orden al superior para que cese de inmediato en su conducta.”, de igual manera el 
procedimiento sancionatorio “(…) no tiene efectos frente a particulares, como por 
ejemplo, las Aseguradoras de Riesgos Profesionales cuando quiera que éstas se 
nieguen a practicar exámenes médicos para calificar el origen de una enfermedad 
profesional (estrés laboral).”170  
  
De acuerdo a lo anterior, es a todas luces claro que la Ley 1010 de 2006, y sus 
mecanismos de orden conciliatorio y sancionatorio del acoso laboral en el sector público 
no permiten un amparo célere y eficaz de los derechos al trabajo, la honra, la vida digna 
y un ambiente sano de trabajo para los empleados públicos víctima de acoso laboral; 
para lo cual la Corte Constitucional establece que “(…) la tutela resulta ser el instrumento 
idóneo en estos casos” 
 
De lo anterior, es pertinente afirmar que ante la existencia de la Ley 1010 de 2006 o no, 
los empleados públicos como sujetos pasivos de mobbing se encuentran en 
desprotección sin que la norma aporte un amparo real a sus derechos, teniendo que 
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 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia T- 882 de 2006. 
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recurrir a la tutela como mecanismo para resguardar sus derechos, por lo tanto la 
expedición de la Ley 1010 de 2006 no proporciona una protección real a las víctimas.  
 
2.2.1 La acción de tutela y su carácter subsidiario y residual en el 
acoso laboral, afirma la desprotección de la Ley 1010 de 
2006 a los empleados públicos víctimas. 
Ahora La acción de tutela está considerada en el artículo 86 de la Constitución Política, 
con la finalidad de buscar protección de los Jueces de la República, a través de un 
procedimiento preferente y sumario, para la protección en tiempo real de los derechos 
constitucionales fundamentales, en el evento que exista violación de los mismos por el 
Estado o un particular, el artículo 5 del Decreto 2591 de 1991171, determina que: “La 
acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que 
haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 
de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de 
conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este Decreto. La procedencia de la 
tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya 
manifestado en un acto jurídico escrito.” 
 
La Corte Constitucional172, manifestó al respecto que:  
 
“La acción de amparo es un mecanismo preferente y sumario que busca dar protección 
privilegiada a los derechos fundamentales de las personas cuando los mismos se vean 
amenazados por una autoridad pública con su acción u omisión y excepcionalmente 
cuando se vean  conculcados por un particular. 
 
De igual manera la acción de tutela, por su naturaleza, opera de manera subsidiaria y 
residual, lo que implica que para su procedencia el accionante debe i) carecer de un 
mecanismo de defensa judicial o carezca de  eficacia o ii) estar ante la ocurrencia de un 
                                               
 
171
 Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política. 
172
 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA. Sentencia  T-187 de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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perjuicio irremediable y el amparo se promueva como mecanismo transitorio.” (Subrayas 
fuera del texto). 
 
El Consejo de Estado, como máximo tribunal administrativo en Colombia, en su Sección 
Cuarta, comparte la aseveración de la Corte Constitucional sobre la falta de protección 
que la Ley 1010 de 2006 otorga a los empleados públicos víctimas, por cuanto el: “(…) 
referido cuerpo normativo no contiene una medida que, en últimas, resulte eficaz para la 
protección de los derechos fundamentales que pueden estar de por medio cuando se 
denuncian hechos constitutivos de acoso laboral en el sector público, la tutela es el 
mecanismo llamado a garantizar los bienes fundamentales presuntamente vulnerados. 
Lo anterior, en razón a que para asuntos presentados dentro de dicho marco, la 
normatividad previó un proceso disciplinario contra el presunto agresor, en donde, en 
principio, no puede solicitarse, v, gr., el traslado del afectado.”173 
 
Adicionalmente el Consejo de Estado174 determinó lo siguiente: 
 
“Entonces, al igual que la Corte Constitucional, la Sala estima que para los casos de 
acoso laboral que se presenten en el sector público, la vía disciplinaria puede no ser un 
mecanismo efectivo para la protección de los derechos de los trabajadores. Y, por ende, 
la tutela resulta ser el instrumento idóneo, sin perjuicio, por supuesto, de la 
responsabilidad disciplinaria que se pueda imputar al sujeto activo de la conducta que 
sanciona la Ley 1010 de 2006.” 
 
De las anteriores consideraciones de los máximos tribunales constitucional y 
administrativo en Colombia, podemos afirmar que la desprotección en la cual se 
encuentran los empleados públicos víctima de mobbing en Colombia y el corto avance 
                                               
 
173
 CONSEJO DE ESTADO DE COLOMBIA. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección  Segunda Subsección B. 
M.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila  Bogotá D.C., dieciocho (18) de agosto de dos mil once 2011).  Expediente Nº 
25000-23-15-000-2011-01077-01. 
174
 CONSEJO DE ESTADO DE COLOMBIA. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta,  de 19 de agosto de 
2010, M.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, Expediente Nº. 2010-01304-01. 
¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. 107 
 
que propició la Ley 1010 de 2006 para la protección real de los derechos a la vida digna y 
al trabajo; ocasiona incertidumbre sobre la concreción de los derechos fundamentales en 
las relaciones laborales al interior de la administración pública, máxime cuando es 
preciso recurrir a un mecanismo subsidiario y residual como es la acción de tutela. 
 
De conformidad con lo anterior, Y teniendo en cuenta la imposibilidad de resolver la 
problemática con un facilista cambio normativo desde el paradigma positivista por su falta 
de validez, legitimidad y eficacia; entraré a observar a profundidad las deficiencias no 
solamente del paradigma positivista, sino de la modernidad liberal, oscultando sobre el 
concepto de justicia en MacIntyre, en el denominado paradigma comunitarista; con el 
objeto de buscar soluciones al problema de investigación. 
 
2.3 Reconstrucción teórico-conceptual desde MacIntyre. 
En el presente capítulo es una pretensión brindar herramientas para el amparo de las 
víctimas de acoso laboral (empleados públicos), a partir del concepto de justicia que se 
ha desarrollado por el profesor Alasdair MacIntyre en el cual se privilegia la noción de 
comunidad, bien común y mérito175; sobre el individuo sus anhelos e intereses, como se 
desarrollará a continuación. 
 
En la reconstrucción teórico-conceptual del Estado del Arte del presente trabajo se 
observaron diferentes paradigmas modernos, tales como el positivismo normativo de 
Kelsen y analítico en Hart, el paradigma consensual-discursivo de Rawls y Habermas, los 
argumentos endilgados por el iusnaturalismo actual desde Finnis y el 
neoconstitucionalismo en Vigo, con la finalidad de buscar soluciones a la problemática de 
la falta de protección de los empleados públicos víctimas de acoso laboral con los 
procedimientos jurídicos disponibles actualmente en Colombia.  
 
                                               
 
175 La responsabilidad ante la mayor o menor contribución al bien de la sociedad como un todo. 
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Sin embargo, es mi pretensión ir más allá, y desde una postura crítica de la modernidad 
analizar los conceptos de justicia e igualdad frente a los procedimientos establecidos por 
la Ley 1010 de 2006. 
 
Así las cosas, a partir del positivismo jurídico en la modernidad, únicamente se puede 
observar el problema de investigación de manera cientificista176 “como una imitación 
servil del método y el lenguaje de la ciencia”177, de igual manera, dicho paradigma exige 
la separación entre el “deber ser”,  y el “ser”; lo anterior en palabras de Bauman178 
privilegia  los avances tecnológicos, la burocracia moderna y el eficientismo de los 
procesos y procedimientos que exaltan los mecanismos para llegar a un fin, dejando a un 
lado lo sustancial, que para el caso específico es el amparo a los empleados públicos 
víctimas de mobbing, en lo cual la Ley 1010 de 2006 queda corta. 
 
De acuerdo a la anterior escisión positivista entre moral y derecho no es dable tener el 
panorama completo de la problemática, y por ello es preciso recurrir a, MacIntyre179, 
quién asevera que muchas de las falencias en la investigación, para este caso jurídica, 
se debe a que al interior de la modernidad se ha dejado a un lado los conceptos de virtud 
y justicia, los cuales son reemplazados por la aplicación de normas con presunción de 
validez. 
 
                                               
 
176
 POPPER K.R. La Miseria del Historicismo, trad. P. Schwartz, Madrid. ED. Alianza. 1981. Pág. 74. 
177
 HABERMAS J. Conocimiento e interés, trad. M Jiménez, J.F Ivars y L Martín Santos. Madrid. ED. Taurus. 1982. Pág. 
13“El Cientificismo significa la fe de la ciencia en sí misma, o dicho de otra manera, el convencimiento de que ya no se 
puede entender la ciencia como una forma de conocimiento posible, sino que debemos identificar el conocimiento con la 
ciencia”  
178
 BAUMAN, Zygmunt, Modernidad líquida, Editorial Fondo de Cultura Económica, México DF, 2004. “(…) limitar el 
problema de los medios y liberar a los medios de los fines-ahora reconstruidos como restricciones- fue el fondo de la 
revolución moderna.” 
179
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud, Trad. Valcárcel. Barcelona. ED. Crítica. Grupo editorial Grijalbo. 1984. Pág. 75 
“(…) las reglas de la moral serían entonces explicadas y justificadas como las que es esperable que acepte cualquier ser 
que posea tal naturaleza humana.” 
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En ese sentido, es preciso analizar a luz de la moral las actividades que se desarrollan 
en el puesto de trabajo en el marco de las “practicas180”, profesiones u oficios, relaciones 
humanas que sirven como marco para la conducta analizada en el presente trabajo.  
 
De esta manera, partiendo de las relaciones laborales, es necesario analizar la 
posibilidad de asegurar la vida digna y un ambiente sano de trabajo a las víctimas de 
mobbing, por medio de la aplicación de los conceptos de justicia e igualdad en MacIntyre, 
con la finalidad de proporcionar herramientas ante el acoso laboral en el marco de la 
modernidad. 
 
Así pues, MacIntyre, evidencia que el concepto de mérito181, no está involucrado en las 
teorías de los pensadores herederos de la modernidad: “(...) la noción de mérito sólo 
tiene sentido en el contexto de una comunidad cuyo vínculo primordial sea un 
entendimiento común, tanto del bien del hombre como del bien de esa comunidad, y 
donde los individuos identifiquen primordialmente sus intereses por referencia a esos 
bienes”182  
 
De acuerdo a lo anterior, el criterio de justicia liberal moderno, carece del concepto de 
mérito y por lo tanto, guarda más relevancia en el concepto de justicia, la concepción de 
lo correcto sobre lo que es bueno para el individuo; así las cosas, lo justo, guarda mayor 
relación con lo netamente jurídico, es decir lo que ha expresado el legislador a través de 
su producto normativo. 
 
No obstante lo anterior, existe una pluralidad de conceptos de justicia (los cuales se 
revisarán en el tercer capítulo del presente trabajo sobre validación), al respecto dice 
                                               
 
180
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem Pág. 233 “(…)Por «práctica» entenderemos cualquier forma coherente y 
compleja de actividad humana cooperativa, establecida socialmente, mediante la cual se realizan los bienes inherentes a 
la misma” 
181
 MACINTYRE la entiende como la responsabilidad ante la mayor o menor contribución al bien de la sociedad como un 
todo. 
182
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 307. 
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MacIntyre, que la justicia para el liberalismo moderno únicamente observa el “deber ser” 
y deja al arbitrio del individuo el desarrollo del concepto de “vida buena”183  
 
El profesor MacIntyre asevera que es necesario un concepto de justicia que fundamente 
cualquier teoría filosófica lo cual se desarrolla en medio del marco cultural: “Cada acción 
es portadora y expresión de creencias y conceptos de mayor o menor carga teórica; cada 
fragmento de teoría y cada expresión de creencia es una acción moral y política”184.  
 
Así las cosas, la teoría filosófica liberal que brinda soporte moral a los paradigmas 
modernos: “(…) no debe ser crear un cuerpo de doctrina coherente pero impracticable, 
sino deducir las ideas que puedan contribuir a una mejor práctica”185 
 
No obstante lo expuesto, aunque es claro que para MacIntyre la modernidad liberal no 
ofrece respuestas al problema de investigación debido a que no cuenta con un concepto 
de justicia claro, en ninguno de los paradigmas expuestos en el Estado del Arte (En el 
capítulo de validación se confrontarán los diferentes paradigmas como se ha dicho), 
podemos establecer que MacIntyre es un crítico de las posturas economicistas186 de la 
modernidad y aunque, él mismo tiene antecedentes marxistas, se ha alejado del mismo, 
debido a que éste se encuentra subsumido dentro de la misma modernidad liberal: “el 
marxismo, el más influyente adversario teórico de la cultura moderna, no es otra cosa 
sino una versión más de este mismo dualismo de la modernidad, con la distinción entre 
base y superestructura ideológica”187.  
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 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 271. Para el autor: “Hemos llegado entonces a una conclusión 
provisional sobre la vida buena para el hombre: la vida buena para el hombre es la vida dedicada a buscar la vida buena 
para el hombre, y las virtudes necesarias para la búsqueda son aquellas que nos capacitan para entender más y mejor lo 
que la vida buena para el hombre es.” 
184
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 86. 
185 SPAEMAN Robert. La crítica de las utopías políticas. ED. EUNSA; Pamplona, 1978. Pág. 344. 
186
 BUNGE Mario. Filosofía Política. Trad. Rafael González del Solar. ED GEDISA. Barcelona. 2009. Pág. 97 
Reduccionismo económico. 
187
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 86. 
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En ese orden de ideas, MacIntyre es amplio en cuanto a su apreciación de las 
contradicciones de la sociedad moderna y no reduce el problema al aspecto meramente 
económico, sino que observa los factores culturales, sociales e inclusive religiosos en el 
momento histórico de cada uno, observando conceptos como justicia y virtud a través de 
las edades para llegar a una definición actual que escape de la influencia liberal moderna 
que tiene sus bases en el pensamiento racional kantiano188. 
 
Lo anterior permite un análisis del problema de investigación más amplio como ha sido 
mi pretensión desde el principio del trabajo y no solamente reproducir el producto 
normativo expidiendo más leyes que aumenten la complejidad del sistema y por 
consiguiente no permitan el acceso, en este caso al sistema jurídico, de los miembros de 
la sociedad con menos capacitación y recursos económicos y sociales para buscar la 
protección de sus pretensiones, como es el caso en no pocas ocasiones de los 
empleados públicos sin una capacitación jurídica.  
 
2.3.1 La Aplicación de la Justicia desde MacIntyre. 
Ahora Comoquiera que es indispensable no solamente reconocer unos derechos189 o 
derechos humanos190 a la vida digna y al ambiente sano de trabajo a los empleados 
públicos víctimas de acoso laboral, sino que, es necesario salir del discurso liberal sobre 
los derechos e ir más allá y evidenciar herramientas para comprender y valorar la vida y 
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 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 24. “El concepto de justicia que aparece en la primera argumentación 
tiene su raíz en la enumeración de las virtudes aristotélicas. La genealogía de la segunda argumentación lleva, a través de 
Bismarck y Clausewitz, a Maquiavelo. El concepto de liberación que aparece en la tercera argumentación tiene raíces 
superficiales en Marx y más profundas en Fichte. En el segundo debate, el concepto ele derechos, que tiene sus 
antecedentes en Locke, se enfrenta con un imperativo generalizable reconociblemente kantiano y con una llamada a la ley 
moral tomista. En el tercer debate, una argumentación que se debe a T. H. Green y a Rousseau compite con otra que tiene 
por abuelo a Adam Smith. Este catálogo de grandes nombres es sugerente; sin embargo, puede resultar engañoso por dos 
motivos. La cita de nombres individuales puede conducirnos a subestimar la complejidad de la historia y la antigüedad de 
tales argumentaciones. Y puede llevarnos a buscar esta historia y esta antigüedad sólo en los escritos de los filósofos y los 
teóricos, y no en los intrincados cuerpos de teoría y práctica que son las culturas humanas, cuyas creencias sólo de 
manera parcial y selectiva son expresadas por filósofos y teóricos.” 
189
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 95. “Por –derechos-  no me refiero a los derechos conferidos por la 
ley positiva o la costumbre a determinadas clases de personas; quiero decir aquellos derechos que se dicen 
pertenecientes al ser humano como tal y que se mencionan como razón para postular que la gente no debe interferir con 
ellos en su búsqueda de la vida, la libertad y la felicidad.” 
190
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 95. “La expresión «derechos humanos» es ahora más corriente que 
cualquier otra expresión Dieciochesca. Sin embargo, y de cualquier modo, positivo o negativo, que se invoquen, se 
sobreentiende que atañen por igual a cualquier individuo, cualquiera que sea su sexo, raza, religión y poco o mucho 
talento, y que proveen de fundamento a multitud de opciones  orales concretas.” 
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el bien humano en juego para el caso específico, es preciso aplicar el concepto de 
justicia desarrollado por  MacIntyre a través del criterio de justicia. 
 
Así las cosas, es preciso interiorizar en la sociedad y de manera institucional el concepto 
de justicia, y esto se puede lograr a través de los jueces, que pueden involucrar criterios 
de justicia; sin embargo, las más de las veces, las discusiones presentadas a los jueces, 
obedecen a enfrentamiento de pretensiones que no en pocas ocasiones privilegian los 
intereses de los grupos con mayores recursos económicos y mayor posición social, 
asegurando un procedimiento jurídico (a través de la ley) con pretensión de imparcial, 
pero que en últimas no permite la protección de las víctimas de acoso laboral. 
 
MacIntyre propone una noción clásica de justicia, que recupera el concepto de mérito: 
“una disposición para dar a cada persona, incluido a uno mismo, lo que esa persona 
merece y no tratar a nadie de una manera incompatible con sus méritos”191. La anterior 
noción denota una influencia claramente tomista, acercándose a un concepto de justicia 
distributiva que otorga beneficios con base en el mérito y necesidad de cada cual. 
  
 
Otra vez MacIntyre establece: “Actuar con justicia es en una parte fundamental, dar a 
cada persona lo que esa persona merece con respecto a su contribución al bien global, 
tanto en la distribución de los cargos públicos como en la del honor y otras recompensas. 
La justicia en el intercambio está gobernada por una escala de valor coherente con esa 
misma concepción del bien global. Y las reglas que definen las acciones y transacciones 
justas son constitutivas de aquella forma de vida en la cual y a través de la cual se 
alcanza lo bueno y lo mejor” 
 
Adicionalmente, el principio de igualdad en MacIntyre procura un tratamiento igual a los 
aspectos iguales y abordar lo diferente de manera diferente. “La justicia es una aplicación 
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 MACINTYRE Alasdair. Justicia y racionalidad Trad. Alejo J. Sisón. ED. EIUNSA. Barcelona, 1994. Pág.199. 
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de la razón a la conducta y concierne a cómo la voluntad puede dirigirse racionalmente 
hacia la conducta correcta”192.   
 
De conformidad con lo anterior, es factible utilizar al profesor MacIntyre para brindar una 
solución a partir del concepto de justicia, que a través de los jueces y una interiorización 
de valores y virtudes en la sociedad, apreciando la pluralidad de comunidades que 
afloran en un país como Colombia sea factible resolver el problema de investigación. 
                                               
 
192
 MACINTYRE Alasdair. Justicia y racionalidad Ídem. Pág.198. 
  
 
 
 
3. VALIDACIÓN DE LOS DIFERENTES 
PARADIGMAS JURÍDICOS A PROPÓSITO 
DEL CONCEPTO DE JUSTICIA Y LA 
PROBLEMÁTICA DEL ACOSO LABORAL 
EN COLOMBIA 
En el presente capítulo es una pretensión brindar herramientas para el amparo de las 
víctimas de acoso laboral (empleados públicos), en primera medida a partir del análisis 
de la producción normativa y su relación con el concepto de justicia y en segundo lugar, 
observar la discusión sobre el concepto de justicia que se ha desarrollado en la 
modernidad contraponiendo el paradigma consensual-discursivo de Rawls y la idea de 
Justicia en el neo-constitucionalismo en Dworkin frente al concepto de justicia de 
MacIntyre. 
 
No obstante de manera preliminar, al revisar la labor de los entes gubernamentales frente 
a la prevención, tratamiento y sanción del acoso laboral en Colombia, observamos la 
eficacia de los Instrumentos para la Evaluación de Factores de Riesgo Psicosocial, los 
cuáles han sido utilizados por las Administradoras de Riesgos Profesionales para 
evidenciar y tratar enfermedades de origen profesional como el estrés como enfermedad 
profesional que puede ocasionar entre otras: Infarto de miocardio y otras cardiopatías del 
corazón, Angina de pecho, Infarto agudo de miocardio, Infarto subconsecuente de 
miocardio; así como la enfermedad de origen común agravadas por el trabajo, 
relacionada como aquella enfermedad que no tiene en el trabajo su causa determinante 
sino que se padece con anterioridad, pero como consecuencia de éste se agrava, 
agudiza o desencadena. 
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Ahora bien en lo que respecta a los mecanismos de protección de los empleados 
públicos víctimas de acoso laboral se realizará su validación en los subsecuentes 
apartes, 
 
3.1 Validación de los diferentes paradigmas. 
De manera general, las normas como la Ley 1010 de 2006 responden a un conflicto o 
dificultad entre miembros de la sociedad, “Marx estaba en lo cierto cuando argumentaba 
contra los sindicalistas ingleses de los años 1860 que apelar a la justicia no servía de 
nada, ante la presencia de conceptos rivales de justicia formados e informando la vida de 
los grupos rivales.”193; sin embargo, el autor de El Capital, reducía el conflicto a la lucha 
de clases y a los intereses económicos; aunque Marx le atina a la identificación del 
conflicto como base de la “estructura social moderna.” 
 
Entendido lo anterior, es claro que “la naturaleza de cualquier sociedad no debe, por 
tanto, descifrarse sólo a través de sus leyes, sino de éstas entendidas como índice de 
sus conflictos. Lo que muestran nuestras leyes es el grado y extensión en que el conflicto 
ha de ser suprimido.”194 
 
De conformidad con lo expuesto una mayor regulación normativa no garantiza protección  
a las víctimas de la conducta a sancionar, sino, por el contrario evidencia la magnitud del 
conflicto que se presenta; en ese sentido, la expedición de la Ley 1010 de 2006 no 
demuestra un compromiso del Estado colombiano en contra del acoso laboral, por el 
contrario, dicha normatividad específica demuestra la gravedad y la tensión del conflicto. 
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En segundo lugar, con la finalidad de validar el marco teórico que tiene una gran 
influencia del Comunitarismo como respuesta al liberalismo individualista, es menester 
revisar los diferentes paradigmas del estado del arte del presente trabajo, obviando el 
positivismo jurídico, el cual, con lo expuesto en el trabajo no es viable para resolver el 
problema planteado. 
 
Respecto al iusnaturalismo en Finnis, como se observó en el estado del arte no brinda 
una “razonabilidad práctica”, y por consiguiente no proporciona mecanismos para llegar a 
soluciones a la problemática y el concepto de justicia no escapa de la apreciación 
moderna por lo tanto no será motivo de confrontación en la validación del presente 
trabajo. 
 
3.1.1 MacIntyre vs Rawls. 
Ahora En esta primera contraposición de paradigmas se enfrentan dos teóricos 
preocupados por el concepto de justicia, MacIntyre se expresa de Rawls como “uno de 
los últimos filósofos morales de la modernidad”195, y encausa su crítica en cuestionar las 
bases de la noción de justicia en Rawls a través de los siguientes problemas 
estructurales: 
 
 Justicia, Virtud y “velo de ignorancia” en Rawls. 
Rawls establece de manera general que los principios de la justicia son los que un  
individuo racional elegiría ubicado detrás de lo que denomina un “velo de ignorancia”196 
desconociendo el lugar que dicho individuo ostenta en la sociedad, situación económica, 
cultural, política, social, talentos y aptitudes, conceptos, propósitos en la vida, 
temperamento; así las cosas, dice Rawls que cualquier individuo en dicha situación 
puede realizar una justa distribución de bienes entre los miembros de una sociedad 
cualquier orden social por medio de dos principios: 
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“Toda persona debe tener igual derecho al sistema total más extenso de libertades 
básicas iguales que sea compatible con un sistema similar de libertad para todos”.  
 
“Las desigualdades sociales y económicas han de solventarse de manera que a) sirvan 
al mayor beneficio de los menos aventajados, de acuerdo con el principio del ahorro 
común [el principio del ahorro común provee a una inversión justa en interés de bs 
futuras generaciones] y b) se vinculen a oficios y grupos abiertos a todos bajo 
condiciones de igualdad de oportunidades”197 
 
El primero de ellos se impone sobre el segundo y la justicia tiene generalmente prioridad 
sobre la eficacia; llegando al concepto general Rawlsiano, según el cual: “Todos los 
bienes sociales primarios, libertad y oportunidades, ingresos y bienestar, y las bases del 
autorrespeto, deben distribuirse igualmente a menos que la distribución desigual de 
cualquiera de esos bienes favorezca a los menos favorecidos”198 
 
Respecto a los principios expuestos y a la forma de la Teoría de la Justicia de Rawls 
existen críticas, como la realizada por Nozick (del cual hablaremos más adelante); sin 
embargo, no es nuestro interés ni tampoco del profesor MacIntyre observar los mismos, 
así las cosas, es preciso exponer los problemas estructurales. 
 
En inicio, no se observa una relación directamente proporcional entre justicia y virtud: 
“Las cualidades de carácter se aprecian sólo porque nos llevarán a seguir el conjunto de 
reglas correcto. «Las virtudes son sentimientos, esto es, familias relacionadas de 
disposiciones y propensiones reguladas por un deseo de orden más alto, en este caso un 
deseo de actuar de conformidad con los correspondientes principios morales», afirma 
John Rawls, (…) «las virtudes morales fundamentales» como «fuertes y normalmente 
eficaces deseos de actuar conforme a los principios básicos de la justicia»”199 
                                               
 
197
 RAWLS John. Teoría de la Justicia. Ídem. Pág. 302. 
198
 RAWLS John. Teoría de la Justicia. Ídem. Pág. 303. 
199
 RAWLS John. Teoría de la Justicia. Ídem. Pág. 484. 
Capítulo 3 119 
 
 
En la cita precedente es claro que para Rawls moral y justicia, tienen un vínculo 
estrictamente legal, en ese sentido, el concepto de virtud se encuentra unido al 
cumplimiento de la ley y el cumplimiento de la norma, por lo tanto, las virtudes desde un 
punto de vista reduccionista no son más que el procedimiento de interpretar y aplicar 
normas, que en Rawls se designa como “sentido de justicia”, así las cosas la virtud es 
únicamente la conciencia individual de llevar una conducta apropiada y acorde con el 
sentido del deber; al respecto MacIntyre expresa que: 
 
“puesto que la virtud se entiende por lo general como la disposición o sentimiento que 
producirá en nosotros la obediencia a ciertas reglas, el acuerdo sobre cuáles sean las 
reglas pertinentes será siempre una condición previa del acuerdo sobre la naturaleza y 
contenido de una virtud concreta. Pero (...) el previo acuerdo acerca de las reglas es algo 
que nuestra cultura individualista no puede asegurar”200 
 
Sumado a lo anterior, Rawls basa su teoría de la justicia en derechos de carácter 
universal los cuales se utilizan para la resolución de los casos de conflicto en la sociedad, 
sin embargo, al caer en dicha universalidad moderna no se establece porqué deben 
respetarse esos derechos y no otros. 
 
 Crítica al concepto de “Posición original” en Rawls 
La ficción en la cual Rawls plantea su “velo de la ignorancia”, para que los individuos 
dejen a un lado sus condicionantes y posición en la sociedad, va en contravía de la 
posición real de las personas en la sociedad y considera MacIntyre que la objetividad 
planteada no es posible: “(...) me parece, no sólo que un agente racional en tal situación 
como la del velo de ignorancia no tendría más remedio que escoger esos principios de 
justicia que Rawls pretende, sino también que solamente un agente racional en tal 
situación escogería tales principios”201 
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Así las cosas, nuevamente se impone el carácter individualista moderno de corte liberal, 
dejando a un lado la naturaleza social del hombre y de bien humano compartido y la 
justicia que deviene del mérito de las acciones en sociedad. 
 
De la anterior contraposición de autores, se evidencia que para la protección real de la 
dignidad y el ambiente sano de trabajo a los empleados públicos víctimas de acoso 
laboral, un paradigma liberal como el Rawlsiano, en el cual, la aplicación de un concepto 
de justicia que solamente implique el apego a la norma202, como ya se expuso no 
garantiza la protección a los sujetos materia de estudio y por lo tanto es preciso 
evidenciar otros autores que permitan un acercamiento a la solución del conflicto. 
 
3.1.2 MacIntyre vs Nozick. 
De El concepto de justicia en Nozick no contempla las pretensiones de redistribución que 
involucra la teoría de Rawls. “las posesiones de una persona son justas si su propiedad 
viene avalada por la justicia de su adquisición y de transferencia (...)”203, observamos un 
concepto de justicia netamente liberal amparando el derecho a la propiedad privada, si se 
quiere en Colombia, a la luz del Derecho Civil siempre y cuando su adquisición sea 
válida, así las cosas, las deudas que adquiera un agente social sin recursos económicos 
por motivos de herencia204 es tan válido como el agente social que hereda una gran 
cantidad de tierras y posesiones; concepto de justicia que aunque es claramente 
inequitativo, al menos es honesto frente al marco que le brinda la modernidad liberal en 
la cual se desarrolla. “Es la tesis de que todos los derechos legítimos deben deducirse de 
actos legítimos de adquisición obligatoria.”205  
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Al contrario de MacIntyre, Nozick se caracteriza por abandonar los criterios de justicia 
distributiva y mérito, en los cuales se le brinde a cada persona, incluido a uno mismo, lo 
que esa persona merece y para lo que haya hecho méritos; y opta por determinar como 
uno de los principios de justicia distributiva el siguiente: “(…) una distribución es justa 
cuando cada uno tiene derecho a tener lo que posee bajo esa distribución.”206   
 
Al respecto es claro que Nozick cae en una posición contractual, en la que, en un pasado 
de fábula existió una distribución que privilegió a algunos, punto de vista que no resiste 
un análisis a la luz del materialismo histórico207 y por lo tanto, teniendo en cuenta su débil 
concepto de justicia, a través del presente autor tampoco es dable resolver problema de 
investigación. 
 
3.1.3 MacIntyre vs Dworkin. 
Desde la teoría de los derechos “Dworkin pretende rescatar el liberalismo de las garras 
del positivismo jurídico y de la filosofía utilitarista”208 Dworkin, proporciona una más férrea 
posición a la noción de derechos a los cuales se debe ajustar cualquier decisión judicial. 
 
Sin embargo, nuevamente MacIntyre, reitera la falta de fundamentación de dichos 
derechos “Ronald Dworkin ha argumentado recientemente que la doctrina central del 
liberalismo moderno es la tesis de que las preguntas acerca de la vida buena para el 
hombre o los fines de la vida humana se contemplan desde el punto de vista público 
como sistemáticamente no planteables. Los individuos son libres de estar o no de 
                                               
 
206
 MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud. Ídem, Pág. 304. 
207
 ENGELS Friedrich. Del socialismo utópico al socialismo científico de 1880, en: http://www.marxists.org/espanol/m-
e/1880s/dsusc/index.htm “La concepción materialista de la historia parte de la tesis de que la producción, y tras ella el 
cambio de sus productos, es la base de todo orden social; de que en todas las sociedades que desfilan por la historia, la 
distribución de los productos, y junto a ella la división social de los hombres en clases o estamentos, es determinada por lo 
que la sociedad produce y cómo lo produce y por el modo de cambiar sus productos. Según eso, las últimas causas de 
todos los cambios sociales y de todas las revoluciones políticas no deben buscarse en las cabezas de los hombres ni en la 
idea que ellos se forjen de la verdad eterna ni de la eterna justicia, sino en las transformaciones operadas en el modo de 
producción y de cambio; han de buscarse no en la filosofía, sino en la economía de la época de que se trata. Cuando nace 
en los hombres la conciencia de que las instituciones sociales vigentes son irracionales e injustas, de que la razón se ha 
tornado en sinrazón y la bendición en plaga, esto no es más que un indicio de que en los métodos de producción y en las 
formas de cambio se han producido calladamente transformaciones con las que ya no concuerda el orden social, cortado 
por el patrón de condiciones económicas anteriores.” 
208
 DWORKIN Ronald Los derechos en serio. ED Ariel, Barcelona, 1984. En el prólogo a la edición Pág. 22. 
122 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 1010 DE 2006. 
 
acuerdo al respecto. De ahí que las reglas de la moral y el derecho no se derivan o 
justifican en términos de alguna concepción moral más fundamental de lo que es bueno 
para el hombre. Al argumentar así creo que Dworkin ha identificado una actitud típica no 
sólo del liberalismo, sino de la modernidad. Las reglas llegan a ser el concepto primordial 
de la vida moral”209  
 
Así pues, lo que entiende por justicia Dworkin encuentra su cortapisa en el empleo de las 
reglas; es decir la materialización de las normas y leyes a través de los jueces utilizando 
la normatividad que ha expedido el legislador.  
 
Para lo cual “Dworkin propone un modelo de juez omnisciente –el célebre Hércules- que 
es capaz de solucionar los casos difíciles y encontrar respuestas correctas para todos los 
problemas.”210, el cual resuelve con base en los derechos que se catalogan de carácter 
universal, siendo éstos meramente reglas creadas en el marco del liberalismo, como lo 
reconoce el mismo Dworkin al establecer que: 
 
 “Los derechos individuales son triunfos políticos en manos de los individuos. Los 
individuos tienen derechos cuando, por alguna razón una meta colectiva no es 
justificación suficiente para negarles lo que, en cuanto individuos, desean tener o hacer, 
o cuando no justifica suficientemente que se les imponga alguna pérdida o perjuicio. Por 
cierto que una caracterización tal de un derecho es formal, en el sentido que no indica 
qué derechos tiene la gente, ni garantiza siguiera que tengan alguno. Pero no supone 
que los derechos tengan ningún carácter metafísico especial, y la teoría que defendemos 
en estos ensayos se aparta, por ende, de otras teorías de los derechos más antiguas, 
que se apoyan efectivamente en tal suposición”211  
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Así las cosas, los derechos son un producto del pensamiento liberal moderno y por 
consiguiente su carácter o pretensión universalisante, no deja de ser un constructo 
racional moderno que en ninguna medida pueden abarcar diferentes épocas y contextos 
sociales, que tengan aplicación práctica al problema jurídico planteado y por consiguiente 
la noción de justicia en Dworkin tampoco tiene un soporte férreo que permita resolver el 
problema de investigación del presente trabajo. 
 
3.2 MacIntyre, una respuesta aproximada (Proyecciones 
empíricas). 
De MacIntyre no reduce su teoría al ámbito meramente académico, sino, que involucra a 
la gente del común en la misión de la cimentación moral, haciendo evidentes los 
problemas sobre la justicia que involucra la modernidad liberal, los cuales se encuentran 
latentes en las relaciones entre los miembros de la sociedad, lo que nos debe impulsar a 
buscar respuestas como miembros de la sociedad a las problemáticas como la que se 
plantea en el presente trabajo, para lo cual es preciso aplicar una de las funciones de la 
justicia en MacIntyre, la reconstrucción. 
 
Así las cosas, el escocés nos induce a pensar en la función constructora de la justicia por 
fuera no solamente de los paradigmas analizados, sino, aún al margen de la modernidad, 
indicándonos el camino, porque no,  de la cimentación de forma distinta de sociedad 
respetando materialmente los diferentes tipos de comunidades existentes, desarrollando 
un concepto de justicia en el entendido de mérito y virtud buscando el bien no solamente 
del ser humano sino de toda la sociedad, lo cual no puede imponerse por medio de una 
norma, como se pretende con la Ley 1010 de 2006 a través de una institución (Congreso 
de la República), lo cual es invasivo e impositivo sobre las estructuras comunitarias de la 
sociedad; no obstante, en ninguna manera es la pretensión de MacIntyre o la mía propia 
eliminar el Estado; sino, proponer que la producción de la construcción moral sea 
apropiada por las comunidades, para posteriormente someter a diálogo dichas 
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concepciones tradicionales de justicia superando la denominada inconmensurabilidad212 
de los diferentes planteamientos y buscar respuestas a la problemática planteada. 
 
3.3 Proyecciones conceptuales. 
Como se ha reiterado a lo largo del presente trabajo, se hace relevante la teoría del 
profesor MacIntyre, debido a que trata de denunciar las debilidades para resolver los 
problemas estructurales de la sociedad moderna por parte de sus diferentes paradigmas 
y teorías; así las cosas al confrontar diferentes autores de carácter positivista, 
contractual, institucional e inclusive utilitarista, se observa en cada uno de ellos la 
herencia Kantiana de su pensamiento y la “racionalidad” de sus argumentos, en los 
cuales se evidencia un común denominador basado en un preacuerdo si se quiere mítico 
de los individuos (no de la sociedad), sobre conceptos básicos como justicia y los 
denominados “derechos humanos”. 
 
Frente a dicho origen común el filósofo escocés deduce que los resultados de las teorías 
de la modernidad aunque en algunos aspectos son disímiles, no podría tener otro 
resultado que el planteado, dichas diferencias demuestran en sí misma la debilidad de la 
modernidad, debido a la fundamentación de alguna manera metafísica sobre por ejemplo 
derechos universales axiomáticos y formados en un momento histórico previo que a 
todas luces no es demostrable. 
  
Para el problema de investigación específico, es decir para la protección de los 
empleados públicos víctimas de acoso laboral,  la misma modernidad pretende explicarse 
a través de los derechos y libertades, los cuales son únicamente formales, por cuanto su 
contenido no es exigible y no es dable un ejercicio real de dichos derechos. 
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En ese orden de ideas, es pertinente el planteamiento de MacIntyre por el hecho de 
descubrir la falta de libertades en la modernidad y el sofisma213 de distracción a través de 
los derechos universales, en lo cual se asemeja a Marx quién en su momento histórico 
devela la injusticia del capitalismo frente a la mano de obra y la alienación. 
 
En definitiva, es pertinente que las soluciones emanen de las diferentes comunidades al 
interior de la sociedad y no sean una imposición de instituciones burocráticas, al respecto 
el profesor Marcel Silva expone varios ejemplos a lo que denomina “los controles 
legales”, como normas que imponen procedimientos para otorgar tiempos a los 
empleadores que permitan tomar medidas frente a las denuncias o quejas de los 
trabajadores (para el presente caso empleados públicos). 
 
Esta expresión de la imposición estatal, a través de procedimientos dilatadores para 
evitar la protección inmediata de los trabajadores se ha visto desde comienzos del siglo 
pasado, el Profesor Silva lo referencia con la expedición de las Leyes 78 de 1919 y 21 de 
1920, las cuales tenían la pretensión de regular la huelga, pero en últimas. “No regulan la 
huelga sino el derecho a no trabajar, (…) La expedición de estas leyes obedece a la 
necesidad inmediata de intervención del Estado en los movimientos huelguísticos para 
detenerlos.”214 
 
Adicionalmente, dichas normas sobre el derecho a no trabajar establecen: “(…) las 
etapas previas de arreglo y conciliación. (…) tales etapas no son sino lapsos dados a los 
patronos para que la huelga no los tome de improviso, puedan utilizar métodos de 
presión, represión lisonja, esquirolaje, etc., y abortar la paralización de labores.” 215 
 
Como se puede observar la regulación por parte del Estado Moderno Liberal de las 
formas de asociación (en el caso de ejemplo) no permite la protección de derechos y, 
más bien actúa como una forma de mantener el ejercicio del poder en manos de la clase 
dirigente. 
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Finalmente, en el profesor Silva encontramos una descripción práctica y gráfica de la 
manifestación social de necesidades, sin la intervención de un ente regulador externo 
(Estado) que formula respuestas a las problemáticas en el ámbito laboral: “dentro de este 
período tan convulsivo, los trabajadores y sus dirigentes no se pusieron a pensar en 
sindicatos reconocidos por el Estado y reglamentados hasta el detalle sino que utilizaron 
una gama muy amplia de imaginativas formas de organización aptas para desarrollar las 
luchas del momento.” 216 
 
La respuesta a la problemática de explotación laboral a principios del siglo XX nace de 
las diferentes comunidades de trabajadores de los puertos, agrícolas e inclusive en la 
incipiente industria licorera y manufacturera con diferentes apreciaciones de su forma de 
lucha y respecto de la vida buena para el hombre, y las virtudes necesarias para su 
búsqueda. 
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4. Conclusiones. 
4.1 Conclusiones 
Las Para iniciar las conclusiones del presente trabajo es preciso realizar un Recuento 
general del trabajo en el cual se observen tanto el estado del arte como el marco teórico 
y su respectiva validación observando la normatividad vigente nacional e internacional y 
los fallos más relevantes sobre el específico de la Corte constitucional, así como la 
oscultación de diversas latitudes frente a dicha problemática con la finalidad de brindar 
una respuesta al problema de investigación y de esta manera confirmar la tesis de 
investigación. 
 
Así las cosas, frente a la pregunta de investigación sobre la protección que pueden 
permitir los procedimientos conciliatorio y sancionatorio de la Ley 1010 de 2006 como 
mecanismos suficientes e integrales, la Constitución Política colombiana, la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y la OIT han involucrado una descripción de los derechos a la 
dignidad, al trabajo a la salud y a la vida que podrían amparar a los empleados públicos 
víctimas de mobbing; a su vez el Congreso de la República de Colombia adoptó medidas 
para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de 
las relaciones de trabajo, a través de la Ley 1010 de 2006, normalizando el denominado 
“mobbing” o acoso laboral creando un procedimiento conciliatorio y sancionatorio. 
 
Es claro que el procedimiento administrativo – disciplinario no permite a los empleados 
públicos víctimas de mobbing la protección del derecho fundamental a la dignidad y 
demás derechos inespecíficos conexos, toda vez que no es factible acceder a la justicia 
ordinaria laboral para que se brinde una solución que ampare dichos derechos en el caso 
de ser inobservados como si sucede en España con la Justicia Social que observa las 
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problemáticas laborales que se producen en el ambiente de trabajo sean de carácter 
público o privado.  
 
Para evidenciar un ejemplo claro se observó el Procedimiento desarrollado por la 
Universidad Nacional de Colombia, de conformidad con la Resolución de Rectoría 1010 
de 2013, modificada por las Resoluciones de Rectoría 1134 y 1364 de 2013; en el 
procedimiento interno de la Universidad no se contempla la totalidad de los aspectos 
ordenados por el Ministerio de Trabajo en las Resoluciones 652 y 1356 de 2012; ni 
tampoco los lineamientos contenidos en la Resolución 2646 de 2008 que como se dijo 
involucra aspectos a tener en cuenta en los factores psicosociales en el trabajo, extra 
laborales y sus efectos a través de los instrumentos de la Batería para Evaluar Riesgos 
Psicosociales, para realizar seguimiento a los casos de acoso laboral denunciados y de 
esta manera aportar a la resolución de los conflictos, herramientas que ha proporcionado 
el Ministerio de Trabajo pero que necesitan mayor socialización. 
 
Posteriormente se analizaron cada uno de los procedimientos motivo de estudio para 
evidenciar la protección que pretendían brindar, observando fallos del Ministerio Público, 
en los cuales es evidente que la regulación realizada por la norma y su desarrollo por el 
operador administrativo disciplinario es ineficaz; al considerar que el acoso laboral es 
generalmente público y no privado, al no reconocer al sujeto pasivo de acoso laboral en 
algunos casos como sujeto procesal, a las grandes dificultades probatorias que entraña 
el procedimiento y a la protección del bien jurídico administración y no a los “derechos” 
del empleado público y el posible temor a denunciar debido a la posible temeridad que 
podría ocasionar máxime cuando el mismo procedimiento impone la carga de la prueba 
en cabeza de la víctima en los casos que el acoso es secreto debiendo acudir al Código 
de Procedimiento Civil en dichos aspectos teniendo que recurrir por la tecnificación 
jurídico-administrativa del procedimiento a un abogado de confianza. 
 
Las anteriores falencias nos alejaron de las garantías que ofrecían dichos 
procedimientos, las cuales evidentemente eran meramente formales y no garantizaban la 
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protección de derechos fundamentales, de los cuales también se generaron dudas sobre 
la capacidad de protección que proporcionan. 
 
Con posterioridad se revisaron los fallos más relevantes de la Corte Constitucional 
colombiana, en los cuáles se mantuvo la exequibilidad sobre temeridad de la queja de 
acoso laboral, (Sentencia C – 738 de 2006), en lo referente a la salud mental del 
empleado público, (Sentencia T – 882 de 2006), la Corte Constitucional determinó la 
vulneración del artículo 25 de la Constitución Política, como lo manifestó dicha Corte en 
la Sentencia T- 232 de 1999, aún antes de la expedición de la Ley 1010 de 2006; es decir 
que la protección al empleado público ante actos que puedan considerarse como acoso 
laboral tiene sus antecedentes en la norma superior y no se encuentra limitada a la 
regulación realizada en la Ley 1010 de 2006; al revisar la Sentencia C – 780 de 2007, 
como ya se dijo, cuando la conducta no sea “repetida y pública”, no es dable la 
presunción de la ocurrencia de la conducta de acoso laboral, y la víctima de acoso 
laboral debe acudir a los medios probatorios del Código de Procedimiento Civil, como se 
dijo anteriormente, ni la norma ni la jurisprudencia permiten un procedimiento que 
garantice la protección a las víctimas. 
 
En lo referente al derecho comparado, se revisaron dos experiencias en cuanto a 
regulación normativa del acoso laboral en Chile, la cual es bastante precaria, por lo tanto 
es preciso acudir a instancias judiciales de tipo penal e inclusive civil y constitucional, 
como la tutela laboral. 
 
En la República Argentina se evidenció que no existe una legislación que proteja a las 
víctimas de acoso laboral sean particulares o empleados públicos, sin embargo, algunas 
provincias han regulado el maltrato físico y psíquico. 
 
Así las cosas en Colombia, Chile y Argentina se llevan a cabo procedimientos sumarios  
que no garantizan la protección de las víctimas de mobbing, por lo cual se recurre a otros 
mecanismos de protección judicial como la justicia ordinaria penal, civil o el mecanismo 
de amparo o tutela por jueces constitucionales. 
 
En el colofón del estado del arte se analizaron diferentes paradigmas jurídicos, desde el 
positivismo Kelseniano, el cual denotó una gran deficiencia debido a la crítica realizada a 
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la validez de la Ley 1010 de 2006, su legitimidad y por consiguiente falta de eficacia, 
debido a que es preciso recurrir a un juez que ampare los derechos que un 
procedimiento administrativo disciplinario no puede garantizar. 
 
A su vez, se revisó el paradigma discursivo-procedimental, el cual busca la 
reconstrucción normativa por medio de la denominada democracia deliberativa buscando 
acuerdos entre  los miembros de la sociedad; sin embargo el consensualismo jurídico de 
Rawls o de la teoría de la comunicación de Habermas, no suministra soluciones 
suficientes para modificar las practicas de la modernidad y por consiguiente no existe una 
definición que involucre el mérito en la justicia. 
 
Ya en Finnis se plantean los conceptos de bienes básicos y su ponderación brindando un 
espectro más amplio de observación y posible solución de la problemática a tratar, no 
obstante, la mera enunciación de una norma que no observa los presupuestos de moral 
en cuanto a su “razonabilidad práctica”, como ya se dijo, no permite desarrollar 
herramientas eficaces para la protección de los derechos conculcados a las víctimas de 
acoso laboral en el ámbito público. 
 
Posteriormente se observó el paradigma neo-constitucional a partir de Dworkin y el 
profesor Vigo, el cual involucra la aplicación de “valores, principios o fines del derecho”, 
que posibilitan la resolución de circunstancias jurídicas específicas; sin embargo no 
existe un concepto de justicia claro y la génesis del pensamiento neo-constitucional 
indica una reproducción del sistema normativo que sirve a la modernidad liberal y como 
se observó en los fallos de la Corte Constitucional colombiana, los jueces adecúan sus 
fallos a la relevancia de los mismos, es decir, otorgan la concreción de algunos derechos 
siempre y cuando éstos no perjudiquen el sistema jurídico y su reproducción normativa.  
 
Una vez observados los anteriores paradigmas, se inició el marco teórico a partir de una 
reconstrucción de derecho comparado en las experiencias en España y Brasil, en los 
cuales se evidencia para el caso del país ibérico una norma específica sobre acoso 
laboral y la posibilidad que los empleados públicos acudan a la justicia laboral ordinaria o 
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social (como se denomina en España) para evitar el lento procedimiento disciplinario y 
subsiguiente proceso contencioso administrativo; observando dos fallos por la justicia 
laboral ordinaria de España en los cuales se amparan los derechos de la víctima, 
posibilidad que podría asegurar algún tipo de protección en Colombia. Por otra parte en 
Brasil aunque no existe una Ley Federal, existe una defensa por parte de los jueces 
laborales tomando diferentes elementos de variadas fuentes jurídicas si se quiere ajenas 
al derecho laboral. 
 
En la reconstrucción teórico jurisprudencial del marco teórico, la Corte Constitucional 
colombiana evidencia que la Ley 1010 de 2006 no ofrece mecanismos judiciales de 
protección frente al acoso laboral para los empleados públicos, lo cual indica que los 
sujetos pasivos de mobbing se encuentran en desprotección sin que la norma aporte un 
amparo real a sus derechos, teniendo que recurrir a la tutela como mecanismo para 
amparar sus derechos por lo tanto la expedición de la Ley 1010 de 2006 no proporciona 
una protección real a las víctimas.  
 
Finalizando el marco teórico se realizó la Reconstrucción teórico-conceptual a partir del 
profesor Alasdair MacIntyre, en una crítica abierta a la modernidad y al liberalismo en el 
cual se definen los conceptos de justicia, de mérito y de virtud. 
 
En el tercer capítulo se realizó la validación entre los paradigmas presentados en el 
estado del arte y el autor escogido para el marco teórico; así las cosas, en respuesta al 
liberalismo individualista, se exponen los argumentos del profesor MacIntyre desde el 
denominado Comunitarismo, neotomismo o neoaristotelismo. 
 
En ese entendido, se exponen las principales críticas de MacIntyre a Rawls y sus 
conceptos de velo de ignorancia y posición original, para posteriormente, observar lo 
expresado por Nozick y terminar en Dworkin y su propuesta de tomarse los derechos en 
serio, a lo cual el escocés acusa cada uno de los paradigmas como reproductores de la 
modernidad liberal y extensores del discurso universalisante sobre todo en cuanto a 
derechos humanos para finalizar con una apreciación empírica y una proyección 
conceptual sobre el autor escogido para el marco teórico que evidencia la falencia de los 
demás paradigmas y ofrece una respuesta a la problemática a través de la producción 
del concepto de justicia en las comunidades mismas de la sociedad.  
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Una vez expuesto el recuento global del trabajo y una ilustración de cada capítulo, es 
preciso analizar la hipótesis general a la luz de lo considerado y expuesto por los 
diferentes autores, la normatividad nacional, internacional y el derecho comparado.  
 
4.1.1 Ilustración de la Hipótesis  
Así las cosas, en la hipótesis del presente trabajo los empleados públicos víctimas de la 
conducta de acoso laboral descendente, de conformidad con lo establecido por la Ley 
1010 de 2006 y con base en la Constitución Política colombiana para buscar amparo de 
sus derechos pueden acudir a la sede administrativa a través de un procedimiento 
conciliatorio inicial regulado por la entidad pública a la cual pertenecen, teniendo la 
posibilidad de acudir ante el Ministerio Público e iniciar un procedimiento sancionatorio 
disciplinario al resultar fallido el primero. 
 
No obstante, en la hipótesis se establecía que los mecanismos administrativos inmersos 
en el ordenamiento jurídico colombiano para proteger a la víctima, no eran suficientes 
para resarcir los daños generados. 
 
Como se pudo evidenciar, a través del procedimiento establecido en la Ley 1010 de 2006 
y el Procedimiento interno de la Universidad Nacional de Colombia217, comoquiera que el 
procedimiento interno de cada entidad pública debe ser regulado por sí misma no se 
garantiza que se respecten los mínimos consignados por la ley sobre acoso laboral y los 
lineamientos emanados por el Ministerio de Trabajo colombiano. 
 
Adicionalmente, al observar los fallos de la Procuraduría General de la Nación (Ministerio 
Público) en Colombia es claro el problema de acceso a la justicia que se presenta, al 
incluir un procedimiento administrativo que a todas luces no busca proteger o amparar 
                                               
 
217
 Resolución de Rectoría 1010 de 2013, modificada por las Resoluciones de Rectoría 1134 y 1364 de 2013 
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las prerrogativas subjetivas, sino el bien jurídico deber funcional en la administración 
pública,  es una respuesta precaria al conflicto; en España la posibilidad que se brinda 
para que los empleados públicos accedan a la justicia laboral ordinaria para amparar sus 
derechos a la dignidad, a la vida y a un ambiente de trabajo sano, al menos en la lógica 
moderna podría decirse que se intenta una protección a sus derechos. 
 
Sin embargo, la anterior respuesta no garantiza una protección real de las víctimas de 
mobbing, debido a que, siempre se encuentran las dificultades de la carga de la prueba 
en contra del empleado público víctima, quién en los casos que el acoso sea privado 
debe probarlo y no se protege con la presunción en derecho sobre este aspecto, 
situación que en el procedimiento administrativo o en un proceso judicial no encuentra 
una respuesta que permita una protección a la víctima. 
 
De igual manera, la Corte Constitucional colombiana toma decisiones disimiles, primero 
reconociendo que los procedimientos bajo estudio no ofrecen garantías a la víctima, por 
lo tanto es factible recurrir a un mecanismo subsidiario y residual como lo acción de 
tutela, el cual no es el mecanismo idóneo en un sistema serio aunque sea éste de 
carácter positivista como el colombiano, y en segundo lugar, declara exequible frases 
que describen la conducta de acoso como “repetida y pública”, obviando lo expresado 
por autores como Leymman y Piñuel, los cuales son reiterativos en determinar que el 
acoso laboral por antonomasia es secreto y su práctica es sigilosa y rara vez sale a luz 
pública, quitando la posibilidad que se presuma el acoso de carácter privado. 
 
En ese orden de ideas, se observaron experiencias en otras latitudes, llegando a la 
conclusión que en todas ellas se formula un procedimiento sumario generalmente 
disciplinario, salvo contadas excepciones, en las cuales se permite a la justicia ordinaria 
conocer de los casos y llegar solucionar algunos casos de manera atomizada. 
 
Por lo tanto podemos concluir que dichos procedimientos son únicamente aplicables en 
el papel; así las cosas, partiendo de la base que la solución no podía encontrarse en el 
paradigma positivista Kelseniano, ni Hartiano se analizaron diferentes paradigmas para 
evidenciar formas diferentes de resolución del problema de investigación, escapando a la 
formula facilista que ofrece el positivismo consistente en expedir una nueva ley que con 
la pretensión de corrección reemplazara la anterior. 
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4.1.2 Consideraciones Finales. 
Es así como se buscó desde Habermas, Rawls, y su paradigma discursivo-consensual; 
Finnis y su razonabilidad práctica neo-iusnaturalista; Dworkin y Vigo con su aplicación de 
los derechos en serio, “valores, principios o fines del derecho, sin encontrar una 
respuesta que satisficiera. 
 
A lo cual era preciso recurrir a un teórico que escapara al marco de los anteriores 
paradigmas, es decir la modernidad liberal; encontrando al profesor MacIntyre, quién a 
partir de reflexiones en inicio marxistas y con posterioridad aristotélicas y tomistas se 
acerca a los conceptos de justicia y virtud que podrían solucionar el problema de 
investigación, evitando los discursos universalisante sobre derechos fundamentales que 
se quieren vender como axioma inamovible no solamente para la modernidad, sino para 
la vida en sociedad en cualquier época de la humanidad. 
 
En ese orden de ideas, a partir del concepto de justicia de MacIntyre, el cual involucra las 
diferentes posiciones de la sociedad a través de las diferentes comunidades y la inclusión 
de la noción de mérito, la cual en palabras de MacIntyre permite “la asignación de bienes 
y castigos”. 
 
En ese sentido, es preciso no solamente un cambio normativo o de legislación, 
propiciando el denominado gigantismo normativo, el cual es un indicador de un conflicto 
irresoluto en la sociedad y no la resolución del mismo, como se ha dicho en el presente 
trabajo. 
 
Debido a que la expedición de una norma para el caso laboral generalmente obedece a 
la necesidad de intervención del Estado eliminando la posibilidad de brindar elementos 
como la validez, legitimidad y eficacia que se pueden obtener por medio del dialogo entre 
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las diferentes comunidades en la sociedad permitiendo acuerdos a discusiones sobre la 
materia de estudio. 
 
En ese sentido, es necesaria una redefinición de los conceptos de justicia y virtud no 
solamente en el legislador o los jueces, sino en la sociedad misma, buscando la 
interiorización de valores y virtudes a nivel comunitario para posteriormente someter a 
diálogo dichas concepciones tradicionales de justicia redefiniendo y construyendo las 
bases de la sociedad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
Bibliografía 
[1]. ARENAS Monsalve Gerardo. El Derecho Colombiano de la Seguridad Social 3ª 
Edición. Ed. Temis. Bogotá. 2011.  
 
[2]. ATIENZA, Manuel. Para una razonable definición de razonable, Doxa, 4, 189-200. 
1987.  
 
[3]. AYALA Cáceres Carlos Luis. Legislación en Salud Ocupacional y Riesgos 
Profesionales. 3ª Edición. Bogotá. Ediciones Salud Laboral. (2004-2005). 
 
[4]. BERMÚDEZ Sánchez  Nataly. artículo “Apuntes sobre el régimen disciplinario de la 
ley de acoso laboral”, publicado en el Libro Lecciones de Derecho Disciplinario, Volumen 
6, editado por el Instituto de Estudios del Ministerio Público. 
 
[5]. CEVILLE Oscar. Artículo Estado de Derecho, en Revista Gestión Pública. De la 
Procuraduría de la Administración de la República de Panamá. Edición Nº 5 2008.  
 
[6]. CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA DE COLOMBIA. La violencia en el 
Trabajo, el Acoso Laboral en la Ley 1010 de 2006”. Consultado en línea en: 
http://www.ramajudicial.gov.co. 
 
[7]. CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA DE COLOMBIA - Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla. Filosofía del Derecho segunda edición aumentada. Pablo Raúl 
Bonorino Jairo Iván Peña Ayazo. Plan Anual de Formación y Capacitación de la Rama 
Judicial. 2006. 
 
138 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 1010 DE 2006. 
 
 
[8]. COURTIS Christian. El juego de los juristas. Ensayo de Caracterización de la 
investigación dogmática. En Observar la ley. Ensayos sobre metodología de la 
investigación jurídica. ED. Trotta Madrid 2006. 
 
[9]. DWORKIN Ronald.  Los derechos en serio. Trad. de Marta Guastavino, Barcelona, 
Ariel, 2002. 
 
[10]. FINNIS John Mitchell. Ley Natural y Derechos Naturales. Abeledo - Perrot. 2000. 
 
[11]. HART, H.L.A., “El nuevo desafío al positivismo jurídico”, trad. de L. Hierro, F. 
Laporta y J.R. Páramo, Sistema, 36 (mayo de 1980). 
 
[12]. HART, H.L.A., El concepto del derecho ED. Abeledo –  Perrot. Buenos aires. 1990.  
 
[13]. HART, H.L.A., Post Scriptum al Concepto de Derecho. Ed. Penélope A. Buloch y 
Joseph Raz Editores. Universidad Nacional Autónoma de México. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas. Serie de Estudios Jurídicos Número 13. México. 2000.  
 
[14]. KELSEN, Hans. Teoría Pura del Derecho. 1993, Ed. Porrúa, México. Cap. 2. 
Derecho y Moral. 
 
[15]. LEYMANN Heinz. Mobbing. La persécution au travail, Éd, du Deuil. París 1996. 
 
[16]. MACINTYRE Alasdair, Tras la virtud. EDITORIAL CRITICA - Grupo editorial Grijalbo 
BARCELONA Traducción castellana de Amelia Valcárcel. 1984.  
 
[17]. MEJÍA Quintana Oscar. Estudio Preliminar en JHON RAWLS. El Derecho de los 
Pueblos. ED. Tercer Mundo Editores. Bogotá 1996.  
 
Bibliografía 139 
 
 
[18]. MEJIA Quintana Oscar. Elementos para una reconstrucción del estatuto 
epistemológico de la filosofía del derecho en Humanitas (No. 33), Nuevo León: Centro de 
Estudios Humanísticos (Universidad Autónoma de Nuevo León), 2006.  
 
[19]. MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL Y UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA. 
Formas y Consecuencias de la Violencia en el trabajo, realizado por el Ministerio de 
Protección Social en convenio con la Universidad de Antioquia, en algunos sectores 
económicos del país. ED UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA. Bogotá 2004. 
 
[20]. PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA – MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
Y PONTIFICIA UNIVERSIDAD JAVERIANA. Batería de Instrumentos para la Evaluación 
de Factores de Riesgo Psicosocial. Bogotá. ED. PONTIFICIA UNIVERSIDAD 
JAVERIANA. Bogotá 2010.  
 
[21]. PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA –  MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
Y ANA MARÍA GUTIÉRREZ STRAUSS, Guía técnica para el análisis de exposición a 
factores de riesgo ocupacional en el proceso de evaluación para la calificación de origen 
de la enfermedad profesional, Informe Final. Bogotá. ED. 2011. 
 
[22]. ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. “Recomendaciones prácticas 
sobre la violencia y el estrés en el trabajo en el sector de los servicios: una amenaza para 
la productividad y el trabajo decente” Oficina Internacional del Trabajo. Ginebra. 2003 
 
[23]. PIÑUEL, Iñaki (en español). Mobbing, Cómo sobrevivir al acoso psicológico en el 
trabajo. ED. Sal Térrea 2001.  
 
[24]. ROJO José Vicente, CERVERA Ana María. El mobbing o acoso laboral. Editorial 
TEBAR. S.L., Madrid. 2005.  
 
[25]. VIGO Rodolfo Luis. Reflexiones iusfilosóficas de una Decisión Judicial Suplencia de 
la queja total en los juicios electorales Comentarios a las sentencias SUP-JDC-11/2007 
D.R. cuaderno núm. 23. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Carlota 
140 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 1010 DE 2006. 
 
 
Armero No. 5000, Colonia CTM Culhuacán, Delegación Coyoacán, México, D.F., C.P. 
04480. 2009. 
 
[26]. VIGO Rodolfo Luis. Constitucionalismo y neoconstitucionalismo: Riesgos y 
Prevenciones. Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM. 14. El Derecho a-sistemático o aporético. 
 
 Normatividad. 
 
COLOMBIA  
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA de 1991. 
 DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
 PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y 
CULTURALES. 
 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO Convenio 111 de 1957 
 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO Convenio 155 de 1981 
 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO Convenio 161 de 1985  
 
 CÁMARA DE REPRESENTANTES Proyecto de Ley 88 de 2004. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 22 de 1967. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 74 de 1968. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 23 de 1981 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 23 de 1991 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 378 de 1997. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 446 de 1998. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 712 de 2001. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 1010 de 2006. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 1474 de 2011. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 1564 de 2012. 
 
Bibliografía 141 
 
 
 CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO. 
 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL. 
 CÓDIGO DISCIPLINARIO ÚNICO. 
 CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. 
 
 MINISTERIO DE TRABAJO DE COLOMBIA Resolución 652 de 2012. 
 MINISTERIO DE TRABAJO DE COLOMBIA Resolución 1356 de 2012. 
 
 CONSEJO SUPERIOR UNIVERSITARIO de la Universidad Nacional de Colombia 
Acuerdo 11 de 2005, 
 CONSEJO SUPERIOR UNIVERSITARIO de la Universidad Nacional de Colombia 
Acuerdo 044 de 2012. 
 
 RECTORÍA de la Universidad Nacional de Colombia Resolución 1010 de 2013. 
 RECTORÍA de la Universidad Nacional de Colombia Resolución 1134 de 2013. 
 RECTORÍA de la Universidad Nacional de Colombia Resolución 1364 de 2013. 
 
CHILE 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Ley N° 18.834 de 2005. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Ley N° 18.883 de 1989. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Ley N° 18.834 de 2005. 
 
ARGENTINA 
 SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. 
Argentina. Ley 14040 de 2009. 
 
 Jurisprudencia. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA.  
 Sentencia T-014 de 1992 M.P. Fabio Morón Díaz. 
 Sentencia C-225 de 1995 M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
 Sentencia C-222 de 1998 M.P. Fabio Morón Díaz. 
 Sentencia T-461 de 1998 M.P. Alfredo Beltrán Sierra.  
142 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 1010 DE 2006. 
 
 
 Sentencia T-013 de 1999 M.P. Alfredo Beltrán Sierra. 
 Sentencia T-170 de 1999 M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
 Sentencia C-742 de 1999 M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
 Sentencia C-591 de 2000 M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
 Sentencia C-596 de 2000 M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
 Sentencia C-803 de 2000 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
 Sentencia C-927 de 2000 M.P. Alfredo Beltrán Sierra. 
 Sentencia C-1717 de 2000 M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
 Sentencia C-555 de 2001 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 Sentencia C-620 de 2001 M.P. Humberto Sierra Porto. 
 Sentencia C-1195 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda y Marco Monroy Cabra. 
 Sentencia C-155 de 2002 M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
 Sentencia C-181 de 2002 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 Sentencia C-373 de 2002 M.P. Jaime Córdoba Triviño.  
 Sentencia C-948 de 2002 M.P. Álvaro Tafur Gálvis. 
 Sentencia C-036 de 2003 M.P. Alfredo Beltrán Sierra. 
 Sentencia C-065 de 2005 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
 Sentencia T-882 de 2006 M.P. Humberto Sierra Porto. 
 Sentencia C-898 de 2006 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
 Sentencia C-780 de 2007 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
 Sentencia C-960 de 2007 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
 Sentencia T-029 de 2008 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
 Sentencia C-666 de 2008 M.P. Mauricio González Cuervo. 
 Sentencia C-762 de 2009 M.P. Juna Carlos Henao Pérez. 
 Sentencia C-899 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
 Sentencia C-900 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
 Sentencia T-372 de 2012 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
 Sentencia C-436 de 2013 M.P. Mauricio González Cuervo. 
 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
Bibliografía 143 
 
 
 Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación. Noviembre  veinticinco  
(25)  de dos mil diez  (2010). Procuradora Delegada Ponente Margarita Eleonor 
Cabello. 
 Oficio C-121 de 2010 del Procurador Auxiliar para Asuntos Disciplinarios. 
 Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia Administrativa. Radicación: 
IUS 2009-375375/IUC D-2009-75-207084. 9 de septiembre de 2011. 
 
CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda 
Subsección B Consejera ponente: Bertha Lucia Ramírez de Páez (E), cuatro (4) de julio 
de dos mil trece (2013).- Radicación número: 11001-03-25-000-2012-00301-00(1131-12). 
 
CONSEJO DE ESTADO Sala de lo Contencioso Administrativo Seccion Tercera. 
Consejera ponente: Myriam Guerrero de Escobar Bogotá, D.C., once (11) de febrero de 
dos mil nueve (2009) Radicación número: 54001-23-31-000-1993-08025-01(14726). 
 
 Marco Teórico 
 
[1]. ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ. Cuarta jornada de reflexión de la Subdirección de 
Estudios en cabeza de la Dirección Jurídica Distrital, 23 de Agosto de 2006, Expositor: 
Dr. Gerardo Arenas Monsalve. 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=21756  
 
[2].  BAUMAN, Zygmunt. Modernidad líquida. ED. Editorial Fondo de Cultura Económica. 
México DF. 2004. 
 
[3]. BUNGE Mario. Filosofía Política. Trad. Rafael González del Solar. ED GEDISA. 
Barcelona. 2009. 
 
[4]. DWORKIN Ronald Los derechos en serio. ED Ariel, Barcelona, 1984.  
 
[5]. ENGELS Friedrich. Del socialismo utópico al socialismo científico de 1880, en: 
http://www.marxists.org/espanol/m-e/1880s/dsusc/index.htm   
 
144 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 1010 DE 2006. 
 
 
[6]. HABERMAS J. Conocimiento e interés, trad. M Jiménez, J.F Ivars y L Martín Santos. 
Madrid. ED. Taurus. 1982. 
 
[7]. LEYMANN Heinz. Mobbing. La persécution au travail, Éd, du Deuil. París, 1996.  
 
[8]. MACINTYRE Alasdair. Tras la virtud, Trad. Valcárcel. Barcelona. ED. Crítica. Grupo 
editorial Grijalbo. 1984.  
 
[9]. MACINTYRE Alasdair. Justicia y racionalidad Trad. Alejo J. Sisón. ED. EIUNSA. 
Barcelona, 1994.  
 
[10]. PALOMEQUE López, Manuel Carlos. Los derechos laborales en la Constitución 
española. Centro de Estudios Constitucionales. Madrid, 1991.  
 
[11]. PASCO Cosmópolis Mario Martín. Desafíos Actuales del Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social en Iberoamérica en XIX Congreso Iberoamericano de Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social. Disertaciones. Buenos Aires. Octubre 2013. 
http://www.aidtss.info/xixcongreso/disertaciones/1.pdf  
 
[12]. PIÑUEL, Iñaki Mobbing, Cómo sobrevivir al acoso psicológico en el trabajo. ED. Sal 
Terrae, Maliaño Cantabria. 2001.  
 
[13]. POPPER K.R. La Miseria del Historicismo, trad. P. Schwartz, Madrid. ED. Alianza. 
1981.  
 
[14]. RAWLS John. Teoría de la Justicia. ED. Fondo de Cultura Económica. México DF. 
1978.  
 
[15]. SILVA Marcel. Flujos y Reflujos. Reseña Histórica del derecho laboral colectivo 
colombiano. Segunda Edición ED UNIBIBLOS. Bogotá. 2000. 
Bibliografía 145 
 
 
[16]. SPAEMAN Robert. La crítica de las utopías políticas. ED. EUNSA; Pamplona, 1978.  
 
Normatividad. 
 
COLOMBIA 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA de 1991. 
 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Ley 1010 de 2006. 
 CÓDIGO DISCIPLINARIO ÚNICO. 
 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA DECRETO 2591 de 1991. 
 
ESPAÑA 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA ESPAÑOLA. 
 CORTES GENERALES DE ESPAÑA Ley Orgánica 10 del 23 de noviembre de 
1995. 
 CORTES GENERALES DE ESPAÑA Ley Orgánica 5 del 22 de junio de 2010. 
 CORTES GENERALES DE ESPAÑA Ley 36 de 2011 de España. 
 
BRASIL 
 CONSTITUIÇÃO DA REPÚBLICA FEDERATIVA DO BRASIL. 1988. 
 CONGRESO NACIONAL DE BRASIL. Ley Federal N° 8.112 de 1990. 
 CONGRESO NACIONAL DE BRASIL. Ley Federal N° 10.406 de 2002. 
 
 ESTADO DE MATO GROSSO Ley 04 de 1990. 
 ESTADO DE RÍO DE JANEIRO Ley 7.121 de 2002. 
 ESTADO DE DISTRITO FEDERAL Ley 2.349 de 2002. 
 ESTADO DE SAO PAULO BRASIL Ley 12.250 de 2006. 
 ESTADO DE RIO GRANDE DO SUL Ley 12.561 de 2006 
 ESTADO DE GOIÁS Ley 11.561 de 2010. 
 
Jurisprudencia. 
 
COLOMBIA 
CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA.  
146 LA EFECTIVIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCILIATORIO Y 
SANCIONATORIO PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEADO PÚBLICO EN 
MATERIA DE ACOSO LABORAL EN COLOMBIA A PARTIR DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 Y LA LEY 1010 DE 2006. 
 
 
 Sentencia T-882 de 2006 M.P. Humberto Sierra Porto. 
 Sentencia T-187 de 2010 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
 
CONSEJO DE ESTADO DE COLOMBIA 
 CONSEJO DE ESTADO DE COLOMBIA. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección  Segunda Subsección B. M.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila  
Bogotá D.C., dieciocho (18) de agosto de dos mil once 2011).  Expediente Nº 
25000-23-15-000-2011-01077-01. 
 CONSEJO DE ESTADO DE COLOMBIA. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Cuarta,  de 19 de agosto de 2010, M.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas 
Bárcenas, Expediente Nº. 2010-01304-01. 
 
ESPAÑA  
 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DE ESPAÑA. Sentencia 119/2001. MP Manuel 
Jiménez de Parga y Cabrera. 
 TRIBUNAL SUPREMO DE ESPAÑA. Sala de lo Contencioso. Sede: Madrid. 
Sección: 6. Nº de Recurso: 2561/2012 Ponente: JOSE MARIA DEL RIEGO 
VALLEDOR. Veinticinco de Julio de dos mil trece. 
 TRIBUNAL SUPREMO DE ESPAÑA. Sala de lo Social Sede: Madrid Sección: Nº 
de Recurso: 2910/2012 en Auto del veintinueve de Mayo de dos mil trece 
 JUZGADO DE LO SOCIAL Nº 2 DE BILBAO – ESPAÑA. Asunto: Seguridad 
Social. 2011. 
 JUZGADO DE LO SOCIAL Nº 4 DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS – ESPAÑA. 
Sentencia: 00417/2011. Asunto: Seguridad Social. 2011. 
 
BRASIL 
 TRIBUNAL SUPERIOR DE TRABAJO DE BRASIL Número individual: 01461-
2002-000-03-00-3. Juez Especial Ponente: Manuel Cándido Rodrigues. 23 de 
octubre de 2003. 
 
